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SENTENCIA DEL TRIBUNAL CONSTITUCIONAL 

En .:~~~los ~ días del mes de junio de 2005, el Tribunal Constitucional en sesión de Pleno 
Jun71,ccl~al, mtegrado por los señores magistrados Alva Orlandini, Bardelli Lartirigoyen, 
G nzal~s pjeda, García Toma, Vergara Gotelli y Landa Arroyo, pronuncia la siguiente 
entenCla: 1 

l. ASUNTO 

Demandas de inconstitucionalidad interpuestas por el Colegio de Abogados de Cusco; por el 
Colegio de Abogados del Callao; por más de cinco mil ciudadanos con firmas debidamente 
certificadas por el Registro Nacional de Identificación y Estado Civil representados por Juan 
Peña Figueroa, Víctor Lazo Cárdenas y Adolfo Juan Arbulú Castro; y, por más de cinco mil 
ciudadanos con firmas debidamente certificadas por el Registro Nacional de Identificación y 
Estado Civil representados por el doctor Carlos Blancas Bustamante, contra las Leyes N° 
28389 Y N° 28449. 

11. DATOS GENERALES 

o Violación constitucional invocada 
Las demandas de inconstitucionalidad promovidas por cuatro demandantes, se encuentran 
dirigidas contra el Congreso de la República. 
Los actos lesivos denunciados los habrían producido la Ley de Reforma Constitucional N° 
28389, publicada el 17 de noviembre del 2004, y la Ley N° 28449, publicada el 30 de 

) / diciembre del 2004, las cuales modifican el régimen pensionario regulado por el Decreto Ley 1_ N° 20530. 

yO Petitorio constitucional 
Los demandantes alegan la afectación de diversos derechos fundamentales previstos en la 
Constitución. Consideran que las leyes sujetas a control de constitucionalidad vulneran los 
derechos sociales y económicos de las personas; de manera específica, los derechos a la 
seguridad social (artículo 10 de la Constitución), a la pensión (artículo 11 de la Constitución) 
y a la propiedad (artículos 2 inciso 16 y 70 de la Constitución). Asimismo, aducen que se 
vulneran los principios de dignidad (artículo 1 de la Constitución) igualdad (artículo 2 inciso 
2 de la Constitución), de irrenunciabilidad de los derechos sociales, de progresividad (artículo 
1 ,de a Constitución), de irretroactividad (artículo 103 de la Constitución), de seguridad 
. rí ca y de intangibilidad de fondos de la seguridad social (artículo 12 de la Constitución) 

egando tales actos vulneratorios, solicitan, alternativamente, que: 
Se declare inconstitucional, por la forma, la Ley N° 28389. 
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Se declaren inconstitucionales, por el f()ndo, los artícu los 1, 2 Y 3 de la l ,ey N° 2 8389, que 
sustituyen los textos de los artícu los 11 y 103 y la Primera Disposición Final y Transitoria 
de la Constitución. 
Se declare inconstitucional el artículo 3 de la I,ey N° 28389 Y que e l Tribunal 
CO ll stitue ional expida una sentencia aditiva a fin de encausar su conlcnido normativo a las 
l' rmas constitucionales. 
Se declare inconstitucional, por conexión o consecuencia, la I,ey N° 2844<), así como las 
del ús normas legales que se hayan dictado () se dicten y que tengan como base el nuevo 
texo constitucional aprobado por la Ley N° 28389. 
Se ~eclarcn inconstitucionales las demús normas legales que se hayan dictado , o se dicten , 
después de la interposición de las presentes dcmandas . 

III. NORMAS SUJETAS A CONTROL DE 
CONSTITUCIONALIDAD 

LEY N° 28389 
Ley de Reforma de los artículos 11, 103 Y Primera l)isposición 

Final y Transitoria de la Constitución Política del Perú 

Artículo 1.- Modificación del artículo 11 de la Constitución Política del Perú 
t\grégase al artículo II de la Constituc ión Política del I'erú corno segundo fJárra/() el texto 
siguiente: 

" ¡ ,a ley establece la ent idad del (iobierno Nacional que administra los regímenes de pensiones a 
eargo del ¡':stado". 

~ArtíCUIO 2.- Modificación del artículo 103 de la Constitución Política del Perú 
Sust itúyese el lexto del artícul o I ()] de la Constitución Políti ca de l Perú por el siguiente: 

" Pueden expedirse leyes especiales porque así lo exige la naturaleza de las cosas, pero no por 

j 
1 

razón de las dilcrencias de las persol1as. La ley, desde su entrada en vigencia, se ap lica a las 

(¡ consecuencias de las relaciones y situaciones jurídicas existcntes y no tiene I'uer';:a ni cfectos 
-'1/ I'etroactivos; salvo, en amhos supuestos, en materia penal cuando filVorece al reo. I ,a ley se 
I deroga só lo por otra Icy. 

\ También queda sin cl'ccto por sentencia que declara su inconstitucionalidad . I ,a Constitución no 
ampara el abuso dcl dcrecho. " 

Artículo 3.- Modificación de la Primera Oisposicióll Final y Transitoria de la Constitución 
Política del Perú 
Sustitúyesc cl texto de la Primera Disposición ¡' inal y Transitoria de la Constitució n Política del 
Perú por el sigu iente: 

"Declárase cerrado definitivamente el régimen pellsionario del Decreto I,ey N° 20SJO, I':n 
consecuencia a partir de la entrada en vigenc ia de csta /{ef<lrIlla Constitucional: 
l . No están Jlermitidas las nuevas incorporaciones () reincorporaciones al rég imen pcnsionario 
del Decreto I ,ey N° 2 05:l0. 
2 . I,os trabajadores que, fJerteneciendo a dicho rég imen, lID hayan cumplido con los requi sitos 
para obtener la pensión correspond iente, deberán optar entrc el Sistema Nacional dc Pensiones 
o el Sistema Privado dc t\dm inistradoras de I'ondos dc Pcns iones. 
I'or razol1es de interés social , las llUevas reglas pensionarias estab lecidas por ley se aplicarán 
inlTlediatal11ente a los trabajadores y pensiollistas de los regilllcnes pensionarios a cargo del 
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I':stado, según correspon da. No se podrá prever en ellas la nivelación de las pL;nsiones con las 
remuneraciones , ni la reducción del importe de las pensiones que sean inICriores a una (Jnidad 
Impositiva Tributaria. 
I,a ley dispondl'á la aplicación progresiva de topes a las pensiones que excedan de una lJnidad 
Imposit iva Tributaria. 
1': 1 ahorro presupuestal que provenga de la aplicación de nuevas reglas pensionarias serú 

!l destinado a increme.'ntar las pcnsio nes más bajas, con forme a ley. 1 ,as modilieae.iones .que se 
introduzcan en los regímenes pensionarios actuales, así corno los nuevos regímenes 

! pensionarios que se estab lezcan en el futuro , deberán regirse por los criterios de sosten ibilidad 
1/ I financiera y no nivelación. 
,/ I I\utoríl',ase a la entidad com petente del Gobierno Nacional a iniciar las accio nes legales 
I I correspondientes para que se declare la nulidad de las pensiones obtenidas ilegalmente, salvo 

! los casos dclinidos por sentenc ias con carác ter de cosa juzgada que se hayan pronunciado 
exp resamente sohre cl l(lIldo del asunto o que las respectivas acciones hubieran prescrito" . 

LEY N° 28449 
Ley que establece las nuevas reglas del régimen 

de pensiones del necreto Ley N° 20530 

Artículo 1.- Ob.ieto de la Ley 
I,a presente I ,ey tiene por objeto establecer las nuevas reglas del r6gilllen de pensiones del 
Decreto I ,ey N° 205]() de conformidad con la I{el()rnw Constitucional de los artículos I I Y 10] Y 
la Primera Disposición I; inal y Transitoria de la Constituc ión Po lítica del Perú. 
{)cclúrase qUL; la presente 1 ,ey no alecta en modo alguno los derechos y beneficios del r6gilllen de 
pensiones del Decreto 1 ,egislat ivo N° I ()990. 

Artículo 2.- Ámbito y alcances de su aplicación 
1·:1 régi men del Decreto I.ey N° 20S30 es un reglmen cerrado que no admite nuevas 
incorporaciones ni rei ncorporaciones, de conformidad con la I>rimera Disposición I;inal y 
Transitoria de la Constitución Polít ica del Perú. 
Sólo se consideran incorporados al r6gimen regulado por el Decreto I,ey N° 20530: 
l. I ,os pensionistas de cesantía e invalide/ que cump lieron con todos los requisitos establecidos 
en las normas vigentes en el momento de la generación del derecho correspondien te. 
2. I,os trabajadores sujetos al régimen del Decreto I,ey N° 20S]0 que, a la lecha de entrada en 
v igenc ia de la modilicación de la Primera Disposición I,'inal y Transitoria de la Const itución, 
habían cumpl ido con todos los requisitos para obtener la pensión co rrespondiente. 
:l. I ,os actua les beneliciarios de pensiones de sobrevivientes que curnpliel'On con todos los 
requis itos establecidos en las normas vigentes en el momento del fallecimiento del causante. 
4. I ,os futuros sobreviv ientes de pensionistas de cesantía e invalidez o de trabajadores activos a 
que se reliere elnullleral 2 del presente artículo. comprendidos y regulados en el Capítulo 111 del 
Título 1I del Decreto I,ey N" 205]0. 

Artículo 3.- Monto máximo de las pensiones 
1':1 monto máximo mensual de las pens iones de cesantía, invalide/: y sobrevivientes del régllllen 
de pensiones regu lado pOI' el Decrclo I,ey N° 20530 es de dos (2) Unidades Impositivas 
Tributarias, vigentes a la fecha en que corresponda el pago de la pensión. 

Artículo 4.- Reajuste de pensiones 
I':stú prohibida la nivelación de pensiones con las remuneraciones y con cualquier ingreso 
previsto para los empleados o I'uncionarios públicos en actividad. 
1':1 reajuste de pensiones se cleetuará de la sigu iente forma: 
a) 1 ,as pensiones percibidas por belleliciarios que hayan cumpl ido sesenta y cinco (65) años o 
más de edad y cuyo valor 110 exceda el importe de dos (2) lJnidades Impositivas Tributarias 
vigentes en cada oportunidad, s(;rán rcajustad<ls al inicio de cada año mediante decreto stlprctno 
con el voto aprobatorio del Consejo de M inistros y a propuesta del M in istcrio de I':conom ía y 
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hnanzas, teniendo en cuenta las variaciones en el costo de vida anual y la capacidad linanciera 
del I ':stado, 
b) I ,as pensiones percibidas pOI' beneficiarios menores de sesenta y c in co (6 S) afíos de edad se 
ajustarán periódicamente , teniendo en cuenta las previsiones presupuestales y las posibilidades de 
la economía naciona l. 

A tículo 5.- Cálculo de las nuevas pensiones 
1 ,a. pensiones de cesantía e invalide'/' que se reconozcan a partir de la vigencia de la presente I ,ey 
se alcularáll según las siguientes reg las: 
1, ara los varones, las pensiones serún iguales a una treintava parte dd promedio de las 
rem Inerac iones pens ionab les perc ibi das en los doce últimos meses por cada ailo de serv ic ios, 
2, P'ara las Illujeres, las pensiones serán iguales a una ve in tic incoava parte del prollledio de las 
rel1llmeracione's pensionabl es perc ibidas en los doce últimos meses por cada ailo de servic ios, 
J , Si las remuneraciones pensionab les hubieran sido aumentadas al trabajador en c incuenta pOI' 
cie nto (SO'%) () más dentro de los últimos sesenta (úO) meses, () entre treinta (JO'%) y ci ncuenta 
por c iento (SO'%) dentro de los últimos treinta y se is (36) meses, la pensión será regulada en base 
al promedio de las remunerac iones pensionahles percibidas en el período cor respond iente a los 
últimos sesenta (60) o treinta y se is (:l6) meses, en su caso, 
,'li el trabajador resultare comprendido cn las dos situac iones anteriO l'rllente indicadas, se tomará 
cn cue nla el promedio mayor, I':n los casos en que los incrementos de las remunerac iones 
pensionables se orig inen corno consecuencia de hOl11ologaeión o de aumentos de remunerac iones 
co n carácter general dispuestos por ley, no será de aplicac ión el numeral :3, 

Artículo 6.- Remuneración pensionabJe 
I':s pensionablc toda remuneración permanente en el ti empo y regular en su monto que !'e 
encuentre sujeta a descuento!' para pensiones, No se ineorporarú a la pensión ,¡que llo!' conce ptos 
establecido!' por norma ex pl'esa con el carácter de no pensionahle, 

Artículo 7.- Modificaciones a normas sohre las pensiones de sobrevivientes 
Sust itúyense los textos de los artículos 2S, :32, V I , JS, :3 6 Y 55 del J)ecreto I ,ey N° '2 0SJ O pOI' los 
siguientes tex tos: 

"Artículo 25 ,- I ,a suma de los montos que se paguen por v iude'/' y orl'andad no Jlodrá excedel' 
del c ien por c iento (100'%) de la pensión de cesantía o in validez que perc ih ía o hubiera pod ido 
percibir el causante , Si la su ma de ellos excediera el c ien por c iento (100'%), los porcentaj es se 
red ucirán r)l'oporcio nalmente de manera que la suma de todos no exceda di cho porcentaje , 
Artículo 32, - La pensión de viudez se otorga de acuerdo a las normas siguien tes: 
a) Cien por ciento ( 100%,) de la pensión de invalidez o cesantía que perc ibía o hubiera tenido 
derecho a percibir el causante, siempre que el 1110nto de dicha pensión no supere la 
remunerac ión mínima vital. 
b) C incuenta por ciento (SO'%) de la pensión de invalidez o cesantía que perc ibía o hubiera 
tenido derecho a r ercibir el causante, en los casos en que el valor de dicha pen!' ión sea mayor a 
una remunerac ión mínima vital, estab lec iéndose para estos casos una pensión mínima de viude'/' 
eq ui va lente a una remunerac ión mínima vi tal. 
c) Se otorgará al varón só lo cuando se encuentre incapacitado para subsi!'lir por sí mismo, 
ca rezca de rentas () ingresos superiores al monto de la pensión y no esté amparado por algún 
sistema de seguridad soc ial. 
d) 1': 1 cónyuge sobreviviente inválido co n derecho a pensión que requie ra del cu idado 
permanente de otra persona para el\;etuar los actos ordinarios de la vida, percibirá además una 
bonitieación mensual , cuyo monto será igual a una remunerac ión mínima vita l, siemp l'e que as í 
lo lctami nc previamente una Co misión M édica del Seguro Socia l dc Salud , 1';SS/\I.lJI), o del 

in isterio de Salud, 
Artículo 34, - Solamente tienen derecho a pensión de orlandad los hij os menores de dieciocho 
(1 X) ailos del trabajador co n derecho a pensi{m () del titular de la pensión de cesantía o in va l ide'/' 
que hubiera I'allecido, 
Cumplida esta edad , subsiste la pensi(íl1 de ()rI~U1dad únicamenle ell los siguientes casos: 
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a) Para los hijos que sigan estud ios de nivel hásieo o superior, hasta que cumplan los ve intiún 
(2 1) afios. 
h) Para los hijos mayores de dieciocho (18) afios cuando adolecen de incapacidad absoluta para 
el trabajo desde su min or ía de edad o cuando la incapacidad que se manifieste en la mayoría de 
~ad tenga su or igen en la etapa anterioT a ella. 

/ 1':\1 este caso tendrán derecho, además de la pensión de orfandad, al pago dc una bonificaci(lIl 
l mensual cuyo monto será igual a una remuneración mínima vital. I,a declaración de 

incapacidad abso luta requiere de un dictamen Pl'evio y lavorabk de una COlllisi(ín Médica del 
Seguro Social de Sa lud , 1';SS!\l.lJl), o del Min isterio de Salud. 
Tratándose de hijos adoptivos, el derecho a la pensiún se genera si la adopeiún ha tenido lugar 
antes de que el adoptado cU lllpla d iec iocho ( 18) anos de edad y antes de que el adoptante 
cu mpl a sese nta y cinco (ú5) afios de edad y siempre que el fa llec imiento ocurra después de 
treinta y se is (:lú) meses de producida la adopeiún. I':s te último requisito no rige cuando el 
deceso ocurre por accidente. 
,1rlículo ]5. - 1':1 monto máxilllo de la pensión de orfandad de cada hijo es igual al veinte por 
c iento (20'%) de l monto de la pensiún de invalide;: o cesantía que percihía o hubi era podido 
percibir el eausante, observándose lo dispuesto por el artíeulo 25 del Decreto I ,ey N" 7.0530. I ':n 
caso de fallec imiento de padre y madr'e trabajadores o titulares de pensiones de cesantía o 
inval idez, la pensión de orliHldad de cada hijo será igual al cuarenta por eiento (40%) de l monto 
de la pensión más elevada. 
!1rlículo ](¡.- I ,a pensión de ascendientes corresponde al pad re, a la mad re, o a amhos, 
solame nte en caso de no ex istir titular con derecho a pens ión de vi u(ic';: u or fandad. 
1': 1 monto de la pensió n será, para cada uno de ellos, igual al ve in te por ciento ('20%» de la 
pensi6n que percibía o hubiera pod ido perc ibir el causante, !\ electos de tener derecho a esta 
pensión, se deberá acred itar haber dependido económicalllente de l trabajador o pensionista a su 
fi:dleeillliento, y carecer de rentas e ingresos superiores al monto de la pensió n que percihía o 
hubiera podido percibi r el causante. 
!1rlículo 55,- Se extingue autollláticamente el derecho a pensión por : 
a) I/aber co ntr'aído lIlatl'illlonio () haber establecido un iones de hecho los t itulares de pensión de 
viudez y orfandad; 
b) Il aber alcani'.ado la mayoría de edad los titulares de pensiolles de or/;1tldad, sa lvo que 
prosigan estudi os uni versi tari os, en euyo caso la pensión con tinuará hasta que cumplan veillt iún 
(2 1) años, o que adolei'.can de incapacidad abso lu ta para el trabajo, eOllf<lI'Ille a lo dispues to en 
el artículo 34 de la presen te I ,ey; f c) I':n el caso de hij as solteras mayores de edad que vienen percih iendo pensiones de orl;Uldad 

Y¡ conforme a la legis lación ante ri ormente vigenle. cuando realicen actividad lucrativa, percihan 
rentas o se encuentren alllparadas por algLlI1 s i ,.., te 111 a de seguridad social; 
d) Percibir rentas o ingresos superiores alrnonlo de la pensión , en el caso de ascendientes; 
e) Ilaber recuperado el pensionista las lacultades IIsicas o rnentales, cuya pérdida determi nó el 
estado de invalide';: para el otorgamiento de una pensión, previo dictalllen Ii:lvorah le de una 
CO llli sión Médica de l Seguro Socia l de Salud, 1':SS!\I.1JD, o del Ministe r io de Salud; 
1) "all ec irniento; 
g) Il aber desaparecioo uno de los requisitos exig idos por la ley para el otorgalllic nto de la 
pensión." 

Artículo 8.- Aguinaldos y gratificaciones 
/ ,os pensionistas del régi lllen del Decreto / ,ey N" 205]0 licncn derecho a percibir aguinaldos o 
gratificaciones pOI' Fiestas !'atrias y Navidad , eonl<lI'll1e a lo que sería le la ley para tal elCcto . 

~ 
Artículo 9.- Plazos de prescripción 
I,os plams de prescripció n para la declaración de nulidad de olicio y para la dec laraci(ín de 
nulid ~d ante el Poder Judicial vía el proceso contencioso adrn inistrat ivo son contados desde la ? 7 '" "OC el acto ad mi oi«,,';,o qocd,; ""'''''';00 
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Ar~-u\o 10.- Entidad administradora de las pensiones 
I'J Minl¡teriO de I':conomía y l'inanzas cs la entidad dcl Gobierno Nacional que admin istra el 
rég imen dc pcns ioncs dcl Decreto I,ey N° 205JO, 
Toda al sión normativa a entidadcs responsables de las funcion es rclacionadas al régimcn 
regulad< por la presente I,ey dcbc cntendcrsc como refcrida al Ministerio dc I ':conoll1 ia y 
Finanza, exccpto cn lo rclativo al pago dc las pensiones, micntras csta función no Ic sea 
cnca l'ga la por decreto suprcmo, con c l voto aprobatorio dcl Consejo dc M inistros , Como cntidad 
ad lTlini ~~radora, el Ministerio de I':conomía y I'inanzas debe estahl eccr un programa de 
liscaliz~ción rennanente con c l objeto de asegurar el cump limi en to dc las normas v igcntcs cn 
re lación al régimcn a quc sc relic l'c la presente I ,ey, 
1':1 Ministcrio de I ':conomía y Finanzas puedc delegar, a otras cntidadcs püblicas, mediante 
decrcto surremo, cn forllla total o rarcial, sus facultades y funcioncs, en otras entidades, 

Artículo 11.- Carácter obligatorio de directivas y requerimientos 
Los luncionarios y empleados de todas las en tidades del Sector Püblieo que tengan cn sus 
plan i lIas rcrsonas comprc nd idas cn el régimen de pcnsiones regu lado por cl Dccrcto I.cy N° 
205:30 están ohligados a cumplir, hajo responsah ilidad . las directivas y requerimicntos que en 
materia de pcnsioncs cmita el Ministerio dc I':co llomía y l'inamo:as, 

.' 

mSI>OSICIONES TRANSlTORIAS 

PRIMERA.- Adecuación de los trabajadores comprendidos en el Decreto I,cy N° 20530 que 
no cumplen con los requisitos señalados en la presente Ley 
I ':stab lécesc el plazo de novcnta (90) días hábilcs contados a partir de la vigcncia de la rl'cscnte 
I ,ey, rara que el trabajador pcrteneciente al régimen del I kcreto I ,ey N° 205JO que, a la lecha dl: 
entrada en vigenc ia de la modilicac ión a la Pri mera D isposic ión Final y Transitoria de la 
Consti tuc ión Po 1 ítica del Perú, no huh iera cump 1 ido con los req u is itos para obtener una pcns iún 
co n[()f'[ne a lo cstablecido en el Decreto Ley N° 20530 Y sus modificatorias, debe manilestar ror 
escrito a su l:mp leador su orción entrl: aliliarse al Sistema Nacional de I'l:nsiones o al Sistema 
Privado de t\dministradoras dc Fondos de Pensiones, y deberá cumplir con el procedilTliento 

) estab lecido para la aliliación a uno de estos dos regímenes de rensiones , 
JY: I ,os trabajadores que opten por el Sistellla Privado de Pensioncs I'ecibirán UII hono de 

I reconocimiento rol' sus alíos de servic ios, Sl:gün las condiciones y procedimientos que disponga 
el n:glamento, 

SEGUNOA.- Régimen de jueces y fiscales 
Los jueces y fiscales qUl:, a la lecha de entrada en vige llcia dl: la re(()rrna dc la I'I'illll.:ra 
Disposición Final y T ransitoria de la Constituciún I)o l ítica (kl Perú, cuenten con más de dicz (10) 
afíos de servicios dentro de la respectiva carrera, que aún IH) hayan tramitado su incorporación al 
régimen del Decreto I ,ey N° 205JO, deben sol icitarlo rol' descrito, cn un plazo de novcnta (90) 
días hábiles conlados dcsde la vigencia de la presente Ley, 
V,:ncido el precitado plazo sin que hubiera una so li citud exp rcsa, se entenderá que ha optado por 
pl:rlllanecer en el rég imen rrevisional en el que actualmcnte $l: l:ncucntran, 

TERCERA.- Adecuacic'ín de las pensiones al tope 
1':1 lope a que se rdi cre el artículo J de la presente I,ey se arlil:ará a partir dl: la vigencia de la 
presente disposición, de lTIanl:!'a rrogresiva, I,as pens iones supe riores al valOf' de dos (2) lJlT 
v igentes a la fecha de promulgación de la prescnte I ,ey, se reduc irán anualmente a razón dc 
diec iocho por c icnto (18'%) hasta el alío en el que dicha pensión alcance el tore vigcnte 
correspond icn tc, 

CUARTA.- I>estino del ahorro 

¿Y: ':n curnrl imiento de lo dispucsto en la Primcra Disrosición I; inal y Transitoria de la 
, Co nstitución, los recursos que se ahorrcn como consecuencia de la aplicación del tope a quc se 

reliere el artículo:l de la presente Ley serán transleridos, bajo responsabilidad cll: los I'uncionurios 
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res ectivos, al "ondo para la Asistcncia !'rcvisio nal , con el objeto de linanciar los incremenlos 
<.¡ue continuación se dclallan: 
1, 1,' s pcnsioncs de los beneliciarios titu lares que a la !'ccha de promu Igac ión de la presente I ,ey 
sean nenores a SI. 415,00 mensuales se incrementarán hasta dicho monto, 1': 1 incremento mínimo 
será e SI, I O() ,OO, pudiendo, en el caso que corresponda, exceder la indicada suma de S/. 115,00, 
2 , ' ,a. pensiones de los beneliciarios titulares que a la !'ceha dc promulgación de la presente I .ey 
sean +ayores a SI, 4 15,00, pero no superiores a S/. 750,00 mcnsua les, se incr'ementarán en S/. 
100,00, 
:l, ' ,as pensio nes de los bene liciari os titu lares que a la !'ccha de promulgac ión de la presente I .ey 
sean mayores a SI, 750,00, pero no super iores a SI, ROO,OO mensuales, se incrementarán en SI, 
5 () , 00, 

QUfNTA.- Fiscalización de pensiones 
I'adrltase a la entidad administradora de este régimen de pensiones a rnicrar un programa de 
lisealizac ión de pensiones, a través del cual se revisar'án todos los actos admin istrativos de 
incorporación, reincorporación, reconocimiento, ealilicación de derechos y otOl'gamiento de 
bcnelicios y nivelaciones bajo cl Decreto I ,ey N" 205:l0 y sus normas modilicatorias, a lin de 
detectar los actos <'¡Ue hayan sido electuados con infracción de las normas, idenli licar aque llos 
actos administrativos nulos y cualqu ier otra irregu laridad () i lega lidad, eon el objcto de promover 
las acciones admin ist rat ivas y judiciales correspond ientes y determinar las responsab ilidades a 
que hubiere lugar, 
' ~sta liseal i'l.ac i{ln no a1can:t.a a los casos delinidos por se ntencias con carácter de cosa jU'l.gada 
que se hayan pronunciado expresamente sobre el fondo del asunto, o que las respectivas acciones 
huhieran prescrito , atendiendo al plazo prescriptOl'io que corresponda en cada caso, 

SEXT A.- Defensa de procesos administrativos y judiciales 
I ,as entidades del Sector Público que estuvieran en ca lidad de demandantes o demandadas en 
procesos ad ministrativos y judicia les relacionados co n el Decreto I.ey N" 20510, con tinuarán 
bajo su delensa y cargo hasta que se emitan las dispos iciones correspondientes y se rea l ice la 
trans Ier-encia de es tos procesos, 

OISPOSICIONES FINALES 

PRIMERA.- Texto Único Ordenado 
"aeú ltase al Poder I ';jecutivo para que, mediante deereto supremo rGÍ1'endado por el M inistro de 
I';co no rnía y Finanzas, apruebe el Texto l 'J nico Ordenado del R0gimen Cerrado de Pensiones del 
Decreto I ,ey N° 20530, 

SEGUNDA.- Precisión a la Ley del Profesorado 
I'recísase que el ingreso al servic io magisterial vá lido para estar comprendido en el régrmen 
pensionario regulado por el Decreto Ley N" 20530, es en cond ic ión de nomhr'ado o co ntratado 
hasta el 3 1 de diciembre de I no, y siempre que haya estado laborando conlúrlllc a la I,ey del 

f! ProlCsorado al 20 de mayo de 1990, !'ara ta l electo, es requis ito que e.1 proleso r cue nte con la 1J1 respectiva reso lución de incorporación a dicho régimen y/o aportes al m isl1lo, 

! TERCERA.- Derogatorias 
I)eróganse los artículos 27, 29, :10, :3 1,14,49,50, S I Y 52 del Decreto I ,ey N" 20530; ',ey 2Yl') 'i; 
I ,cy 2S00R; artícu lo 58, mod i licado por la I,ey 25'), 12, y artículo 59 de la I .ey 24029 ; literal b del 
artícu lo (¡O de la I.ey 21029, COI1 excepció n del derecho de pe rcibir' las gralilicaciones por 

avidad y I;ies tas I'atr ias; I .ey 27719; el artículo 2 de la I .ey 28017 y todas las demús 
disposiciones que se opo ngan a lo estab lecido en la presente' ,ey, 

ClJARTA.- Vigencia 
I ,a pr'csente I ,ey entrará en vigencia desde el día siguiente dc su publicación ell el Diar io O licial 
":1 Peruano, excepto las dispos iciones conten idas en la Tercera y Cuarta Disposiciones 
Transitorias, las mismas que entrarán en vigencía a partir del I de enero de 20D), 
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(v. ANTECEDENTES 

A. Ilcmandas 

/ C< n fecha 6 de diciembre de 2004, el Ilustre Colegio de Ahogados del Cusco 
¡(:~pecto al Expediente N° 0050-2004-AlrrC. 

/ int'rpone demanda de inconstitucionalidad contra los artículos 1,2 Y 3 de la I,ey N° 
;' 28 89, ley que modilica los artículos 11 , 103 Y Primera Disposición I,'inal y 

,¡ Trapsitoria de la Constitución Política. 
/' 1,:1 demandante alega los siguientes rundamentos de hecho y derecho: 

Que la norma impugnada incurre en una ineonstitueionalidad por la rorrna, porque 
no se respetaron los límites de la rerorma constitucional desarrollados en la 
sentencia recaída del I ':xpediente N° O 14-2002-!\I/TC. 
Quc es inconstitucional por el rondo, porque C011 la modificación del artículo 103 Y 
de la Primera Disposición Final y Transitoria, se detet'Tnina qu e las normas se 
ap liquen a las rc laeiones jurídicas existentes, lo que en materia pensionaria 
signi li ca que se está despojando a los pensionistas de sus derechos ya adquiridos. 
Añade que, en todo caso, la modi licaeión debería orientarse a quienes aÚl1 no han 
adqu irido el derecho , en adelante, y no en !()rma retroactiva en términos ohjetivos . 
Que a la familia le corresponde una especial protección en materia de seguridad 
social, de rnodo quc, al atentarse contra la irrenunciabilidad de los derechos 
sociales, se desconoce el carácter alimentario de las pensiones . 
Que el derecho a la pensión se entiende como una relación jurídica de Derecho 
Púhlico Patrimonial de carácter obli gatorio , cuya prestación principal es la pensi()t1 
mensual que cuantitativamente se otorga, estimada en base a la proporción de las 
apo rtacioncs. 
Que la norma impugnada ha sustituido sustancialmente el sistema de la seguridad 
social en lo que concieme a los derechos de los titulares, sobrevivie ntes, 
trabajadores y c iudadanía en general y, por lo tanto, viola la Constitueióll , 
principa lmente en sus artículos 1, 2 inc isos 1, 2 y 16, 10, 1 1, 12, 16, 26 inciso 2 ; :; 
y 103 y en la Primera Disposición I,'inal y Transitoria, rct'erida a los derechos 
adquiridos de los pensionistas del Decrcto I,ey N° 20530, y Segunda Disposición 
Final y Transitoria, que trata sohre el reajuste periódico y progresivo de los 
derechos sociales. 
Que la ley de rcl'orma constitucional afCcta los regímenes pensionarios regul ados 
por e l Decreto I,ey N° 20530 yel Decreto [ ,egislativo N° 19990, los de las Fuerzas 
Armadas y Policiales, a los trahajadores en actividad y a la ciudadanía en general , 
puesto que desaparecerá la prolección de los derechos adquiridos y la nivelación 
quedará prohibida constitucionalmente. Con ello sc pretendería hurlar la sentencia 
de inconstitueionalidad que en su momento dejó sin efecto la Ley N° 27617, que 
pretendiú hacer efectivos dichos recortes. 
Que la norma it11pugnada contravendría jurisprudencia del Tribunal 
Constitucional, que considera que el derecho pensionario se ohtiene desde el 
momento en que se reúnen los requisitos cstablecidos por ley , incluso en el 
supuesto de que el trabajador permanezca laborando. 
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, (Qu, se estafÍa posibilitando rel()Cmular las previsiones legales en materia 
/ . penionaria previstas y olrccidas por las AJo"!'. ,1 - Qu se atenta contra la seguridad jurídica y contra e! derecho a la propiedad, al no 

!l resp 'tarse los criterios del test de razonabilidad, ni preverse ningú n tipo de 
I resa c im iento a lavor de los pensionistas . 

b. 

Que si 10 que se busca es la financiación del sistema pensionario con equidad , 
razonab ilidad y proporcionalidad, se debe ría recurrir a la contrihución solidaria 
eon l"onne lo prevé la Ley N° 28046, Y no aleetando derechos fundamcntaks 

lconocidos. 

specto al E.xpediente N° 0051-2004-ArrrC 
, m lecha 7 de diciembre de 200 ~, el Ilustre Colegio de i\bogados del Callao 

i terpone demanda de inconstitucionalidad contra el seg undo y quinto párral() de! 
exto modi fi catorio de la Primera Dispos ición Final y Transitori a de la Constitución 
Po lítica de 1993, contenido en el artíc ulo] de la I,ey N° 28]89, debido a que su 
existenc ia legislativa colisiona ahiertamente los artículos 70 y 10] de la Constitución. 
1·:1 de mandante aduce los siguientes fundamentos de hecho y derecho : 

Que el Tribunal Constitucional deba dictar una sentencia interpretativa reductora, a 
lin de establecer que e l texto legal de la norma impugnada sólo puede ser 
enkndido corno ap licable para aquellos trabajadores de l l':stado que son 
beneliciarios de l régimen pensionario del Decreto I ,ey N° 20530 Y que no han 
consolidado o adquirido su derecho a la nivelación de pensiones has ta anks de qu e 
entre en vi gencia la mod i lieac ión constitucional , por !lO habe r cUll1pl ido con 
laborar por vc intc () más años en la i\dministrac ión Pública. 
Que la ley de rcl()I"ma constitucional alecta la rrotección de los derec hos 
adquiridos, en la medida que las normas legales que reconocen derec hos 
fundamentales no pueden ser dejadas de lado por quienes las han reconocido , es 
deci r, por el propio I ':stado. 

Respecto al Expediente N° 004-2005-I'TrrC 
Con fecha 15 de kbrero de 2005, más de c inco 1nil ciudadanos, representados por los 
señores .luan Peña Figueroa, Víctor I,azo Cárdenas y i\dolfó Juan i\rbulú Cast1"O, 

~ 
inte rponen demanda de inconstilucionalidad contra el segundo y quinto párraló del 
texto modificatorio de la Primera Disposición I:i nal y Transitoria de la Constitución 
Po líti ca, contenido en el artícu lo 3 de la Ley N° 28389; asimismo, solic itan que se 
extienda la deelaraeión de ineonstitueionalidad , por conexión o consecuencia, a los 

ñ rlíCU lOS 3, 4 Y 7 (en el extremo de la modi licación del artículo 32, 35 y ](¡ del Ikcreto 
I ,ey N° 20S30) de la r ,ey N° 28449, qu c establece las nuevas reglas del régimen de 

, pens iones de l ¡)ccreto r ,ey N° 20S]O, en la parte que no contiene la salvedad de no ser 
J aplicab les a los trabajadorcs y pens ion istas beneficiarios del l)ccreto r ,ey N° 205]0 

/,/l que ya han consolidado su derecho a la nivelación de pensiones . 
}jI I ,os demandantes argumentan los s iguientes fundamentos de hecho y derecho: 
I - Que el Tribunal Constitucional debe declarar la inconstitucionalidad de las normas 

impugnadas mediante una sentencia aditiva que agreg ue a los artículos 
imp ugnados e l concepto de que sólo pueden ser entendidos como aplicables para 
aq uel los trabajadores de l I ~stado que son bendiciarios del régimen pensionario del 
Decreto I,ey N° 20530 y que no ha consolidado o adquirido su derecho a la 
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~elaCión de pensiones has'a an'es de la en'rada COl vigencia de la modi licación 
normat! va. 
QJc las pensiones de sohrevivientes, incluida la de viude/., están ligadas a la 
pehsión ohtenida por su titular o causante, y que así como dicha pensión una ve/. 
consolidada no puede ser modificada sino respecto de quiencs tienen aún 1111 

derecho no consolidado, las modificaciones que se hagan a las rensiones de viude/. 
dehen aplicarse únicamente a los sobrevivientes de quienes al momento de la 
emisión de la nonna rnoditicaLoria aún no hahían consolidado su derecho 
previsional , es decir, en caso que no huhiesen eumplido la condición suspensiva 
del l'allecimiento del causante, por ser una modalidad de aelo jurídico y no un 
requisito . 
Respeelo a la sustitueión del artículo 35 del Decreto Ley N° 20530, que el nuevo 
texto legal que estahlece la l ,ey N° 2 R449 ha variado el porcentaje de las pensiones 
de orfandad en rórma descendente, tanto en los easos que exista o no exista 
cónyuge. 
Finalmente, quc las nornlas legales que reconocen derechos fundamentales 110 

rueden ser dejadas de lado por rarte de quien las ha reconocido, es decir, el rropio 
1 ':stado. 

d. Respecto al Expediente N° 007-2005-PIffC 
Con fecha 3 de mar/.O de 2005, más de cinco mil ciudadanos, rerresentados por don 
Carlos Blancas Bustamante, interponen demanda de incol1stitueionalidad contra el 
artículo J de la I ,ey N° 2RJg9, solicitando, asimismo, que la declaración de 
inconstitucionalidad se extienda, por concxión o consecuencia, a la I,ey N° 2g449, que 
estahlece las nuevas reglas del régimen de pensiones del Decreto I,ey N° 20SJO, así 
eomo a las demás normas legales que se hayan dietado o se dielen después de haherse 
interpuesto la presente demanda, y que tengan como sustento el nuevo texto 
constitucional aprobado por la I,ey N° 283R9. 
J ,os demandantes precisan los siguientes fundamentos de heeho y derecho: 

Que la I,ey N° 283R9 incurre en vicio de inconstitueionalidad ref'crido al ti.)11do, 
dado que su contenido excede la potestad de reli.mnar la Constitución asignada al 
Congreso en el artículo 206 de la Constitución, y transgrede los límites materiales 
de la refórma constitucional, pues está prohibldo al legislador que adopte leyes y 
ref'ormas que vacíen de contenido a los derechos o intereses legales, con el 
propósito de privarlos de eredos reales y prácticos mediante su poder de legislar. 
Que la norma sometida a control constitucional rc!i.)nna malamente los derechos 
fundamentales a la seguridad social y a la propi edad, desconociendo su prelación 
como principios y valores superiorcs del I':stado Constitucional, concepción 
humanista que se encuentra plasmada en el artículo 1 de la Constitución. Agregan 

¡{que estos derechos están consagrados en los princiP.ales. tratados internacionales de 
/' protección de los derechos humanos, los mismos que han sido formalmente 

I rat1ficados por el Perú, por lo que tienen un preeminente nivel de protección por su 
), carácter de derechos humanos fundamentales, de eon(i.)1"fTlidad con lo establecido 

JI! por el artículo SS y la Cuarta Disposición Final y Transitoria de la Const itución . 
-/ Que el artículo J de la I,ey N° 2RJ89, que modifica la Primera Disposición ¡,'inal y 

Transitorla de la Constitución, vulnera Ilagranternentc el contenido esencial de esta 
norma constitucional, porque establece la aplicación i!l1llcdiata de las lluevas 
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reglas )JenSionarias que se estable'~can por ley, produciéndose la 
'dcscot1s itucionalizución' o 'desfundamentali zación ' de los derechos a la 
seguridad social, especialmente el derecho a la nivelaciún de las pensiones de 
jubi lación, que ostenta rango constitucional en virtud de la Octava J)isposición 
General y Transitoria de la Constitución de 1979, y cuya aplicación ultractiva fue 
garantizada a quienes hubieran adquirido legalmente el derecho por la Primera 
Disposición Final y Transitoria de la aetual Constitución. Y, además, que se 
prohíbe la nivelación de las pensiones con las remuneraciones y se elimina el 
derecho al reajuste de las pensiones, al subordinársele a las decisiones y 
posibilidades económicas del Estado. 
I'inalmente, que en el marco del I';stado social consagrado el! el artículo 4] de la 
Constitución, es cn sí mismo un deber de la autoridad garan tizar la aplicaciún 
progresiva de los derechos sociales conforme al cual, si bien los mandatos 
constitucionales en que residen tales derechos no son, en todos los casos, 
inmediatamente aplicab les por el Estado obligado a cump lirlos, éste debe tender, 
de una manera elara y constante, a su rcali/',ac iún progresiva, según su capacidad 
económica y las posibilidades de la sociedad. 

Respecto al Expediente N° 009-2005-PIITC 
Con fecha 9 de marzo de 2005, el Ilustre Colegio de Abogados del Cusco interpone 
demanda de inconstitucionalidad contra la '.ey N° 2X449, espedlicamenle sus 
artíeulos 1, 2, 3,4, 5, 6, 7, 10, 11, Y su Primera, Tercera y Quinta Disposición ','inal y 
. J'ransi loria. 
El dernandante esgrime los siguientes I'undamentos de hecho y derecho: 

Que los pensionistas se ven afectados en la medida que, sin tenerse en cuenta los 
derechos adquir idos, la ley impugnada aplica nuevas reglas a los pensionistas del 
régimen de pensiones del Decreto I,ey N° 20530; agregando que, el1 e l nuevo 
marco normativo , la nivelación de las pensiones queda rrohihida y se establecen 
máximos a los montos pensionarios. 
Que se quebranta la seguridad jurídica en la medida que la ley sometida a control 
eonstitucional pretende modilicar o suprimir derechos fundamentales, como lo son 
los derechos legalmente adquir idos en materia pensionaria, a la vida, a la dignidad , 
a la igualdad ante la ley , a la propiedad, ' a la irretroactividad de las normas', a la 
intangihilidad de los fondos de pensiones, a la seguridad social ya la progresividad 
de los derechos sociales. 
Que siendo el Congreso de la República un poder constituido, no puede exceder 
las atribueiones que le otorga la propia Consti lución. Así, al desarrollar una norma 
que es contraria no sólo al orden legal sino a los rallos jurisprudenciales que en 
materia eonstitucional delimita las racultades del Congreso, se estaría atenlando 
ambién contra la garantía de la cosa juzgada. Añade que muehos pensionistas han 

conquistado sus derechos pensionarios en la víajudicial ; y que, sin embargo, la ley 
irnpugnaclajustifi ca toda decisión quc en lo sucesivo regule el cumplimiento de las 
obligaciones pensiollarias ~, desconociendo la prolecciún efectiva a la lutela 
jurisdiccional eJCctiva y la seguridad jurídica de los pensionistas, así como las 
sentencias de inconstitucionalidad que han reivindicado los dcrechos pensionarios. 
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B. c~estaCi()~eS de demanda 

I~. RespectJ al Expediente N° 0050-2004-AIrrC 
Co n Icdd II de abril de 2005, don Carlos Mesía Ramírez se apersona al rresente 
proceso cM calidad de aroderado del Congreso de la Rerúbliea, en mlSrito del Acuerdo 
de Mesa N° 511 -2004-2005 -MI-:SA/CR, para solicitar que se declare inl'undada la 
demanda deinconstitucionalidad promovida por el Ilustre Colegio dc Abogados de l 
Cusco contra los artículos 1, 2 Y 3 de la I ,ey N° 2R389, sostenicndo que no contraviene 
la Constitución, directa ni indirectamente, pareial o totalmente, ni por el lúndo o la 
I'orma, de modo que no se con liguran las causales establecidas cn el artículo 75 del 
Código Procesal Consti tucional. 
1-:1 demandado aduce los siguientes lundamentos de hecho y de derecho: 

Que el principio de presunción de constitucionalidad exige inte'lJrctar la norma 
conforme a la Constitución, con buena JC, a lin de no emitir juicios negativos sobrc 
la ap licación de la futura ley. /\sí, el análisis acerca de la constitucionalidad no 
puede partir de un juicio a priori, en el sentido de que la ley ha sido dada para 
incum plir con las obligaciones sociales adeudadas a la población. 
Q ue la rcl'onna responde a razones de equidad social y sostcnibil idad linanciera, 
dada la necesidad de subsistencia del régimen, así como la mejora de la situación 
de la mayor partc de los pensionistas del Decrcto r ,ey N° 20530 y, 
fundamentalmente , de todo el sistema pensionario como parte integrante de la 
seguridad social. Así, la universalidad alegada por el demandante supone que la 
cobertura de he extenderse gradualmente a un número de personas cada ve';: mayor, 
y que, dentro de este proceso de extensión, no pueden aceptarse desi gualdades de 
ninguna índole, siendo la instancia legislativa la competente para adopta r y 
dete rminar cuáles son los grupos que requieren con mayor urgencia 1<:1 ampliac ión 
de la cobertura. Así, al cerrarse un régimen deslinaneiado se garantiza el principio 
de universalidad y el principio de eficacia, previstos por la ley de rc!(mna, dejando 
de bendiciarse sólo a un 3,)<X¡ de la totalidad de pensionistas . 
Que el ahono presupuestal que se mi gina con la apl icación de topes progresi vos a 
las pensiones de acuerdo con la l,ey N° 28449 Y el Decreto Supremo N° O 16-200S­
¡.:¡:, rige a partir del mes de enero de 2005 a favor de las pensiones menores a SI . 
800,00 Y de los pensionistas que hayan cumplido 6S años de edad , alcanzúndose el 
objetivo principal del sistema pensionario, cual es que todos tengan acceso a una 
pensión y que ésta ascienda a un monto nl'/.Onablc, puesto que la exi s tencia del 
sistema no se limita al derecho de los trabajadores a ser pensionistas , sino que 
tambilSn se rdiere a la ra/.onabilidad del monto percibido. 
Que no tiene asidero afirmar que se verán privados de ejercitar su derecho a la 
seguridad los casi trescientos mil trabajadores que se encuentran en actividad 
prestando servicios al estado. Agrega que la rd()rma constitucional y la ley que 
modifica las reglas pensionarias precisan que el derecho a la seguridad se ejerce 
bien en e l Sistema Privado de Pensiones (/\I;P) o bien en el sistema público 
(Decreto Ley N° 19990), en la medida que e l rlSgimen del Decreto I.ey N° 20530 
ha quedado definitivamente cerrado . 
Que la de finición de los límites materiales del derecho a la seguridad social 
plan teada por e l demandante es interesada; y, que la ley de rcl"orma constitucional 
no transgrede el principio de intangibilidad de los l'ondos y reservas de la 
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segurid ld soc ial , pues ésta puede verse t~lvorecida con la disposición agregada 
como s gu ndo púrraf'o del artículo 11 de la Constitución. 
Que, p ' a la seguridad social, las pensiones son pagos periódicos e indeterminados 
que se 1)torgan a los afiliados a un sistema determinado de protección cuando se 
presentan las contingencias que hahilitan su ahono, las mismas que son otorgadas 
luego de cumplirse los requisitos que la ley establece, y que tienden a variar de 
acuerdo a su naturaleza: jubilación, cesan tía, sobrevivientes (viudel'., orl~U1dad y 
ascendientes). I ':n esa medida, la Constitución en su artículo II se circunscribe a 
garan tizar a la persona el libre acceso, y de forma progresiva, a la pensión, y a 
supervisar su dicaz funcionamiento como prestación de la seguridad soc ial. 
Que la afirmación de los demandantes es l~tlsa en el extremo en que alegan que no 
se les hi/.o conocer el procedimiento seguido para la elaboración de la ley de 

/ rcl'orrna constitucional, omitiéndose con cllo el estricto cumplimiento de lo 
previsto por los artículos 59, 69 Y 70 del Reglamento del Congreso de la 
República, ya que sí fueron recogidas y sumilladas las sugerencias y observaciones 
planteadas por los representantes de los pensionistas. 
Que el erróneo entendimiento de la teoría de los hechos cumplidos, lleva al 
demandante a plantear una pretensión insostenihle y contraria al criterio 
establecido por el Tribunal Constitucional, respecto a la posibilidad de Iímitar al 
derecho pensionario en función a la situación económica, social y política del país . 

Respecto al Expediente N° 0051-2004-Am'C 
Con f'ccha 8 de méU"¡,O de 2005 , don Carlos Mesía Ramírez se apel'sona al presente 
proceso en calidad de apoderado del Congreso de la Repúhliea, en mérito a la 
Resolución N° 060-2004-2005-P/CR, para so licitar que se declare infundada la 
demanda de inconstitucionalidad promovida por el Ilustre Colegio de Abogados del 
Callao contra el artículo J de la I,ey N° 28389, sosteniendo que no contraviene la 
Constitución, directa ni indirectamente, parcial o totalmente, ni por el I(mdo o la 
l()!lna, de modo quc no se eonliguran las causales establecidas el1 el artículo 75 del 
Código Procesal Constitucional. 
1,: 1 demandado alega los siguientes I'undamenlos de hecho y de derecho : 

Que es ohsoleta la vexala queslio acerca de la existencia de normas 
inconstitucionales en el texto escrito de la Constitución, dado que los principios 
que rigen la interpretación constitucional obligan al intérprete a cefíirsc a ellos, a 
{in de encontrar el resultado constitucionalmente correcto por medio de un 
procedimiento racional, controlable, dehidamente fundamentado, que produ~ca 

~ 
certeza y seguridad jurídica. 
Que el propio Tribunal Constitucional es el que ha establecido los criterios que 

;
- hahilitan una rc{(mna constitucional y la revisión y perfeccionamiento del sistema 

de )o)cguridad social en pensiones. 
ue la inequidad entre e l régimell del Decrcto Ley N° 20530 Y otros regímenes 

pensionarios, e incluso al interior del primero, justifican la opción adoptada por la 
ley de rct()rma constitucional. Añade que ésta se condiee con los instrumentos de 
proleeción de los derechos humanos y con la doetrina del Tri hunal ( :onstitucional , 
puesto que se trata de una ley que tiene corno objeto el bienestar general dentro de 
una sociedad dernoerátiea, que no contradice el propósito y la razón de ser de los 
derechos económicos, sociales y culturales, 
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Que\ el desarrollo progresivo de los derechos sociales debe ser entendido c 
intcrnr~etado respe~to. de la pohl ~c ión en gcne ral , y no cn l"unció n de un wupo 
pequono de pens rorllstas, atendIendo, tal co mo lo hace el texto de rc!onna 
const it uc ional, a la eq uidad e interés socia l. 

1 

Que rara la seguridad social, las pens iones son pagos periúdi cos e indeterminados 
que se otorgan a los aliliados a un sis tema detenninado de protección, c uando se 
presentan las con tin genc ias que hahilitan su abo Tlo, las mismas que son otorgadas 
luego de cumplirse los requisitos que la ley cstableec, y que tenderán a variar dc 
acucrdo a su naturaleza: jubilación, ccsantía, sobrevivicntes (v iudc/'., or/andad y 
asccndientes). I': n esa medida, la Consti tuci ón, en su artículo 11 , se circunscribe a 
garantizar a toda rersona el librc acccso, en /()t"Ina progresiva, a la pensión , y a 
supervisar su dica'/' /'uncionamienlo como prestación de la seguridad soc ial. 
Que la teoría de los derechos adquiridos es insostenihle, pues supone e n e l 
ordenamiento jurídico la existencia de s ituac iones jurídicas inmunes a la ley () la 
presenci a de leyes que siguen vigentes aún después de habe r sido derogadas . 
Que cl ahorro presupuesta l que se orig ina eo n la aplicaeiún de topes progresi vos él 

las pensiones de acuerdo con la I,ey N° 2X449 y e l Decreto Su premo N° 016-2005-
1 'T, ri ge a partir del mes de enero de 2005 a favor de las pensiones menores a SI. 
800,00 y de los pensionis tas que hayan cumplido ú5 años de edad , alcanzándose el 
objetivo principal del sistema pensionario, cual es que todos tengan acceso a una 
pensión y que (~sta ascienda a un monto razonable, dado que la ex istenci a del 
sistema no se limita al derecho de los trabaj adores a ser pensionistas, si no también 
a la razonabilidad de l monto pe reihido. 

Respecto a los Expedientes 004-200S-PlrrC, 007-200S-PlrrC y N." 009-2005-
PIffC 

Con !Ccha 1.5 de abril de 200.5, don Car los Mesía Ramírez se apersollCl a l presente 
proceso e11 calidad de apoderado del Congreso de la República, en mérito de las 
Resoluciones N" 069-2004-2005 -P/C R y N° 07ó-2004-2005- P/C R, para so li citar que 
se declaren infundadas las demandas de ineol1st ituc ionalidad N° 004-200.5-PI/TC y N" 
007-2005 -PI/TC, presentadas por dos grupos de cinco mil ciudadanos contra los 
artículos 3 de la I,ey N° 2~n89 , y, ror conexión , contra la I,ey N" 28449, que estahleee 
las nueva reg las del régimen de pensiones de l Decreto Ley N° 20.530; as í como la 
demanda de inconstitueionalidad N° 009-200.5-PIITC presentada por e l Colegio de 
Abogados del Cusco co ntra la I,ey N° 28449, manilestando que dichas normas 
impugnadas no contravienen la Cons tituc ión , directa ni indirectamente, parc ial () 
totalmente, ni por el I()ndo o la !(mna; no con ligurándose las causales establecidas ell 
el artículo 75 del Códi go Procesal Constituc ional. 
1·:1 demandado aduce los siguientes lündamentos de hecho y de derecho: 

ue es obsoleta la vexata questio acerca de la existencia de nonnas 
inconstitucionales en el texto escrito de la Constitución, en la medida que los 
principios que rigcn la interpretac ión constitucional obligan al intérprete él ceñi rse 
a e ll os, a /in de encontrar e l resultado constitucionalmente correcto por medio de 
un procedimiento racional, controlable, dehidamente l"undarnentado, que produzca 
certeza y seguridadjuríd ica. 
Que la rcl(mna del régimen pellSionario del Decreto Ley N° 20.530 era necesaria 
por razones socia les, administrativas y fiscales, como se expone en e l proyecto de 
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v. 

ey de reforma y en el proyecto de ley que originó posteriormente la [,ey N° 2R449, 
cuyo objetivo es brindar una mayor equidad en e! pago de las pensiones . 
Lle la reforma tendrá un impacto significativo en la carrera púhliea, permitiendo 

iseña una política de remuneraciones moderna, transparente y dirigida a ({)mentar 
e buen desempeño de los trahajadores púhlicos, más aún si lodo incremento , 
illclusive e! destinado a objetivos concretos o vinculados directalllente a la , . 

condición laboral de un grupo de trahajadores, tiene electos inmediatos a (avor de 
los jubilados. I~n este sentido, las remuneraciones de los trahajadores públicos y las 
[iensiones de los jubilados deben temer un tratamiento independiente, con sus 
'ropias reglas, requisitos, t'ondos y proyecciones. 

Que el ahorro presupuestal que permitirá la aplicación de topes progresivos a las 
pensiones de acuerdo con la Ley N° 28449 y el Decreto Supremo N° 016-2005- 1':1:, 
rige a partir de! mes de enero de 2005 a t'avor de las pensiones menores a SI. 
800,00 y de los pensionistas que hayan cumplido 65 años de edad, alcam,ándose el 
objetivo principal del sistema pensionario, cual es que todos tengan acceso a una 
pensión y que ésta ascienda a un monto razonable, dado que la existencia de! 
sistema no se lirllita al derecho de los trabajadores a ser pensionistas sino que 
también se refiere a la razonabilidad del monto pcrcibido . 
Que la delinición de los límites matcriales dcl dcreeho a la seguridad social 
esgrimida por e! demandante es interesada; y que la ley de rc!órma constitucional 
no transgrede el principio de intangibilidad dc los fondos y reservas de la 
seguridad social, sino que puede verse favorecida con la disposición agregada 
corno segundo párrafó del artículo I I de la Constitución. 
Que en los diversos instrumentos internacionales rati (icados por el Perú referidos a 
la seguridad social , las disposiciones son centralmente programáticas, las cuales 
han sido respetadas escrupulosamente tanto por la rel'ormada Primera J}isposicióll 
Final y Transitoria, eomo por las normas posteriormente promulgadas. 
Que la teoría de los derechos adquiridos es insostenible, pues supone en e! 
ordenamiento jurídico la existencia de situaciones juridicas inmunes a la ley , o la 
llt'eSencia de leyes que siguen vigentes aún después de haber sido derogadas. Por lo 
tanto, plantear la vigencia del derecho a la nivelación aún después de la 
modi licación incorporada supone la asunción de una tesis que no sólo no tiene 
hase en e! texto constitucional, sino que colisiona f'rontalmente con la opción 
normativa adoptada, resultando, por ende, carente de sustento. 

MATERIAS CONSTITUCIONALES RF:LEV ANTES DE 
PRONUNCIAMIENTO 

Respecto a la Ley N° 28389, Ley de reforma constitucional 

• ¿Cuál es el ámbito de control de la constitucionalidad del Tribunal C01lstitueional 
respecto a la ley de refórma constitucional relacionada con el régimen pensionario? I':n 
conseCLlencta: 
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-1 lasta qué punto es competente este Coleg iado para controlar una ley de rc!'orma 
constitucional a la cual se encucntra sometido, al ser la Constitución nuestro 
parúmctro de actuación para resolver un proceso de inconstitueionalidad? 
¿,lk qué ['orma sc define el canon constitucional dc interpretación que será 
utilizado para resolver el presente proceso de inconst1tuc1onalidad'! 
¿,De qué rorma se dcline la independencia del Tribunal Constitucional a la hora de 
reso lver? 

¿Cómo se estahlece el examen de contro l de la constitucionalidad de la ley de reForma 
constitucional determinada por el poder constituyente derivado? Por lo tanto, 

¿Dc qué mancra se configuran los límites él la refórrna constitucional? 
¿,Se ha vulnerado, al momento de aprobar la ley, el procedimiento de rcf'orma 
constitucional exigido por la propia Constitución? 
¿!\ICcta la presente reforma los límites materiales que la dcterminan , [1or 
contravenir el contenido de los derechos fundamentales? 

- ¡':ntrando al {~lndo de la cuestión , ¿,cuál es el sentido social del derecho a la pensión'? 
Por tal razón, 

¿Cómo aparece reconocido el derecho a la pensión dentro de un I':stado social y 
democrático de derecho y dentro de una economía social de mercado? 
¿,Ik qué fOllna la scguridad social constituye una garantía institucional del derecho 
a la pcns ión? 
¿Cuál es e l criterio de justicia que debe ser observado como substrato del derecho 
a la pensión'! 

¿,Cómo sc con figura el dcrecho a la pensión'? Fn tal sentido: 
¿,Se deben ut ilizar en este derecho la categoría de derechos humanos, de derechos 
constitucionales o de derechos fundamentales? 
¿Cómo se concreti~a la titularidad del derecho fundamental a la pensión? 
¿Es compatible con su carácter de derecho ['undamcntal, la exigencia de la teoría 
de los dercchos adquiridos y la progresividad de su tratamiento? 
¿Cómo se analiza e l caráetcr patrimonial dcl dcrccho a la pensión? 

- ¿Es constituciollalmentc legítima la existcncia de ulla rcf<mna [1ensionaria como la 
rcal i '~ada? As í , 

¿,I':n qué sentido se ha respetado el contenido esencial de l derecho a la pensión en 
la rcf'ol1l1a constitucional? 
¿Cuál es la forma dc aplicación del test de ra'/.Onabilidad a la equidad pensionaria? 

~ Respecto a la Ley N° 28449 

p¡-¿QlI.C.~ consideracioncs generales se deben observar respecto a la resolución de un 
proceso dc inconstitucionalidad dc ulla ley? Por ello , corresponderá analizar lo 

A A siguiente: 
1// - ¿,Cuál es cl canon de interpretación constitucional quc debe ser utilizado para 
I cvaluar lit il1constitucionaliditd de In ley? 
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¿,Qué se entiende por la eonliguraeión legal del derecho l'undamental a la pensión'? 
Yxiste alguna inconstitueionalidad formal en el íter legislativo seguido? 

Res )eeLo a la inconstitucionalidad material, ¿son constitucionalmente válidas las 
nueras reglas pensionarias? I':n consecuencia, I 

/ 

• 

- ¿Cómo se aplican a los trabajadores vinculados al régimen pensionario del I )cercLo 
"ey N° 20530'1 
¿Resultan constitucionales la dcLerminación y los criterios de aplicación del monto 

áximo de las pensiones? 
¿Cómo se debe fijar la pensión mínima? 
¿Supera el test de ra'l.Onabi lidad que el reaj LIste pensionario uti I ice la edad como 
cri terio de di ('erellciación? 
¿!\recta el criterio de igualdad el distinto tratamiento entre hombres y mujeres con 
relación a la pensión de viudez? 
¿,Es constitucional la conliguraeión legal de la pensión de or/imdad? 

¿,fk qué manera este Colegiado establece la exigibilidad de la sentencia emitida? I':n 
consecuenCia, 

¿,Se encuentra sometida la Administración al cumplimiento y respeto de la 
Constitución? 
¿,llae ia dónde debe destinarse el ahorro presupuestario respecto a las pensiones? 
¿,l':n qué medida se pueden homologar los regímenes pensionarios? 

VI. FUNDAMENTOS RESPECTO A LA CONSTITUCIONALIDAO 

~ 

OE LA LEY N° 28389 QUE MODIFICA LOS ARTÍCULOS 11,103 
Y PRIMERA OISPOSICIÓN FINAL y TRANSITORIA DE LA 

CONSTITUCIÓN 

A. EL ÁMBITO DE CONTROL D~: LA CONSTITUCIONALIDAD 
RESPECTO A UNA LF~Y DE REFORMA CONSTITUCIONAL 

§l. LA COMPETENCIA PARA EXAMINAR UNA LEY QUE REFORMA 

LA CONSTITUCIÓN 

1. El pro cipio político de la soberanía popular y el Tribuna) Constitucional 

11
,:1 . tículo 45 de la Constitución establece que el poder del I ':stado emana del Ilueblo , lo 

al constituye la expresión política del principio de la soberanía popular, propio de todo 
I ':stado social y democrático de derecho con el que se identi lica la Nación, y a la cual este 
Co legiado dehe remitirse. 
Con relación al Tribunal Constitucional , se sostiene que la Constitución 
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.... \ "( ... ) no se limila a su s imple mención ni a la mera enumeración de sus 
funciones o de alguna competcncia aislada, corno puedc ser cl caso de los 
órganos o institucioncs ' constitucionalmentc relcvantcs' , s ino que determina s u 
composición, los órganos y método de designación de sus miembros, su status 
institucional y su sistema de compctencias, o, lo que es lo mismo, recibe ipso 
iure de la Constitución todos los atributos fundamentales de su condición y 
posición de órganos" l. 

I ':n tal medida, este Colegiado ha establecido, como parte del f"undamento 2 de la 
Sentencia emitida en el I':x pcdicnte N° 014-2003-AI/TC, Caso Alberto norea Odría, sobre 
la Inconstitucionalidad de la Constitución Política de 1993, quc 

"(oo.) la Constitución, así , termina convirtiéndose en el lundamento de valide'/. 
de todo el ordenamicnto instituido por ella. Dc manera que una vez que clltra 
en vige ncia, cualquicr producción norm ativa dc los podcres públicos e , 
inclusivc, los actos y comportamientos de los particulares , deben g uardarle 
lealtad y fidelidad. Ciertamente, no se trata sólo de una adhesión y apoyo que 
pueda ser medido o evaluado en el plano de la moral o la ética, sino tamhién de 
una exigcneia de coherencia y eonfólmidad de la que es posible ext raer 
consecuencias jurídicas". 

contexto, en toda institución pública, quicnes ejel"/an el poder dchcn cstar 
sometidos a la eX¡1fesión popular propia de un régimen dcmoerático que se cncuentra 
consagrada en el texto constitucional. Así , se 

" (oo.) establece también corno instrumento máximo de garanLía un Tribunal 
Constitucional , cuya misión , a la postre, no es otra que la de impedir (jue 
ningún poder constituido pueda ir en contra de la voluntad soberana del pueblo, 
actuada y expresada, como poder constituyente, en la propia Constitución"?. 

2. I~) principio jurídico de la soberanía constitucional y el Tribunal Constitucional 
I':n el mismo artículo 4S de la Constitución, refiriéndose al poder, se prescribe que 

"(oo.) quienes lo ejercen lo hacen con las limitaciones y responsabilidades que 
la COllstitueión y las leyes establecen". 

I ~ n tal sentido , es indudable que este Colegiado se encuentra plenamente sometido a la 
eficacia y fuefi'.a normati va de la Constitución. I ':ste es, justamente, e l princi pío .i uríd ieo de 
la soberanía constitucional. 
Es más, por de linición , la aetividad del Tribunal Constitucional es tutelar la 
constitucionalidad de los actos y las normas en un I':stado social y democrático de 
derecho. Por lo tanto, tal como lo señala el artículo t de su propia I ,cy Orgctnica, [ ,ey N° 
2830 1, este Colegiado 

"(oo.) se encuentra sometido sólo a la Constitución y a su I ,ey Orgánica". 
De ello se desprende que, al ser un órgano primordial en la configuración y vi gencia del 
I ':stado social y democrático de derecho, el Tribunal Constitucional debe propiciar en Ull 

máximo sentido que la Constitución sea cumplida en toda su plenitud y dim ens ión . 

GARCiA PElAYO, ManueL El 'status' del Tribuna l ConstitucionaL En. Revista Española de Derecho 
ConstitucionaL Madrid, vol. 1, W 1 (ene .-abr. 1981), pp . 13-·14. 
Oc VeGA, redro. L1 reforma constitucionéll y 13 rrohl01T1átic8 dnl ror!ar r:onstituy0nta Mndrid , 
Tecnos , 1985. p. 53. 
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..0sí, y a rropósito de un proceso de ineonstitueionalidad , en el l'undamento 3 de la 
/ S~nteneia recaída en el ¡':xpediente N° OOOI-2002-/\I/TC, Caso de la Municipalidad 
Pr~ vincial de Iluaura, sobre Ineonstitucionalidad de Ordenan'¡,a, este Colegiado a tinnú 
quo¡ en todo proceso sometido a su competencia se debe reconocer que 

"( .. . ) la Constitución ( .. ,) actúa corno parámetro , en la medida que cs la ¡,ex 
¡,egum", 

I ~ ntonces, debe definirse si este Colegiado se encuentra capacitado para anal izar, e n una 
demanda de ineonstitueionalidad, una ley de rel'orma constitucional, como lo es la I,ey N° 
2XJ8IJ, I':s más, no se puede desconocer el hecho de que el contenido de esta ley de 
rel'orma, por haber curnrlido el íter legislativo de su aprobación -do ble votaciún cali li cada 
en e! Congreso-, se ha integ rado a la propia Norma Fundamental. Se deben revisar las 
posiciones al respecto , 

. La discutible consideración del control de la reforma constitucional como 'cuestión 
política no justiciable' 
Se ha considerado la posibilidad de excluir expresamente al Tribunal de cua lquier acto de 
modificación constitucional, porque se as ignada a éste la condición de cuestión política 
no justiciable, Se arguye que, al no estar prevista expresamente en el artículo 200, inciso 4 
de la Constitución la ley de rcfórma constitucional, no podría ararecer co rno objeto de 
irnrugnac ión a través de un proceso dc inconstitucionalidad, terna sob re e l cual sc volverá 
in/m, 
I ~s tc Colegiado ya se ha reJCrido a las po!itica! questiof/s, sefi a la lldo , corno par te de l 
I'undarnento 11 de la Sentencia emitida en el I':xpedicnte N° 140-98-/\/\/'I'C, Caso 
Gu il lermo Rey Tcrry, sobre /\feetación al Debido Proceso en ])estitución rOl' e! Congrcso , 

" ( .. ,) que tal potestad no es ilimitada o absolutamente discrec ional , si no que sc 
encuentra sometida a ciertos parámetros; uno de ellos y quizás cl principal , e! 
de su ejercicio eon!()rme al principio de razonabilidad", 

S in embargo, en el presente proceso, tal corno se analizará a continuación , cs rcrtinentc 
que el Tribunal Constitucional, como principal garante de la Constitución, vcle porque la 
Norma Suprema no sea en sí misma vulnerada a través de normas modificatorias que 
puedan atentar tanto contra los principios jurídicos y valores democráticos bás icos sobre 
los cuales se sustenta, como contra los procedimientos establecidos para una rc!(mna 
constitucional. Por lo tanto , este Colegiado debe esclarecer si la norma impugnada atenta, 

~ o no , contra los 'contenidos fundamentales' y los procedimientos de rcronna previstos en 
lJ! la propia Constitución , 

I 

~ 
4. El parámetro que se utilizará en las presentes demandas de inconstitucionalidad 

Si bien, primafacie, se ha determinado la competencia de cste Colegiado rara anal i';:a r las 
demandas de ineonstitucionalidad de una ley de rcrorma constitucional , es cOllven ien tc 
precisar cuál se rá su parámetro exaeto de actuació1I, 
J ,a controversia se suscita porque, de un lado , la Co nstitución cs e l parámetro búsico dc 

j/
aetuaC ión de! Tribunal Constitucional , y, por otro, se sol icita que se anal ice la va lidez dc 

.' la rcronllada Constituc ión, I':s dccir, quc este Colegiado podría llegar a examinar, como 
parte de su eornpetencia implícita, su propio marco constitucional de control. I ,a 
determinación de ta l parámetro es esencial para que se pueda asumir la atribuciún de 
exami nar una ley de rc!(H'I11a constitucional, como lo es la I ,ey N° 283X9, 
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I':s conveniente recalcar que tal actuación es componcnte elemental dc la legitimidad con (/1C se cuenta en sede constitucional. Sin embargo, el Tribunal Constitucional puede 
a aliJl,ar la constitucionalidad de un a norrna de rcfórma de la C01lstitución siemp,.,c. y 

, e ando atCctc el 'contenido f'undamenta l' de su configuración normativa, en tanto Norrna 
I S prema política y jurídica del I·~stado . Para determinar este núcleo, es imprescindible 
. I re jllitirnos a los parámetros que la propia rcl'omla constitucional asume como parte de su 

i or}knación constitucional. 
I ~~ to quiere decir que si a través de una ley de refonna constitucional se vulnera la esencia 
misma de la Constitución, y siendo el Tribunal Constitucional, tal como lo señala 
explíci tamente e l artículo 201 de la propia Constitución , el órgano de contro l de la 
Constitución, se encuentra legitimado para intervenir excepcionalmente como un ente 
70mpctcntc para anali zar la norma constitucional impugnada, pero única y exc lusivamente 

/sobre la base del 'contenido f'undarnen tal' protegido implícitamente en la Constitución. 

I La determinación de competencia 
I':stc Colegiado es competen te para analiJl,ar las rcl'orrnas constitucionales impugnadas por 
las demandas que eventualmen te podrían atCctar el ' contenido f'undarnelltal ' - tamhién 
denominado ' fórmula política '- de la Constitución, sohre todo en su ámbito social y, en 
especial , e l pens ionari o . Para tal etCcto, en el desarrollo de esta sen tencia será 
imprescindible determinar tal ' contenido fündamenta l' y establecer, previamente, cuáles 
son los límites materiales y f'ormal es que existen respecto a una rcl'onna constitucional. 
El marco adecuado que brinda la Constitución al Tribunal Constitucional permite scrlalar' 
que este proceso vital dell\stado, como un todo , 

"(,oo) en cuanto duradera renovación y progreso de la voluntad comunitaria 
estatal corno unidad vital y real, es regulado por la Constituc ión"J. 

Por lo tanto, será imprescindible analizar los límites materiales y f()lmal es a los cuales se 
sorncLe el Congreso nacional para realizar una ley modi licaLoría de la Constitución, rnás 
aún s i en el fundamento 62 de la Sentencia emitida en e l ¡':xped iente N° () 14--2002-;\ I/TC, 
Caso Colegio de Abogados de l Cuseo, sobre la Ley de Rdórma Total de la Constitución , 
este Colegiado prec isó que 

"(oo.) en caso que los poderes constituidos pretendieran distorsionar el marco de 
las atribuciones que les ha con lcrido la Constitución, estarían desconociendo la 
voluntad del poder creador e invadiendo competencias que, por pri ncipio , se 

J:/

1 
I encuentran totalmente vedadas . Consecuentemente, que el Poder Co nstituyentc 

t!I no pueda ser desconocido por los poderes constituidos, depende, en buena 
med ida, de que la Constitución haya establecido sohre aquéllos un sistema de 
limitaciones explícitas en su ejercicio y un adecuado sistema de contro l que 
asegure el cumplimiento de tales límites" . 

I;n consecuenci a, el Tribunal Constitucional, como in té rprete supremo de la Constituc ión, 

11 en tanto vocero del pode r constituyente, es e l titular leg itimado para ejercer el control 
jurídico del poder constituido, Por tal raJl'ón , este Colegiado es el órgano competente para 
analizar la constitucionalidad de la ley de rcl'onna constitucional del régimen pensionario 
previsto en e l Decreto Ley N° 20SJO. 

3 
LUCAS VmoLJ, Pablo . El sentimiento constitucional (Aproximación 31 p.s tudio cJ01 sen tir 
constitucional como modo de in tegración po lítica), Madrid. I~e us, 1985 p, 206. 
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I §2. EL CANON DE INTERPRETACIÓN CONSTITUCIONAL 

6. El análisis de la presunción de constitucionalidad de las leyes 
Ikt~rrn i nada la competencia de este Tribunal para resolver la presente causa, se mantiene 
aún la di!icultad de establccer con rreeisión cuál ~s el parámetro que scrvirá para declarar 
inconstitucional, o no, la I ,ey N° 28389. 
Si, ~egún el artículo 109 de la Constitución , 

/ "( ... ) la leyes obligatoria desde el d ía siguientc de su publicación en ~I diario 
/ oficial", 
's posihl~ LJuc el principio d~ la presunci('m dc constituc ionalidad de las leyes aprobadas 
por e l Congreso de la Repúhlica pueda I'undarnentarse , siemprc y cuando hayan sido 
~xpedidas por un órgano democrático y de acuerdo al procedirnicn to ~s tablccido, en tanto 
expres ión dirc~ta del principio políti~o de soheranía popular y del princ ipio jurídico de la 
soberanía constitucional antes enulleiados. 
1 ':sta presunción cuenta con un grado superior o reforzado de legitimidad en caso LJue la 
ley aprobada sea un a de rcfOlma const itucional, siempre que hubiese sido dictada por el 
poder constituyente insti tuido del que goza el Congreso nacional , en estl; caso a través del 
poder de reforma constitucional establecido en el a rtículo 206 de la Constitución. 

7. La presentación de una disyuntiva sobre la norma constitucional que debe utilizarse 
1 ':n la Audienc ia sohre el presente caso llevada a cabo c l día 3 de mayo d~1 200:5 , las partes 
asurni~ron posicion~s encont radas a l respecto, no llegándose a de!inir con c laridad si las 
demandas planteadas deben anali zarse a la lu/. de las normas constituc ionales ahora 
vigentes -o sea, ya rcformadas-, o si , por el contrario , corresponde el examen a parti r de 
las normas en vigor hasta antes de la re!()ftl1a. 
Una disyuntiva como ésta fue de cierta !()!"Tna superada por est~ Colegiado en dos 
sentencias anteriores. I':n prirner lugar, como partc del !undamento 3 de la Sentencia N° 
005-96- [/I'C, s~ precisó que 

"( .. . ) para declarar la ineol1stitucionalidad de una norma legal , cs nccesario que 
en la Constitución exista una disposición que la contravenga en rorma precisa y 
no a base de interpretaci011es o deducciones controvertibles". 

I': n segundo lugar, en el Fundamenlo 22 de la Sentencia r~caída cn el I ':xpcdient~ N° 01 4-
2003 -A[/I'C , es tab leció que si se anal izase la constitucionalidad de la rcl'olma sobre la 
base de la norma justamente ya re!(mnada, el parámetro 

"( .. . ) no podría ser otro que los pro pios criterios subjetivos de quienes 
integramos este Co legiado. Al no cneontrarse preestablecidos dichos crite rios , 
es dec ir, a l no mostrarse objetivados, sino dependcr de lo que, a nuestro .iuicio, q pueda ser lo bueno o lo malo para el pa ís, la imposición de una decisión al 
respecto nos d~volvcría en un solo acto a un pasado oprobioso , propio del 
I':stado absolutista, en el LJLle la .iusticia se ' administraba' 110 sobre la base de 
una ley, sino con!orme a los caprichos del monarca. Sólo quc en esta 
oportunidad cl monarca no scría un individuo lel reyl , sino 7 person as, las que 
precisamente rormamos parte de este Tribunal ". 

8. El marco constitucional del presente proceso de inconstitucionalidad 
Este Co legiado cons idera que la presunción de constitucional idad de las leyes debe ser 
respetada plenamente en un I ':s1<ldo social y democrático de derecho. Por ello, estima que 
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no se p~ede incUlTir en la contradicción jurídica de utilizar como parámetro de 
constitucionalidad una normainexistentc, pues, si así fuesc, sc contravendría cl artículo 45 
de la Constitución. I,a utili/.ación de normas inexistcntes le conf'crirían a éstas un carácter 
ultractivo. Por lo tanto, cs absolutamentc inconstitucional pretender utili ·l.ar como marco 
jurídico, en el presente proceso, el artículo 103 y la Primera Disposición ¡:¡nal y 
Transitoria rel()l"Il1ados. 
\)e otro lado, tampoco podrían aplicarse las nuevas disposiciones constitucionales, por ser 

cisamente materia de impugnación constitucional. Sin embargo, estas normas 
c( n,' itucionalcs g{)'l.an de una presunción rd(¡rzada de legitimidad constitucional , hecho 

no obsta su presunción iuris tanlum . Por ello , este Tribunal circunscribirá el examen 
e la legitimidad de dicha rel()rma constitucional al parámetro del ' contenido 

l'undamental' de la Constitución. 
I ~ sto signi rica que, en principio, lo razonable sería pronunciarse respecto a las demandas 
de inconstitueionalidad dc la I,ey N° 28389 sobre la base de las norrnas no sujetas a 
controversia constitucional, y siempre referidas al derecho a la pensión , pues sólo así sc 
podrá dctenninar si el procedimiento de relánna constitucional fue llevado a caho con 
lealtad constitucional. Por ello, deberá examinarse dicha ley a la lu/. del contenido 
l'undamental de la Constitución, diliriendo provisionalmente la utili/.ación de las normas 
i m pugnadas . 

El precedente jurisprudencial y la Constitución 
I':s conveniente detcrminar, vistos los argumentos de los demandantes, si estc Colegiado 
,'e encuentra vinculado en su actuación a las sentencias emitidas cuando estaban vigentes 
las normas constitucionales modificadas. I':s decir, si se encuentra condicionado por la 
jurisprudcncia dictada cuando regía la Primera Disposición Final y Transi toria de la 
Constitución, que consagraba un régimen dc derechos adquiridos para los pensionistas de 
los Dccrctos I ,eyes N° 19990 Y N° 20530. 
Como bien se acaba dc mencionar, rara resolver la prcsente controvcrsia constitucional 
sólo se rodrán usar las normas quc no cstán sujctas a escrutinio juri sdiccional , y s icmpre 
que sc pudiera haber producido una grave y clara violación al ' contcnido l'undamcntal' dc 
la Constitución. Por ello, la interpretación reali ·l.ada por estc Trihunal respccto a las 
normas que sí estún sujetas a control sólo pucdcn ser consideradas corno válidas 
relativamentc, lo cual condiciona la inexistcncia de cosa juzgada rcspccto i:'t su 
jurisprudcncia (Vid· , fundamenLo // ó) . 
Si bien , corno scfíala cl artículo 82 del Código Proccsal Constitucional, 

"( ... ) las scntcncias de l Tribunal Constitucional en los procesos de 
inconstitucionalidad ( ... ) que qucdcn lirrncs tienen autoridad dc cosa jU·l.gada, 
rOl" lo que vinculan a todos los poderes públicos", 

no podrá ser considcrado corno válido que cstc Colegiado se supedite a su jurisprudencia 
cuando cl parámetro normativo constitucional que los demandantcs invocan para resolver 
sus demandas ya ha sido modificado. 
I ':n aras dc mayor claridad, debe eomprendcrse qué si gni fica un proccso dc 
inconstitucionalidad. Según el Código Proccsal Constitucional, en su artículo 75 , éstc 
tienc corno objeto 

"( ... ) la dcrcnsa de la Constitución {"rente aint"racciones contra su jerarquía 
normati va" . 
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t
I IQ~'da claro, cntonccs, quc cstc Colegiado no se encuentra sometido a las scntencias 
/ cm tidas cuando regían las nor'mas constituci01lales ahora modi licadas, pues el sen1 ido dc 

la '·erarquía normativa ' dc la Constitución ya ha variado . Lsto no si gnilica que las 
sentfncias expedidas en cl anterior contexto normativo constitucional en materia 
pcnsionaria quedan sin erecto, por cuanto fueron cxpedidas válidamentc. 

I 
I 

§3. LA INOEPENIlENcrA DEL TRLBUNAL CONSTITUCIONAL 

10. La actuación del Tribunal Constitucional frente a un proceso de ¡nconstitucionalidad 
Cuando se resuelve un proceso de inconstitucionalidad, no puede soslayarse su naturaleza 
dual , dado su carácter abstracto -u objctivo-, por ser un proccso de puro derecho, y 

' concreto -o subjetivo- , por las consccucncias cconómicas y sociales quc producen sus 
sentencias. 
I ':n tal contcxto, cs te Colcgiado valora subjetivamente la constitucionalidad de actos 
concretos -relat ivos a la situac ión del sis tema pensionario-, pues tal va loración se impone 
eomo un canon interpretativo de la Constitución; o, lo que es lo mismo, asume una 
'Función de valoración' para la resolución dc la controvcrsia constitucional. 
Asimismo, en un sentido objetivo, el control de constitucionalidad debe ejercerse según 
los valores y principios consagrados constitucionalmente, es decir, como bien este 
Tribunal lo señalara en el fundamento 2 de la Sentencia emitida en el l ': xpediente N° {)()2-
2005- Pf/TC, Caso Miguel Angel Murarech Nerny, sobre lnconstitucionalidad de I>ey de 
Instalación de Planta de Gas Natural , el escrutinio que realiza 

"( ... ) no se reduce, únicamente, a un mero examen de la ley , sino que se orienta 
a hacer respetar la unidad o núcleo constitucional. I ':sto es, promoviendo la 
superación de las situaciones rea les conflictivas de los diversos intereses que 
coexisten en el marco del I ':stado Constituc ional de Derecho, a 11n de otorgar 
una razonable aplicación de las normas constitucionales". 

11. El Tribunal Constitucional como órgano de control jurídico y político 
.. 1 1.:1 Tribunal Constitucional , dada su condición de supremo intérprcte de la Norma 

I·"tmdamental, sustenta la valide·/' lúncional de su actuación justamente en la naturale:l.a de 
la Constitución. 
I ksde el punto de vis ta estructural y lúneional , la Constitución es la norma que 
lúndamenta el sistema jurídico y político democrático. I~ll tal sentido, se ha enlatizado que 

/ "( ... ) el I)er~ch() público no tiene abso lutamente otro objeto que lo político,,4. 

I 
)c esta l'onna, se está proclamando la dualidad jurídico política de la Nonna Suprema. 

Por lo tanto, la Constitución no so lamente es una norma de rasgo eminentemente jurídico, 
SLnO que el fortalecimiento del régimen democrático irá condicionando su validez y 
clicacia. 

h/ l ~s así como este Colegiado debe resolver las controversias , sobre todo las referidas a 
0/ inconstitucionalidad; asumiendo su carácter político y jurídico, pero sobre un marco 

4 

interpretativo estrictamente normativo , procurando resolver ctlestiones sociales y asuntos 
públicos subyacen tes en el sentido de la propia Constitución. 

TRIEPEL, Heinrich. Derecho público y política. Madrid, Cívitas, 1986. 1 a reimpr. p. 42 . 
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12. La independencia funcional de los magistrados 

/' 

Por otro lado, como imperativa asunción de una exigencia de correcta administración de 
justicia, dcbc precisarse que el artículo 14 de la Ley Orgánica del Tribunal Constitucional 
señala que: 

"Los Magistrados del Trihunal Constitucional no estún sujetos a mandato 
imperativo ni recihcn instrucciones de ninguna autoridau . (~O'/,an de 
invio lahilidad. No respondcn ror los votos u opiniones emitidas en el ejercicio 

\ de su cargo", 
lo cu~ no com porta el desconocimiento de los legítimos intereses y las direceioncs 
idcológicas existentes, siempre, claro está, que no subordinen su actuación jurisdiccional. 

13. Los medios de comunicación y Tribunal Constitucional 

n 
\ I 

\L­
I 

El Tribunal Constitucional valora el importante rol que cumple la prensa libre en el propio 
resguardo de la administración de lajustieia constitucional. 
Sin embargo, ante las versiones periodísticas que han puesto en duda la actuación 
independiente y honesta de algunos magistrados de este Colegiado que son titulares del 
régimen rellsionario del Decreto Ley N° 20530, así como tras la difusión inexacta y no 
siempre ponderada rcspecto al avance de los dehates suscitados a raí/, de esta sentencia, 
corresponde al Tr ibunal Constitucional delnandar una mayor responsahilidad a los medios 

t 
li 

de comunicación social a lin de que realmcnte cumplan con la runción cncomendada por 
la Constitución en su artículo 6: 

"( ... ) los medios de comunicación social dehen colahorar con el l':stado en la 
/ educación y en la fonnación moral y cu ltural ". 

" invoca, pues, la prudcncia infonnativa, lo que evidcntemente !lO comporta que 
pongan su labor de investigación, tan necesaria, sino simplemente que lo sea respetando 

, j ud icatura, el sistema dC1l1ocrútico y a los peruanos cn general. 

B. EL CONTROL DE CONSTITUCIONALIDAO I)OR LA 
FORMA Y POR EL FONDO 

§l. LA NECESIDAD DE ESTABLECER LíMITES CONSTITUCIONALES 

A LA LEY DE REFORMA CONSTITUCIONAL 

14. Según los demandantcs, debe examinarse la ley de reforma constitucional 
(,os demandantes sostiencn que el Trihunal Constituc ional dehe reali/,ar e l examen parcial 
de la ley de refonna constitucional, pues consideran que, 

"( ... ) de no scr así, resultaría mcramente te(¡rico y académicamente rico, pero 
vano y supe rlluo en la práctica, establecer la exigencia de límites al poder de 
rcf'olllla constitucional para señalar a ren g lón seguido que en caso el órgano 
competente para la reforma los supere y exceda, alterando el contenido esencial 
de la Constitución, no es posihlc con trolar dichos excesos por ser una c uestión 
política ajena al cotltrol constitucional, y por lo tanto, no existir un órgano y un 
rroccso autori;:ados para impedir y rcprimir dicha rel<.mna". De esta I<mna, "es 
evidente que e l poder re !'mm ador (cO!lSI i tuyen I e dcri vado) d(;l CO!lGreso () 
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Parlamento es insuficiente para producir una reforma que afecte, de cualquier 
manera, las decisiones políticas fundamentales, los principios y los valores 
superiores de la Constitución, entre los cuales se encuentran los derechos 
fundamentales que ésta reconoce y garantiza"s. 

15. Según el demandado, la ley de reforma se ha hecho al amparo de decisiones del 
Tribunal Constitucional 
El demandado ha señalado como motivación de la reforma constitucional que, 

"( ... ) resulta un imposible jurídico declarar inconstitucional una reforma 
constitucional que tiene como objetivo cumplir con todas las previsiones, 
reflexiones, recomendaciones e interpretaciones que de la Constitución ha 
hecho el Tribunal Constitucional en materia de régimen pensionario,,6. 

16. El reconocimiento de la necesidad de cambios constitucionales 
Independientemente de los argumentos de ambas partes, corresponde analizar cómo se 
configura la competencia de este Colegiado para revisar una ley de reforma 
constitucional, determinando básicamente los parámetros que el Congreso tiene para 
dictarla. 
Las Constituciones modernas se fundan en un conjunto de principios y de reglas cuyos 
contenidos delimitan, con mayor o menor precisión, el marco en el que se debe resolver 
cualquier tipo de controversias relativas a los límites a los derechos fundamentales. Es por 
ello que se requiere, por definición, de un elevado grado de estabilidad y previsibilidad 
jurídica para permitir que las sociedades puedan alcanzar sus objetivos más valiosos, entre 
los que se cuenta el de organizar la convivencia humana de un modo adecuado y eficiente. 
Sin embargo, estabilidad y previsibilidad no significan permanencia estática, sino una 
continua adaptación a los cambios sociales. Por eso, se considera que la Constitución 
posee un carácter de ductibilidad. 
Es necesario señalar que cualquier modificación constitucional, con independencia de cuál 
sea su contenido, su orientación o su especificidad, supone necesariamente una alteración 
del equilibrio anteriormente vigente y, de un modo especial , de aquel que regula la tensión 
perma e entre las tres partes principales de toda Constitución: el estatuto de las 

des, el statuto del poder y el estatuto del control. 
El} supone ue tal aliteración debe corresponder al sentir constitucional, y a sus valores 
e tatuidos, pues, 

"( ... ) toda reforma constitucional pone de manifiesto cómo unas necesidades 
objetivas, real o supuestamente inevitables, se valoran más que la realidad 
normativa vigente ( ... ) si tales modificaciones se acumulan en poco tiempo, la 
consecuencia inevitable será el resquebrajamiento de la confianza en la 
inviolabilidad de la Constitución y el debilitamiento de su fuerza normativa,,7. 

Esta modificación de los contenidos constitucionales está permitida originariamente por el 
propio texto del artículo 206 de la Constitución, lo cual significa que la modificación debe 
efectuarse sobre la base de las circunstancias históricas correspondientes. 

anda de inconstitucionalidad W 007-2005-PIITC, pp. 78-91 . 
ontestación a la demanda de inconstitucionalidad W 0051-2004-PI , p. 4, reiterada en la 

contestación de las demandas N° 004-2005-PI , 007-2005-PI Y 009-2005-PI. 
HESSE, Konrad. Escritos de derecho constitucional, Madrid, Centro de Estudios Constitucionales, 
1983. p. 74. 
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17. El Poder Constituyente y el Tribunal Constitucional 
El Poder Constituye nte o riginario, po r ser previo y sin control jurídico, tiene la capacidad 
dc realizar transmutaciones al texto constitucional, ya que este órgano represcntativo es el 
encargado de 'crear' la Constituc ión. 1·:110 es así porque aparece como una entidad única, 
extrao rdi nar ia e il imitada 1'0 rm a l mente. 
1\1 respecto, debe precisarse cuál es la relación entre el Tribunal Constitucional y el Poder 
Constituyente originario. Cuando resuelve un proceso, y al haberse reconocido en el 
artículo 1 de la l ,ey O rgánica del ,\'ribunal Constitucional, que 

"( ... ) es el órgano supremo de interprctación y control de la 
consti tucional idad", 

en c l 1()T1do se es tá admitiendo que este Colegiado, actuando con lealtad constitucional y 
jurídica, es el intérprete de la voluntad del poder originario , atendiendo a que su fin es 
darle un sen ti do vivo, dúctil y omnieomprensivo a la Constitución. Pero debe quedar 
c la ro, especia lmente para esta sentencia, que esto no quiere decir que el Tribunal 
Constitucional sea e l Poder Constituyente; simplemente se convierte, por así decirlo, en su 
'vocero' . 

J 8. La r~forma constitucional asignada al Congreso de la República 
1·:1 If<)der Constituycnte se ha autolirnitado en la actual Constitución -artículo 206- a través 
dd pode r de rev is ión constitucional , lo que hace posible la existencia de una rcl'orllla 
c(;nstitucional, siempre y cuando se siga lo I<mnal y materialmente establecido. 

,(l existencia de un poder constituyente derivado implica la competencia del CongTeso 
ara rd'o rmar preceptos no esenciales de la Constitución, con Ii.mne a lo previsto en su 

mismo texto. Por e llo , se caracteriza por ser limitado jurídicamente y posterior. 
/\ 1 respecto , este Tribunal ha sido claro en manilcstar, en el lúndamento R4 de la 
Sentencia del 1 ':xpediente N° () 14-2002-/\ IITC, que 

"( ... ) e l artículo 206 0 de la Constitución regula el poder de re lónna de la 
Constitución, condicionando su ejercicio a la observancia de su procedirniento. 
1\ saber, que ésta deba ser aprobada por el Congreso con la mayoría absoluta 
del número legal de sus miembros y, posteriormente, se someta a rel'créndum". 

De esta manera se reconoce que la titularidad del poder constituyente derivado o instituido 
corresponde a l órgano de l poder público que, de acucrdo con las normas constitucionales 
p reex istentes, tenga competencia para introducir modificaciones no sustanciales en la 
Constitución, como es e l Congreso de la República. 
Tal como lo ha señalado este Colegiado en el fundamento 7 de la Resolución de 
I\dm isi -lidad de los I ':xpedientcs N° OOSO-2004-PI/TC, OOSI -2004-prITC, 0004-2005-
PIITC y 0007-200S-PI/TC (acumulados) , 

" ( ... ) las leyes de rclúrma constitucional tienen la capacidad de incorporarse e 
innovar la Constitución (parúllletro y no objeto de control en un proceso de 
i nconsti tuciollal idad)". 

Teniendo como base e llo, sc ha señalado que 

k 
"( ... ) la rig idc/', proporciona una estabilidad realizada en primera línea mediante 
la permanencia lórmal de las normas, en cuanto que los límites propician una 

, I 



r:::~ 

~ ' , ', . 
f¡ 

~"'7:::'~';"~--\--;¡ :;~;¡;: . :),q 
: . ..... ~-.... -.. _~, ~. {l 

: St~ 
30 

TRIBUNAL CONSTITUCIONAL 

estahilidad relacionada principalmente con la permanencia de determinados 
contcnidos y con la continuidad del ordcn eonstitucional"x, 

~:ntonces, debe quedar claro que el Congreso tiene limites para modificar el conten ido de 
,,~ Constitución. Su actuación tiene una rrontera. I,a delimitación de su competencia 
legislativa será revisada por este Colegiado. 

19. La urgencia de reforma constitucional del régimen pensionario 
1\1 respecto , cstc Colegiado, cn el fundamcnto 2S de la Sentcneia emitida cn cl I':xpediellte 
N° O 14-2003-/\ l/Te, ha expresado que 

"( ... ) al Congrcso de la Repúhlica, cuya autoridad ha sido delegada por e l 
Pueb lo como fuente originaria del poder, le corresponde ine ludihlementc y en 
el rlazo más breve, la responsahilidad de telminar de consolidar de manera 
defini ti va el proceso de reinstitucionalización democrática. Y delltro de é l, la 
decisión de optar políticamente por el marco constitucional más conveniente, 
deviene cn prioritaria e insoslayable" . 

Por 10 tanto, corresponde quc el Congreso efectúe las rcl'ormas constitucionales de un 
verdadero I ':stado social y democrático de derecho, salvando de esta manera las 
dificu ltades quc en su fcmnulaeión dictatorial de 199:lllegó a tener. 
Ln cl caso específico dcl tcma pensionario, también este Colegiado ha sostenido, C011l0 

parte del f'undamento 14 de la Sentcncia recaída en el I':xpedielllc N° 002 -2003 -/\ l/Te, 
Caso Cinco mil ciudadanos, sobre la Constitucionalidad de la J ,ey N° 27ú 17, relerida a 
Reestruc turación del Sistema Nacional de Pensiones, que 

"( ... ) ciertamente, dentro de las funciones de este Trihunal no está la 
competencia para dictar las medidas legislativas que permitan que el régimen 
pens ionario establecido a favor de un sedor de pensionistas y f"uturos 
pens ionistas se adecue a 'imperativos de equidad social', como lo ha sostenido 
la Corte Interamericana de Derechos Ilumanos, ni tampoco la de realizar las 
refcmnas que se consideren más convenientes . Si el empla/,ado considera quc el 
régimen constitucional de los Deerdos Leyes N. oS 19990 y 20530 no es el que 
más se adecue a esos imperativos o a los que la economía nacional pueda 
mantener, siempre queda, como última posibilidad, que dicho régimen 
constitucional sea modificado o suprimido. /\1 fin y al caho, con el ohjeto de 
evitar que ulla generación rueda condicionar el f"uturo de las sucesivas, la 
Constitución ha instituido la {"unción de la rcl'orma constitucional. Tal 
posihilidad y la oportunidad de su ejercicio, sin emhargo, no es un asunto que 
se encuent re dentro de las competencias de este Tribunal -como ya se ha 
expresado en la STC N° O I 89-2002-/\/\/TC, I"undarnento N° 20-, sino en las 
de l órgano al quc se ha investido de tal función , a través del procedimiellto 
preceptuado en el artículo 20(¡ de la Constitución" , 

" )hre este particular, también la DelCnsoría dd Puehlo ha mani ICstado que 
"( ... ) resulta indispensable efectuar una refórrna integral en el ordenamiento 
pensionario del país con el objeto de asegurar su viabilidad y garantizar que los 

Il JUST DA COSTA E SILVA, Gustavo. Os Limites dn Reforma Constitucional. Río de ,Janeiro - Sao 
Pau lo, Renovar, 2000. p 69. 



\ 
l. 
\ 
1\ 

"'-->< .~-~ : •• ~_. :-i 
1 

.. -............ ': 

31 

TRIBUNAL CONSTITUCIONAL 

afi li ados ten gan la oportunidad de acccder a pensiones que les garantice niveles 
de vida acordes con su dignidad humana"\). 

I ':ntonces, lo que debe determinarse a continuación es si la Ley N° 28389 -y también la N° 
28449, como se anali zará i~fra- que modifica el rég imen pensionario , tienen incidellcia 
directa en la 'equidad social' y no han sobrepasado los límites de una rcl'onna 
consti tucional desarrollada adecuadamente. 

io. FJ control de los cambios constitucionales 
\ Correspomlc, entonces, evaluar los alcances de la competencia de este Coleg iado para 
ejercer el control de constitucionalidad sobre la ley de rclórrna constitucional , acotando 
que se encuentra habilitado, por el artículo 200, inciso 4 de la Constitución , para ejercer el 
contro l constitucional de la ley sin distinción alguna. Tal dispositivo debe ser interpretado 
co rreetamente de manera extensiva, a diferencia de 10 propuesto negativamente en el 
fundamento 3; en consecuencia, puede concluirse vúlidamente que el precitado artículo 
permite la revisión de una ley de reforma constitucional. 
1 ':s por cllo, según 10 expresado en el fundamento ó de la Resolución de Admi sibilidad de 
los Lxpcdicntes N° 0050-2004-P I/TC, 005 1-2004-Pl/TC, 0004-2005- ]>11T<: y 0007-2005-
PI/TC (acumulados), que 

" ( ... ) es deber de este Colegiado preservar la surrernacía jurídica de la 
Constitución, haciendo respetar los valores constitucionales - I'unción 
valorativa-, expu lsando la norma contraria a la Constitución - Iunciótl 
paci li cadora-, y restableciendo la racionalidad y unidad del ordenamiento 
jurídico-constitucional -función racional izadora-". 

':s te mareo de actuación permite que este Trihunal, según lo expresan los fundamentos 7 y 
( de la mencionada resolución , pueda ejercer control , pues 

"( ... ) si bien es cierto que la Constitución es creación de un Poder 
Constituyente, también lo es que las leyes de rcl'onna constituc ional son 
creación de un Poder Constituyente Constituido y, consecuentemente, 
restringido en s u actuaciún por los límites jurídicos contcmpl ados con 
antclación por la I'uente que lo constituye ( ... ) Que, por todo lo dicho , una ley 
de reforma constitucional sí es susceptible de ser impugnada en un rroceso de 
i nconsti tucional idad". 

1. El problema de los límites de la reforma constitucional 
I ,a cuestión de los límites estú estrechamente vinculada con el poder eonstituyente -que en 
su momento fue el 'Congreso Constituyente Democrátieo ' (sic)- y el podcr revisor -en 
nuestro caso, el Congreso nacional -, y las características que los dil'crencian . 1-:1 primero 
ti ne la calidad de soberano, y una vez que, como fruto de esa sobe ranía, surge la 
~ onstitucióll , se transl'orma, convirtiéndose en poder jurídico . El segundo, por su parte , al 

ser un roder c reado y limitado, puede revisar la Constitución, y adoptar aquellos 
preceptos que a lo largo de la vida constitucional requieren canlbios en l'unción a la 
realidad que regulan, pero no puede destruir la Constitución, ni menos aún vulnerar s u 
esencia, o como se ha venido denominando , ' conl.cnido lundamental '. 

j ;--;EFENSORiA DEL ~U ~-BLo -~~orme Defensorial N" 85. La situación de los sistemas públicos de 
V pensiones de los Decretos Leyes N" 19990 Y 70530 los derechos adquiridos , la juris prude ncia d81 

Tribunal Constitucional y la necesidad de una reforma integral. Lima , 2004 . 
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I 

/ En una aproximaclOn de carácter inicial, todo camhio que se realicc en el sistema 
/ con\~orme a la Constitución, no pucde alterar su identidad. I,a adccuación dc normas 

/ cons -iluc'¡onales sirve, tnás bien, para conl-irrnar o rca(lrrrlar la tnctlcionad a identldad, en 

un se tido de evolución nonnativa y social. 
I':n este marco, es imprescindihle diferenciar entre interpretación y mutación. I ,a 
interpretación de un sistema jurídico significa su desarrollo, sin que por ello se varíe su 
basc . ¡ ,a mutación, por el contrario, se produce cuando se han modi licado los 
f'undarnentos mismos del sistema. 
1 ':n este esquema, en doctrina se sostiene que la interpretación es un procedimiento 
racional y eontrolahle, que procura certeza y previsihilidad juríd ica en las normas , 
mientras que la mutación 

"( ... ) modi lica de la manera que sea, el contenido de las normas 
constitucionales de modo (lue la norma, conservando el mismo texto, recihe 
una signi lieaeión di ICrente" (). 

I':sta dilcrencia es clave, sobre todo en un 'caso límite' corno es el que es maleria de este 
proceso de ineonstitucionalidad, relacionado con un supues to de irrel'ormahilidad del 
'contenido I'undalllelltal ' , léase núcleo constitucional. Por lo tanto , desde la perspectiva de 
la re{órma constitucional, un sistema es estable si mant iene conl()rInidad con el desarrollo 
de los principios cOllstitucionales, o requerirá una adaptación, si ésta no vulnera la esencia 
constitucional sohre la que se fundamenta I()l'malmente la comunidad política. 

22. La dualidad de límites 
Teniendo claro que no toda ref(mna c011stitucional se produce de conl'onnidad con la 
identidad de un sistema, se exami nará, en primer lugar, los límites I(mna!cs que deben 
co ndicionarl a. Y, en segundo, si también están presentes los límites materiales, los cuales 
pehen construirse a partir de la propia Constitución. 
Si, según cI artíeulo 45 de la Constituciún, cI poder se ejerce según las limi1 a.ciolles que 
és ta impone, queda claro que el Congreso, según lo estipula el artículo 102, dehe 

"velar por respeto de la Constitución y de las leyes", 
1,:1 sometimiento del Congreso a la Constitución lo obliga a proteger los derechos y bienes 
en ella recogidos, en el caso que desarrolle una norma el través de una ley regular o, aún 
más, cuando lo hace mediante una ley de relúnna constitucional. Ikbido a que la 
autoridad del poder de rel()rma tiene corno soporte el texto constitucional , su conlenido no 
puede destru ir su lundamcnto ni su ra/,ón de ser. 
I ':n 1, medida que e l poder de rclárma proviene de la propia norrnatividad y normalidad 
em .. titucionalcs, pueden enunciarsc, cuando menos, dos corolarios básieos : 

()ue sus pos ihilidades I'orrnales de actuación son solamente las que el ordenamiento 
constitucional le conliere; y, 
Que sus posihilidades materiales en la modi l'icación de los contenidos de la 
Constitución tienen, por necesidad , que ser también limitadas. 

10 Hl':SSE, Konrad . Escritos de Derecho Constitucional. Madrid, CEC , 1983 p. 91. 
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§2. Los LÍMlTES FORMALES EN EL PROCEDIMIENTO OE LA 

REFORMA CONSTITUCIONAL nF.L RÉGIMEN PENSIONARIO 

23. Según los demandantes, no se ha respetado el derecho a la defensa en el 
proce(Jimiento de reforma constitucional 
Según uno de los demandantes, con el procedimiento de rcl(mna se han afectado los 
derechos a la defensa, al debido proceso y al ejercicio de vida, pues 

"( ... ) se pudo convocar a las instituciones representativas dc dichos scctores, 
cuya rersonería jurídica obra en Registros Públicos a electos de cumplir y 
garantizar la rclerida cxigencia de {<)rma para la valide'/' dc csta actuaciún 
constitucional " ". 

24. Según el demandado, en un procedimiento de reforma constitucional no puede 
exigirse el derecho a la defensa 
1,:1 demandado considera dio porque 

"(".) la aprobación dc la ) ,ey constituyc un acto político por excclencia que no 
puede reconducirse, como señala el demandante, a un prineipio del debido 
proccso -el derccho de dcfensa- que rige los procesos y procedimientos de 
carácter sancionatorio, El proecdimiento legislativo no se eqUipara con el 
rroceso jurisdiccional nl con los procedimientos administrativos () 

t' " ,) cOtvoralvos . 

25. El carácter de la limitación de índole formal 
Deberá, entonces, determinarse si a lo largo del proceso de elahoración de la ley de 
rcf()rrna del reg1rl1cn pensionario se ha vulnerado el procedimicnto exigido 
constitucionalmcnte, lo cual constituiría una aFectación a los límites kmnalcs impuestos . 
;\1 respecto, conviene acotar que las normas de procedimiento no pueden se r objeto de 
rel()rma constitucional. I,as modificaciones del texto constitucional reali/,adas por los 
órganos constituidos que se producen Cuera dc los cauces previstos en la nonnativa 
constitucional, serán nulas e ineficaces. 
I ':s decir, 

"(, .. ) en cuanto la valide'/' de una Norma depende de su correspondencia con la 
(Hlna -yen su caso el conlenido- de otra superior, no puede vúlidamenlc 
aplicarse a sí misma. Por lo tanto, las Normas que regu lan la rc«mna, en 
canto no pueden aplicarse a sí mismas, se convierten en irrelónnahlcs"u. 

Proserip ,'ones de este tipo se establecen claramente en los ordenamientos 
consf cionales. I,os tribunales constitucionales tienen competencias relacionadas con las 
e' rmas constitucionales para evaluar si éstas se llevaron a cabo respetando los 
rocedimientos previstos en la Constitución, 1':s decir, la competencia dc los órganos de 

control constitucional se limita a evaluar si se han transgredido los límites rormalcs de la 
rel()fma. 

~~-~em~nd~ de inconstitucion al~dad N" 0050-2004-PI, p. 28 
12 Contestación a la demanda de inconstitucionalidad W 0050-2004-·PI, p. 8, 
13 DE CABO MARTíN, Carlos , La Reforma constitucional en la perspectivil dn I;]s r: uentes del Den~d l 0. 

Madrid, Trotta, 2003 p 44. 
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De acucrdo a lo expresado en el fundamento 72.a de la Sentencia exredida en el 
Lxrediente N° O 14-2002-!\I!TC, este tipo de límites 

"(oo.) se encuentran referidos a todos y cada uno de los requisitos objetivamente 
reconocidos por la Constitución para que la rc!(Hma rrospere. I': n esta 

/---- perspectiva, pueden vislumhrarse diversas variahles: 

I 
i. I':n rrimer lugar, la Constitución individualiza al órgano investido eon la 
capacidad para ejercer la potestad mod i licatoría. Ln el caso del Perú, eomo de 
la mayo ría de países, este órgano es, en principio , el Congreso de la Rerública, 
en calidad de roder constituido. 
ii. I':n segundo lugar, la Constitución describe cuál es el procedimiento quc ha 
de seguir el úrgano legitimado, lo que a su vez ha de comprender el número de 
legislaturas empleadas, el sistema de volaeión a utilizar, la habilitación () 
prohibición de obse l'vac iones en el proyccto, etc. 
iii . Ln tcreer lugar, es la misma norma fundamental la que se encarga de 
estab lecer si e l proyecto de rej()nna constitucional es sometido o no a una 
rati licación por parte del rueblo, que de esta f(mna particira en el rroceso de 
rel()rma de la norma fundamental" . 

. EJ respeto aJ procedimiento de reforma previsto en el artículo 206 de la Constitución 
r ,a Constitución permite al Congreso, corno órgano constituido, ejercer la (unción 
constiluyenlc derivada, pero con la observancia de las f(n'maridadcs prescritas para ello e11 
el lexlo constilucional. Tales son los límites I()rmales de la refOlma. 
I':n nuestro país se ha previsto el procedimiento de reforma en el artículu 20() de la 
Cons ·lución. Queda c laro que tal norma no podría ser modi licada por el poder 
co n. ' ituido, s ino, primajacie, por un poder constituyente instituido: 

"Toda reforma constitucional dehe ser aprobada por el Congreso con mayoría 
absoluta del número legal de sus miembros, y rati licada mediante retCréndurn. 
Puede omitirse el re lcréndum cuando el acuerdo dcl Congreso se obtiene en 
dos legislaturas ordinarias sucesivas con una votación I'avorable , en cada caso , 
superior a los dos tercios del número legal de cong resistas. I,a ley de rcl()f'Jl1a 
constitucional no puede ser observada por el Presidente de la República. 
1,(1 inicialiva de reforma conslitucional cO!Tesponde al Presidcnlc de la 
República, con aprobación del Consejo de Ministros; a los cong resistas; y a un 
número de ciudadanos equivalente al cero punlo tres por ciento (O.J()!;¡) de la 
población elcctoral, con I'i rmas comprobadas por la auloridad clectoral" . 

27. La supuesta vulneración del límite formal de la reforma constitucional 
A pesar de las' . Jumentaciones vertidas en la demanda y contestación de la dernanda, la 
exposlc lO ás consistente sobre las suruestas inconstilucionalidades I()f'fna les lu vo lugar 

A
n el )ate suscitado cn la Audiencia. 

¡: ella, el representante del Colegio de Abogados de Cusco denunció la existencia de dos 
supuestas graves vu lneraciones en tal procedimienlo 11\. I ':n rrirner lugar, que en la 

~ promulgación de la ley no consta la firma del Prcsidente de la República, sino únicamenle 
del Vicepresidente; y, en scgundo, que no se solicitó la opinión de seclores involucrados. 

P;¡~;:;;'nCiÓ~--;;;icia;;I~b09~dO del Colegio de Abogado, del Cusca (Audiencia del 3 de mayo del 
2005). 
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28. La firma del Vicepresidente de la República 
1,:1 apoderado del del11andado contradijo el a rgu mento se11alando que juslamell te como el 
Presidente no podía Jínnar la ley de rel(mn a constituciona l, debió hacerlo el 
Vicepresidente, según le correspondía por sus atribuciones 15. 

)-;(1 fi gura de la Vicepresidencia está prevista cn el arLículo 1 10 de la Constitución. Y, 
justar len te, sob re el tema de cuándo ejerce funciones, cl seg undo párraJ() del artículo 11 S 
preC1S que : 

"Cuando cl Presidente de la Repúb lica sale del territorio nacional, e l Primer 
Vicepresidente se encarga del despacho. l':n su def'ceto, lo hace el Segundo 
Vicepresidenle". 

I ~ n el caso concreto, hay que analizar si se presentó ta l supues lo . I ,a Resolución 
I ,egis l tiva 28383, dada ellO de noviembre del 2004, indica que : 

" 1 ~ 1 Congreso de la República, de conlónnidad con lo prescrito en los artículos 
102 inciso 9) y 113 inci so 4) de la Constitución Política, en el artícu lo 76 inciso 
j) del Reglamento del Congreso yen la l ,e)' N° 28344, ha resucllo accede r a la 
petición f(ml1ulad a por el señor Presidente COllst itueional de la República y, Cll 

consecuencia, autorizarlo para salir de l territorio naciomd entrc los días I S al 
17 de noviembre del prescnte año, con c l objeto de cump lir <Jctividades de la 
agenda presidencial internacional en la ciudad de Nucva York , Cll los I':s tados 
Unidos de América". 

Por lo tanto, es correcto que la I,ey N° 28390, 
" dada en la Casa de Gobicrno, en r ,ima, a los diecis(~is días del mes de 
noviembre dcl a110 dos mil cuatro", 

haya sido rínnada por David Waisman Rjavinsthi, cn su condi ción de Segundo 
Vice residente de la República, pues en esa fecha el Pres idente se encontraba lúera del 
paí:. Cahe recordar que el primero de los vicepresidentes renunció a su cargo . 
1) be desestimarse, entonces, la existencia de algún vicio formal en la promulgación de la 
'y de re!(Hma consti tucional ; más aún si se tiene que, según el propio artículo 20ó de la 

Constitución 
" la lcy dc rclúrrn a constitucional no puede ser observada por e l Presidente de la 
Repúbl ica", 

siendo su promul gac ión un acto meramente declarativo . 

29. La falta de opinión de sectores involucrados 
I~s conveniente rescatar lo que el represen tantc del Co legio de Abogados de l C usco ha 
seña lado al respecto . Sostiene que los pension istas no Cueron convocados a las audiencias 
r 'reridas a la rel(lnn a const ituc ional , y su posición no fue acompañada en el dictamen de 
a com isión, por lo que su dcrecho a la del'cnsa ha sido vulnerado ló . 

1,:1 demandado, rdutando ello, expresó que s í fueron convocados, y que los congres istas 
no están sLvetos a mandato imperati vo, siendo ine xistente la vulneración de un derecho a 
la def'cnsa l . 

1S Contestación del apoderado del Congreso de la República (Audiencia del 3 de mayo del 2005). 
1fi Intervención inicial del abogado del Coleg io de Abogados del Cusca (Audiencia del 3 de mayo del 

2005). 
17 Contestación del apoderado del Congreso de la Repl¡blica (Audiencia del 3 de mayo del 2005) 
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I ~s te Colegiado ha reconocido que el derecho a la defensa puede ejercerse en proccsos 
distintos a los judiciales, inclusive en los procedimientos parlamentarios de 
, :ponsah il idad constitucional, si se presenta una controversia de índole jurídica que debe 
ser r 'suelta protegiendo los intereses de las personas. 
Si n e nhargo , dentro del Íler legis lativo, la existencia de derecho a la defensa no puede ser 
sustet tada ni avalada. [,a idea de la defensa se centra en la capacidad de una de las partes 
de so. tener su posición dentro de un conflicto juríd ico, a diferencia de lo quc sucede en un 
proee imiento legis lati vo, en e l que no existe controversia j uríd iea, s ino más bien rol íti ca. 
Prim facic , el conflicto parlamentario entre la mayoría y la minoría tiene sus propios 
rneca ismos políticos de autocomposición en la elahoración de las leyes quc no han s ido 
in/l'in lida. 
I':s mus, según e l artículo 206 de la Constitución y el artícu lo 81, inciso a, del Reglamento 
de l Congreso, no se considera como elemento del proccdimiento de rcronna 
constitucional, la intervención de los sectores invo lucrados dentro de la comisión 
responsable de la modificaeión en e l Congreso. 1-:110 es así porque el leg islador no ruede 
so rncLerse a ningún grupo de presión de la población ni de los medios de comunicaciútl 
social , según e l a rtículo 93 de la Cons ti tució n. 
Ahora hien , las opiniones especializadas son importantes en un procedimiento de rcronna 
constitucional en e l caso que expresen los inte reses de un sector de la población . I -:n el 
caso concreto, habiendo in tervenido diversas asociac iones relacionadas con los grem ios 
de pensionistas en los debates de la Comisión de Constitución y Reglamento del Congreso 
antes de la segunda votación del Pleno, no se detecta vicio alguno en el proced imiento de 
e laboració n de la ' ,cy N° 28383. 
Como constancia de ello, en la sesión conjunta de las Comis iones de Constitución y 
Reglamento, y de Seguridad Social, del 29 de septiembre de 2004, precisamente para 
tratar el tema dc la rc!'orma constitucional, se precisó lo sig ui ente: 

"También contamos con la presencia de los ministros de I':s tado, el prernier 
Car los Ferrero Costa; e l ministro de I ':conomía, Pedro Pablo Kuc-I:ynski; e l 
ministro de Trabajo , Javier Neves Mujica; y también con los representantes de 
los pensionistas, el señor Jaime Cuadros Cáeeres, presidente de la 
Coord inado ra Nac iona l de IklCnsa de los Derechos Pe ns ionarios, de los 
Decrclos [,eyes N° 19990 Y 2051 0, Conadepen; el señor Ilcrnán I':spinoza 
Segovia, preside nte de la Central Nacional de Juhilados y Pensionistas del Perú 
(Cenejupe), quienes han venido además aco mpañados e l doctor Carlos I3 la ncas 
Istarnante, que es asesor legal de ambas coordinadoras, quienes e n nombre de 
I .. d .. ,,1 X 
os penslOntslas van a po er exponer sus pOSICIones . 

o se puede apreciar, ineluso uno de los demandantes tuvo acceso al dehate 
con esal que se produjo para aprobar la norma impugnada. Se concluye, cntonces , que se 
e 'uehó la opinión de la sociedad civil interesada en la materia. 
)or consigui ente, no ha existido alCetación a lguna del procedimiento de relúrma 

constitucional , de modo que ta l actividad parlamentari a lue realizada den tro de los límites 
I'ormales consti tucionalmente establecidos. I ':n tal sentido , la demanda debe declararse 

18 CONGRESO DE LA REPÚBLICA, Primera Legislatura Ordina ria de 2004. Transcripción de la Sesión 
Conjunta de las Comisiones de Constitución y Reg lamento, y de Seguridad Social Miércoles 29 
de septiembre de 2004, 
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inlimdada respecto a la supuesta alectaeión del proccdimiento previsto en el artículo 20ú 
de la Constitución. 

§3. Los LÍMITES MATERIALES DI", LA REFORMA CONSTITUCIONAL 

IlEL RÉGIMEN PENSIONARIO / ' 
J 31 Según ~s demandantes, se han afectado derechos fundamentales a través de la 

1/ 
reforma ensionaria 
1 ,os accio anles a<;everall que 

"( ... ) e l constituyente ha establecido e l derecho fundamental de un grupo 
determinado de personas pensionistas del 1). \.. 20530, para que se respcten sus 
derechos adquiridos al amparo dc l ref'crido Decreto (,ey, de modo tal que al 
legis lador le es vedado restringirlos o negarlos, y estas condiciones no las 
puede variar ni siquiera un nuevo régimen, con mayor ra:;,ón, no podrú hacerlo 
una norma cuyas disposieiones están releridas casualmente a pensionistas de 
los regímenes mencionados,, 19. 

De esta ronna, y tomando en consideración las consecuencias de es ta proscripción , y su 
conliguraeión como límites materiales de la rel(mna constitucional, coligen que 

"( ... ) pretender que una ley deje sin eICeto el texto mismo de la propia 
Constitución, máxime si la previsión constitucional alectada está di ri gida a 
rell~jar límites materiales expresos, implica en sí mismo desconocer las 
inherentes garantías que salen en su defensa referidas a la prelación jerúrquica 
y a la ob li gación juri sdiccional de velar por la prevalencia constitucional 
previstas por los artículos 51 y 13g de la Constitución, respectivanH.:nte"zo. 

I':n conclusiún , 
"( ... ) es ilícita la rdónna constitucional peyorativa, es decir, aquella que 
disminuye o suprime los derechos f'undarnentalcs, y sólo es válida aquell a cuyo 
objeto es amp liar u optim izar los derec hos f'undamentalcs enunciados o 
reconocer nuevos derechos l'undamentales,,21 . 

.' in embargo, una aseveración tan categórica debe ser modu lada por eslc Colegiado según 
10 que ha ven ido señalando a través de otras sentencias y a partir de la propia 
Consti tueión. 

31. Según el demandado, los valores constitucionales se mantienen incólumes 
Frente a lo argumentado por los demandantes, el demandado ha sostenido que los límites 
materiales de la reli.mna no han sido quebrantados, toda vez que 

"( ... ) no hay ninguna alCdación él los principios y valores de la Constitución 
invocados, propiamente los referidos al supuesto vaciamiento del I ':stado social 
y democrútieo de derecho que inspira nuestro ordenamiento constituc ional y la 
aledación a derechos I'undarnenlales . 1 ': n esta materia, debe señalarse que los 
derechos fundamentales se mantienen incólumes y siguen estando all í para 
todos y cada uno de los señores heneliciarios del régimen de pens iones del 

19 Demanda de inconstitucionalidad N° 009-2005-F)I , p. 41. 
20 Demanda de inconstitucionalidad N° 050-2004-AI, p. 29 
21 Demanda de inconstitucionalidad W 007-2005-PI, p. 21 
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1).1 ,. N° 20530; a nadie se le ha privado del derecho , sólo que la nueva 
regulación ha dispucsto un tratamiento disti1lto que sigue garanti/,anuo la 
prestación pensionaria de manera permanente y que no es peor o mejor que el n . 
anterior" . 

32. La existencia de una limitación de índole material 
1 ':n términos generales, debe señalarse t~~jantemente que el Congreso tampoco puede variar 
a lgunas cuestiones de fond o de la Conslltueión. A ellas se les denom ina ' límites 
materiales', e imposibilitan ejen.:e r el poder constituyente derivado a los órganos 
'constituidos, con el fin de modificar las cláusulas que el texto fundamental ha estahlecido 
eomo ' intangibles '. 
Para este Trihunal (parte del l'undamento 74 de la Sentencia del ¡':xped iente N° 014-2002-
A IITC), estos límites 

"(. .. ) se rc/ieren a los contenidos de la Constitución. Con ellos no se indica la 
presencia de condicionamientos de tipo procedimental , s ino a lgo mucho más 
trascendente; esto es, la presencia de parúmclros de identidad o esencia 
constitucional, inmunes a toda posibilidad de rc/órma" . 

Como se señalara supra, el poder de re forrna es un poder constituido, limitado , que no 
puede destruir la Constitución, y que tampoco puede vulnerar su esencia sin convertirse 
ilegítimamente en soberano. 
l':s to constituye un límite implícito al poder revisor, ya que, aunque no se explique en 
c lúusulas de intangihi lidad , el 'con tenido fundamental ' existe, y si éste llegara a 
transgredirse, se produce el fraude constitucional , que consiste en convertir el poder 
rev isor en poder constituyente. 

33. Los límites expresos e implícitos 

n 

l ':xist 'tl límites expresos y límites implícitos. !\ ambos se les considera pnncqllos 
supr mos del ordenamiento constitucional y son intangihles para el poder re llJrlTlador de 
la Co nstitución. 
1':.' e Colegiado, en el f'undarnento 76 de la Sentencia del I':x pediente N° o 14-'2.002-!\IITC, 
(aso Colegio de Abogados del Cusco, ya ha reali'/.ado claramente la distinción entre 
, mhos: 

" i. ¡ ,Ímites materiales expresos, llamados también e lúusulas pétreas, son 
aquéllos en los que la propia Constituc ión , expresamente, determina que ciertos 
contenidos o principios nucleares del ordenamiento constitucional estún 
exceptuados de cualqu ier inten to de re lonna. Caso, por ejemp lo, dcl artículo 
890 de la Constitución de ¡,'raneia de 1958, el artículo 1390 de la Constitución 
italiana de 1947 o el artícu lo 1190 de la Constitución panameña; y, en el caso 
peruano, del artículo 183 0 de la Constitución de 1839, el artículo 142 0 de la 
Constitución de 1933 . 
ii. ¡ ,ímites mater iales implícitos, SOll aquellos principios supremos de la 
Constitución contenidos en la fúrl1lula política del ¡':stado y que no pueden ser 
modificados , aun cuando la Constitución no diga nada sohre la posihilidad o no 
de su re!ól1na, ya que una modilicación que los alcance sencillamente 

Alegatos respecto a demanda de inconstitucionalidad N" 0050-2004-·AI, 0051 -2004 -AI. 004-2005-
PI, 007-2005-PI Y 009-2005 .. PI, p. 8. 
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implicaría la ' destrucción ' dc la Constitución. Tales son los casos de los 
principios rcleridos a la dignidad del hombre, soberanía del pueblo, I ~stado 

democrático de derecho, rorma republicana de gobierno y, en general , régimen 
potílico y rorma de ]·:stado". 

Dentro de los límites expresos , en el caso dc las disposiciones de la Constitución de 1993 
\obrc ta reforma constitucional , no se ha previsto especí li camcnte ninguno. ],: 1 artículo 32 
r~conoce la potestad de someter a relCréndum la re l"orma total dc la Constituc ión , pero , 
como límite exp reso reconoce el impedimento de reducir o restring ir los derechos 
rundarnentalcs. Dentro de los límites exp lícitos se encuentran las cláusulas de 
intangibilidad, que constituyen límites absolutos, aunque existen también límites rel ativos 
explícitos. 

34. Las cláusulas de intangibilidad 
(.as cláusulas de intangibilidad pelmiten identificar el ' contenido /"undamental ' de la 
Const itución, así como la interpretación liel de este ordenamiento. Su linalidad básica cs 
fundar tos ' supuestos ideológicos y valorativos ' en los cuales descansa el sistema 
constitucional. I~sto es lo que nos permite identi li car parte de esa reg la de reconocimiento, 
para determinar si los cambios son una mutación o una re l'orma dc la misma. I':stas 
cláusu las se prcsentan corno una nOI"ma garantizadora de un principio rrente a las 
violaciones posibles, por lo que se precisa el re/"orzamiento de tal núcl eo constitucional. 
Pcro tos límites cxplícitos no sc agotan cn las cláusulas dc intang ibilidad , sino que a lo 
largo dc l texto constitucional puedcn es ta r consignados incluso cn rrases que se 
c ncuentran en un contcxto dilcrcnte, (los llamados límitcs de carácte r relativo) . 
(.0 que cOITcsponde cn el caso nacional es vincu lar el sentido de cada uno de los 
dispositivos constituc ionales con cl ' contenido fundamental ' de la Constitución , pues es 
éste e l que pcnrlite interprctar COITectarncnte el reconocimiento dc las normas en ella 
contcnidas. 

35. La tipología de límites materiales 
1,: 1 carácter constitucional del I':stado propIc Ia la nccesidad de contar con límites de 
distinta naturaleza. F I s istema de la Constitución no sólo debe permitir detectar un núcleo 
irrcf'orm able en la misma, sino básicamcnte relativizar dicho lím ite mediante c l conocido 
procedi miento de ponderación . De inicio sc debc establecer la necesidad de contar con 
una c lúusula de in tangibilidad, para luego revisar los preceptos proteg idos . 
1·:1 Congreso de la República no puede haccr uso de la rcf'orma constituc iona l para variar 
e l sis tema dcmocrático de gobierno, para sustituir el régimen ' representativo ', para 
modificar la Constitución económica o para alterar e l principio de a lternancia del 
gob ierno, a tenor de los artículos 1, 3, 43 y SS de la Constitución. 
Precisamente, para evitar que los órganos constituidos en ejercicio del poder constituycnte 
dcr"ado que le ha sido acordado constitucionalmente, prodU"/:can cua lquier modi ficació1l 
d esos princi pios sustanciales, estos han quedado fuera del alcancc del constituycnte 

crivado. l .os derechos I'undamentales son consustanciales al Fstado social y democrático 

36. Los derechos fundamentales como límites a la reforma constitucional pensionada 
I'v, 1 ,os derechos I'undamenta les y otros principios constitucionales no puedcn modi licarse 
v/ sustanCialmente, porque son los que le otorgan la calidad de ]':stado social y de111ocrático 
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de dereeho a l I ':stado peruano. Para ali'ontar ello existen límites implícitos; así , el artículo 
J2 in fine, de la Constitución, dcLerrnina que no pueden somcterse a re lCréndum la 
SUprjiÓll o la disminución de los dercchos fundamentalcs de las personas. 
I':sta n rma se erige eomo una verdadera cláusula de límite material para la potestad de 
reform' parcial de la Constitución. I':sta cuestión es cardinal para esclarecer si la 

\ 
modi ficación de la Primera Disposición Final y Transitoria y del artículo lOJ de la 
Constitueión vulneran el derecho a la pensión. 

37. La proscripción de la supresión o disminución de derechos fundamentales 
Un punto esencial en la limitación a la relorma constitucional material es la dcterminaciún 
de cuándo estamos ante un derecho fundamental. Por lo tanto, tal eomo se dctenninará 
iriFa, es necesario establecer, de un lado , qué earácter posee el dereeho a la pensión 
est ipulado en el artículo II de la Constitución; y de otro, cuál es la verdadera naturalc,;-:a 
normativa de la Primera Disposición Jo'inal y Transitoria, que es la que lina lrncnte se ha 
modifieado. Por consiguiente, só lo comprobando que tal disposición recoge un derecho 
fundamenta l o que su modificación afCcta uno, se podrá alilmar que la re l'onna 
constitucional realizada por el Congreso ha sobrepasado sus fronteras . 
;\1 respecto, este Colegiado ha señalado, en el fundamento <)7 de la Sentencia del 
I ':xpediente N° () 14-2002-/\II'I'C, que 

"(oo.) el segundo párral'o del artículo 32° de la Constitución, en la parte que 
prevé que no se puede suprimir o disminuir derechos I'undamentales , establece 
un verdadero límite material, de carácter expreso, a la rerorma parcial de la 
Constituci ón, que no alude al procedimiento o a los requisitos l'ormales que 
dehen observarse cada vez que se intente una reforma constitucional , sino al 
contenido mismo de la rc!()rma, esto es, a la materia que e ll a pretenda ineidir, 
quc, como recuerda el tantas veces rd'crido segundo párraf'o del artículo J 2°, 
no puede suponer ni disminución ni su pres ión de los derechos fundamentales". 

hecho, todo eambio en los derechos l'undamentales debe ubicarse dentro de Ulla 
t ndencia evolutiva orientada a I()rtalecer, ampliar y mejorar la eslCra de 

utodeterminaeión y desarrollo en sociedad del individuo. I':ste principio implica que los 
derechos fund amentales únicamente pueden rcl'onnarse para mejorar su sit.uación 
preexistente. Sin embargo, los derechos lundamentales no son absolutos; en su desarrollo 
histórico y concreto se han generado conflictos jurídicos reveladores de la antinomia 
social sobre tal cuestión-, lo que puede acarrear la necesidad de l camb io de su estatuto. 
;\ guisa ( ejemplo, véase la historia de la oposición del derecho a la 1 ibertad sobre el 
derech a la propiedad en la época esclavista, o, rnás modemamente, del derecho al 
acc o a la inl(mnación pública sobre el carácter reservado de las comunicaciones de las 
a oridades, o el de la intimidad sobre la libertad inl()fInática, 

. La correlación entre derechos fundamentales y dignidad humana 
I,os derechos I'undamentales, inc luso el derecho a la pensión , no tienen la calidad de 
ahsolutos, más aún si en nuestro eonstitucionali smo hi stórico el derecho él la vida, él la 
propiedad, a la libertad, entre otros, tampoco la han tenido . Por lo tanto . llO obstante lo 
mencionado en e l artículo 32 in fine de la Constitución , el legislador es cornpetente para 
variar el contenido de los derechos fundamentales , siempre y cuando se respete las 
condiciones generales consagradas en la Constitución y no se quebrante su ' contenido 
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lundamental'. I\sí, en la Sentencia de l I ':xpedienle N° O 14-2002-I\II'I'C, este Colegiado ha 
señalado que 

"( . .. ) una eosa, en efecto, es limitar o restringir el ejercicio dc un derecho 
constitucional , y otra, muy distinta, disminuirlo o suprirnirlo. I,a limitación de 
un derecho no comporta su disminución () supresión, s ino sólo e l 
estab lecimiento de las condiciones dentro de las cuales deberá realizarse su 
ejercicio. I)c al lí que el Tribunal Constitucional haya sido cnlúlico cn sdla lar 
quc no se puede desrojar dc contenido a un derecho so prctexto dc lim itarlo o , 
acaso, suprimirlo, pues la validez de tales limitaciones depende que e llas 
res reten el contenido esencial de los derechos sobre los cualcs se practica la 
restricción". 

T niendo en cuenta ello, se considera que el derecho fundamental a la pensión tiene como 
pn cipal sustento la dignidad humana, la cual se erige como legitimadora y limitadora del 
po er público. Ls decir, el principio y derecho de la dignidad del ser humano, reconocido 
en lbs artículos 1 y 3 de la Constit ución, se erige corno un límite concreto y primordial 
Iren te a cualqui er tipo de reforma constitucional. 
I)e otro lado, tomando en cons ide ración que el artículo 44 de la Constitución reconoce 
co rno un deber fundamental del I ':s tado 

"( ... ) promovcr e! bienestar general que se fundamenta en la justicia y en e! 
desarrollo integral y equi librado de la Nación", 

se debe reconocer e l compromiso del Congreso para legislar Iealmcllte sobre la base de la 
equidad pensionaria, concepto que cstá íntimamente relacionado con el principio-derecho 
antes e nunciado. I ':n este csquema, la idea de una dign idad rensionaria 

"( ... ) implica una limitación jurídica de! gohierno; es la antítesis de l gobierno 
arbitrario"n. 

I': n consecuencia, al resolver la presente causa, será incontrovertible que este Colegiado 
utilice e l principio de di gnidad , incluso ell su dimensión de derecho I"undatnental aplicado 
a las pensiones, para determinar cómo sc ha rcalizado la rcl"orma constitucional. 

a imposibilidad de afectar el contenido esencial de los derechos fundamentales 
cspeeto a l a rtículo 32 in/ine de la Constitución, este Colegiado ha señalado, como parte 

del fundamen to 94 de la Sentencia del Expedien te N° 014-2002-!\IITC, que 
"C .. ) aunque la Constituc ión de 1993 no tenga una clúusula semejante a la quc 
existe en los ordenamientos de España o I\lemania, por mandato de las cuales 
se ex ige al legislador que respete el contenido esencial de los derec hos, cs claro 
que se trata de un límite implícito, derivado dc la naturale~a constitu ida de la 
l"unción leg islativa, quc, desde luego, en modo alguno, pucde equ ipararse a la 
que supuso el reconocimien to del dcrecho , esto es, a la del Poder 
Consti tuyen te" . 

S i bien se ha precisado de manera nominal la existencia de dicho límite, es te Colegiado, 
para el presente caso, dctcrminarú con claridad si la rc!()1"ma constitucional rcali~ada 

afecta, o no, e l derccho fundamental a la pensión. 1 ':n ese contexto, la restricción será 
inconstitucional só lo si afecta direeta y claramente su contenido esencial. 
Es decir, la reforma serú inconstitucional, desde el punto de vista material , si el legislador 
como constituyente derivado, modifica e l contenido esenc ial del derecho I"undarnental a la 

23 McILW!\IN , Charles Howard Constitucionalismo antiguo y moderno. Madrid, CEC , 1 9~)1 . p. 37. 
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pensión, siempre y cuando este hccho consLiLuya un clemcnLo vulnerador de la dignidad 
de la persona humana, y tcrmine, por lo tanLo, desvirtuando la eficacia de tal derccho. 

40. La dctcrminación dc la supucsta afcctación del contcnido esencial del derecho 
fundamental a la pensión 
La exisLcncia de tal supresión o disminución sólo podrá dcLerrninarse en e l desa1Tollo dc la 
presente senLencia. Lsto supone que, si del cotejo entre la actual prescripción de la 
Primcra Disposición I,' inal y Transitoria y la pasada, se concluye la alCdación al derecho 
¡ ~u ndarnenLal a la pensión, entonces este Colegiado deberá declarar /'undadas las 
emandas; caso contrario, in!"undadas. 

I a Primera Disposición ¡:inal y Transitoria, anLes de la rdorm a constiLucional, señalaha 
q e 

"( .. . ) los nuevos regímenes sociales obligatorios, que sobre materia de 
pensiones de los trabajadores públicos, se estable/':can, no alCctan los derechos 
legalmente obtenidos, en particular el correspondiente a los regírnenes de los 

\ decrcLos leyes 19990 y 20530 Y sus modi licatorias". 
I ,a ~)rimera Disposición hnal y Transitoria constitucional actualmente precisa lo 
siguien te: 

"I)ee lárase cerrado delinitivarnente el régimen pensionario del DeercLo I,ey N° 
20530". 

/\ partir de la compulsación de ambas disposiciones y de la ap l icactón de un lest de 
ra/':onabilidad a la nucva !"ormulaeión constitucional, se determinará finallllcnlc si el 
derecho a la pensión ha sido conculeado. Para ello se utili'/.arán los principios de unidad y 
eficacia integ radora de la Constitución , los mismos quc guardan direcLa relación con los 
principios de la economía social de mercado quc la rigen. 

41. El reconocimiento de los derechos fundamentales de los pensionistas 
I;i nalmente, es imprescindible que este Colegiado insista en la necesidad de una 
protección objetiva y proporcional de los pensionistas, en su calidad de titulares de los 
derechos fundamentales. 
I)ftbe enl"ati'l.arse que su situación particular dentro d~l constitucionalis1l1o contemporánco 
'npone a todo intérprete consLitucional que su especial situaciún sea reconocid,;t. 
plenamente. 
/\1 respecto, est~ Tribunal considera pertinente reproducir el lündamento 2 1 del Voto 
Ra/.Onado del j ue/': Canyado Trindade en la Sentencia de Reparaciones de la Corte 
Interamerieana de Derechos Ilumanos en el Caso Villagrán Morales y otros vs. 
CJuatemala, Caso de los 'Niños de la Calle', del 26 de mayo del 200 1, en el cual se 
expresó que 

"( ... ) es difícil eludir la pcrturbadora indagación: si todos llegamos a este 
mundo, y de él partimos, con igual I"ragilidad, de que da testimonio la 
mortalidad, propia de la condición humana, ¿por qué nos victimall10s unos a 
los otros durante el tan breve caminar de nuestra') vidas? ( ... ) lJn mundo que se 
descuida de sus ancianos no tiene pasado; ya no participa de la herencia de la 
humanidad . Un mundo que sólo conoce y valori/':a el presente efímero y fuga/': 
(y por lo tanLo desesperado.-) no inspira k ni esperan/':a. lJn mundo que 
prctende ignorar la precariedad de la condición humana no inspira conliéUl/':a. 
Trátase de un mundo que ya perdió de vista la dimensiún temporal de la 
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existencia humana. Trátase de un mundo que desconoce la perspectiva 
intergeneracional, o sea, los dehcres que cada uno tiene en relación tanto COll 

los que ya recorrieron e l camino de sus vidas (nuestros antepasados) corno los 
que todavía están por hacerlo (nuestros descendientes). Trátase de un mundo en 
que cada uno sobrevive en medio a una completa desintegración espiritual. 
Trátase de un mundo que se ha simplemente deshumanizado, y que hoy 
necesita con urgencia despertar para los verdaderos valores". 

Considerarnos, por ello, un imperativo constitucional el que a través de la presente 
sen tencia se configure ohjetiva y proporcionalmente e l derecho a la pensión de aquellas 
personas que trabajaron para el Estado y aportaron durante su vida laboral, con el objeto 

e que, llegada su tercera cdad, goccn razonahlemcnte dc utla vida digna. 

C. EL CONTEN1I10 SOCIAL DEL IlERECHO A LA PENSiÓN 

§/. EL ESTADO SOCIAL Y OEMOCRÁTICO DI<~ DERECHO, LA 

ECONOMíA SOCIAL DE MERCADO Y EL DERECHO A LA I'ENSIÓN 

42. El reconocimiento del Estado social y democrático de derecho 
1·:1 Tribunal Co nsti tucion al ha precisado que cuando el artículo 41 dc la COllstituciúll 
reconoce que 

"la República del Perú es democrática ( ... ) y social" 
con figura al 1 ':slado peruano corno un 1 ':stado social y democrático de derecho , tal como lo 
ha reconocido este Colegiado en diversa j urisprudeneia, entre la cual sc puede citar el 
rundamento 10 de la Sentencia del I ':xpediente N° 0008-2003-!\IITC , Caso Mús de cinco 
mil ciudadanos, Sobre I)ecreto de Urgencia, y el f'undamento I de la Sentencia del 
I':x ped iente 0048-2004-!\I/TC, Caso José Miguel Morales Dasso, Sobre I,ey dc Regalía 
Minera. I.a configuración de nuestro Lstado como uno social y democrático dc derecho es 
el marco a l cual debe ajustarse el desarrollo del derecho a la pensión. 
I )s principios jurídicos de supremacía constitucional y de fuer/a normativa de la 
:onstitución impiden quc tal reconocimiento sea concebido corno un canon interpretativo 

meramente político y, en tanto tal, carente de consecuenciasjurídicas . 
Por el co ntrario , en virtud del principio interpretativo de la unidad de la Constitución , la 
condic ión 'soc ia l' del I':slado se instituye, de un lado, como un criterio hennenéutico de las 
cláus ul as constitucionales y del ordenamiento jurídico, en general; y, de otro, como una 
inst ituc ión dcterminante de l contenido esencial de los derechos l'undamentales. 

43. L· garantías sociales en favor del pensionista 
I retCrirse a la aplicación de las nuevas reglas pensionarias, el constituyente derivado, en 

la reformada Primera Disposición Final y Transitoria de la Constitución, se ha remitido a 
"ra'/.ones de interés social", 

10 cual importa la re levancia de aplicar al derecho a la pens ión los contenidos rrorios de 
un I ':stado demoerútico y social de derecho. 
I':sta fúnnula política es la concreción de Ulla evoluc ión histórica, representada por el 
trúnsito de un l ':stado liberal abstencionista y básicamente garantista de la au tonomía 
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individual, a un Estado comprometido con la promoción del bienestar general, donde la 
seguridad social aparece como una garantía institucional que otorga sostenibilidad al 
derecho a la pensión. De esta manera, la visión netamente formal de los valores de libertad 
e igualdad incorpora, en su substrato más íntimo, un contenido material orientado hacia la 
real consolidación de la libertad pero con justicia social. Por tal razón, la reforma, para que 
se considere constitucional, debe necesariamente contener una base de justicia social, que 
no puede ser eludida. 
En tal sentido, el Estado social y democrático de derecho no excluye, ni menos aún 
desconoce, las garantías del libre desarrollo de la personalidad en los distintos ámbitos y 
etapas de la vida, sean políticos, sociales, económicos o culturales. En el componente 
mismo del derecho individual, se reconoce un deber social traducido en el compromiso de 
coadyuvar a la real eficacia de aquellos factores mínimos que aseguran una vida acorde 
con el principio de dignidad humana, y que se encuentran proyectados en el conjunto de 
los valores superiores que la Constitución incorpora para el goce de todas las personas. 
Ello es así porque todos los pensionistas han contribuido con su trabajo a la creación de la 
riqueza nacional, para que, al momento de la redistribución de la misma, tengan una 
razonable participación, mediante el goce solidario de su derecho a la pensión, en base a un 
sistema eficiente de seguridad social que les permita satisfacer sus necesidades básicas 
dignamente. 

44. El ámbito social de la reforma constitucional del derecho a la pensión 
Sobre la base de la configuración político-constitucional del derecho a la pensión 

_ estudiada, corresponde determinar cuál es su substrato económico-constitucional. 
El artículo 58 de la Constitución reconoce que el orden económico se fundamenta en una 
economía social de mercado, que no es sino la economía ejercida con responsabilidad 
social y bajo el presupuesto de los valores constitucionales de libertad y justicia social. En 
consecuencia, tal como este Tribunal declara, como parte del fundamento 11 de la 
Sentencia del Expediente N° 0008-2003-AIITC, 

"( ... ) el Estado social y democrático de derecho no obvia los principios y 
derechos básicos del Estado de derecho, tales como la libertad, la seguridad, la 
propiedad privada y la igualdad ante la ley; antes bien, pretende conseguir su 

f 
mayor efectividad, dotándolos de una base y un contenido material, a partir del 
supuesto de que individuo y sociedad no son categorias aisladas y 
contradictorias, sino dos términos en implicación recíproca. Así, no hay 
posibilidad de materializar la libertad si su establecimiento y garantías formales 
?o van acompañados de unas condiciones existenciales mínimas que hagan 
posible su ejercicio real". 

La economía social de mercado está caracterizada, fundamentalmente, por tres elementos: 
'Bienestar social' , lo cual debe traducirse en empleos productivos, trabajo digno y 
reparto justo del ingreso (remunerativo y pensionable). 
'Mercado libre', el mismo que supone, por un lado, el respeto a la propiedad, a la 
iniciatj"va privada y a una libre competencia regida, prima Jade, por la oferta y la 
pem flda en el mercado; y, por otro, el combate a los oligopolios y los monopolios. 
, tado subsidiario y solidario', que importa que se reconozca la existencia de una 
cláusula general de mandato' que obliga a la intervención del Estado cuando la 

realidad socioeconómica se haya desvinculado, o peor aún, contravenga directamente 
el bienestar social. 
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En consecuencia, el contenido social de la Constitución económica no puede justificar, en 
aras de cubrir altos montos pensionables de un número de personas objetivamente no 
representativas de la comunidad adscrita al régimen del Decreto Ley N° 20530, que exista 
un desembolso considerable y constante de recursos presupuestales que deberían dirigirse 
tanto para reajustar las pensiones de los menos favorecidos, y así evitar iniquidades 
también para el futuro del sistema pensionario, como para desarrollar actividades estatales 
tendentes a la seguridad social. 
Esta cuestión, por 10 demás, está prevista, de acuerdo al criterio de progresividad, por la 
Segunda Disposición Final y Transitoria de la Constitución: 

"( ... ) el Estado garantiza el pago oportuno y el reajuste periódico de las 
pensiones que administra, con arreglo a las previsiones presupuestarias que 
éste destine para tales efectos, y a las posibilidades de la economía nacional". 

Así pues, no es posible olvidar que si la economía social implica, entre otros factores, una 
racionalización del gasto público en la legislación social en favor de los más 
desamparados (ancianos, enfermos, niños y minusválidos, como en cierta forma 10 
reconoce el artículo 4 de la Constitución), no será facultad, sino deber del Estado, remover 
todos los obstáculos jurídico-constitucionales que impiden efectivizar dichas medidas. 
Éste es el sentido que hace de la reforma constitucional del sistema pensionario un 
mandato constituyente fundado en el modelo económico constitucional. 

45. El reconocimiento de los principios sociales que sustentan el derecho a la pensión 
En el caso planteado, ninguna de las partes toman distancia de los criterios esbozados; por 

_ el contrario, coinciden con ellos. Sucede, sin embargo, que mientras los demandantes 
consideran que las disposiciones constitucionales existentes antes de la reforma, 
resultaban en mayor grado compatibles con los principios y valores del Estado social y 
democrático de derecho que las disposiciones vigentes luego de ella, el Congreso de la 
República opina lo contrario. 
Dicho de otro modo, los demandantes consideran que estamos ante una reforma 
peyorativa, pues la seguridad social, prevista en el artículo 10 de la Constitución, y, de 

L modo más concreto, el derecho a la pensión, reconocido por el artículo 11 de la Carta 
Fundamental, han sido disminuidos en su contenido esencial. Todo ello, a decir de los 
demandantes, revela un quebrantamiento del límite material al poder de reforma 
constitucional, previsto en el último párrafo del artículo 32 de la Constitución. Sin A, embargo, como ya se ha establecido, la cuestión constitucional no es que el derecho a la 

/ pensión sea un derecho absoluto, sino que, siendo un derecho relativo, la reforma 
o titucional que 10 modifique no infrinja su contenido esencial, y; en todo caso, que 

dic a intervención del poder constituyente instituido a través de la reforma constitucional, 
esté implementada razonablemente por el Congreso. 
Así las cosas, la decisión que adopte el Tribunal Constitucional debe tener como soporte 
los principios fundamentales que inspiran la interpretación de los derechos fundamentales 
comprometidos en el presente caso, y la escrupulosa ponderación de la capacidad 

6
~co 'mica de la nación. 

46 l principio-derecho de la dignidad humana respecto a la pensión 
El artículo 1 de la Constitución establece que 

f "la defensa de la persona humana y el respeto de su dignidad son el fin 
supremo de la sociedad y del Estado". 
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r ,a dignidad humana, tal como se ha precisado supra, es el presupuesto jurídico de la 
existencia de todos los derechos f'undamenta1cs. r ,a persona humana no puede ser 
concebida como un medio , sino como un fin en sí mismo; de al lí que su del'cnsa 
constituya e l fin supremo que debe inspirar todos los actos estatales, en particul ar, y los de 
la sociedad, en general. 
Sicndo así, la persona humana es el soporte del orden político y la paz soc ial, dc ahí que 

"( ... ) requiere una especial tutela por parte del Ordenamiento jurídico, tendente 
a garantizar el respeto a la dignidad de la persona humana y (. .. ) su c1'ccli va 

. . ,,21 
vIgencia . 

Tribunal Constituc ional , como parte dcl rundamento 161 de la Sentcneia del 
I':x¡ cdientc N° OO I0-2002-;\I/TC, Caso Marcelino Tineo Silva, Sobre los Decretos l.eyes 
de· 'erro ristllo, ha señalado que la dignidad humana se eonJtgura como 

I "( ... ) un minimum inalienable que todo ordenamiento debe respetar, defender y 
promover". 

I ,a seguridad social y el derecho a la pensión son elementos esenciales que configuran el 
mín imo existencial neecsario para garantizar una vida no só lo plena en su faz f<mnal () 
cxistencial, sino también cn su dimensión sustancial () material; o, en otras palabras, para 
garantizar una vida digna. 
Por tal razót}', una pensión constitucionalmente protegida sólo será aquella que se sustente 
en e l prin{!p io de dignidad de la persona humana. De lal ronmt, pucs, se infi erc la 
existenCÍ' /de un derecho a la dignidad pensionaria. 

47. El pri cipio-derecho de igualdad respecto a la pensión 
I,a ir a ldad, prevista en el artículo 2 inciso 2 de la Constitución, además de ser un 

're ho fundamental , es también un principio rector tanto de la organización del 1 ':stado 
oc al y democrático de derecho, como de la actuación de los poderes públicos. 
" ar licae ión del principio de igualdad no cxcluye cl tratamiento diferenciado. I':s decir, 

I ) se vulnerará dicho principio cuando se establc·/'ca una di ICrencia de trato f'undada cn 
ases objctivas y razonables. 

Fste Colegiado ha remarcado en su jurisprudencia, entrc la que se puede citar el 
IIH1damcnto I 1 de la Scntencia de los I~xpcdientes N° 000 1-2003-;\ 1 Y OOOl-200J -;\I, 
Caso Co legio de Notarios de I,ima, Callao y ;\rcquipa, Sobrc Inscripción Registral de 
Inmuebles, y el fundamento 15 de la Sentencia del I':xpediente N° OOOX-200l -;\I, que 

"( ... ) el rrincipio de igualdad en el I':stado constitucional exigc del legislador 
una vinculación negativa (J abstenc ionista y otra positiva o interventora. r ,a 
vinculación negativa está rclCrida a la ya consolidada jurisprudencia de este 
Co legiado res recto de la exigencia de ' tratar igual a los que son iguales ' y 
'distinto a los que son distintos', de fl.mna tal que la ley, como regla general , 
tenga una vocación necesar ia por la gene ralidad y la abstracc ión , quedando 
proscrita la posibi lidad de que el hstado, a través del legislador, pueda ser 
generador de factores discriminatorios de cualquier índole. Sin embargo, 
enl'ocar la inte rpretación del derecho a la igualdad desde una I ~r/' estrictamente 
liheral , supondría rcducir la protcceión constitucional del principio de igualdad 
a un contenido meramente lúrmal , m;:()f1 por la cual es deber de este Colegiado, 

,4 ALEGRE MARTíNEZ, Miguel. La dignidad dc) la persona como flmd;)m0.nto r.lel orr.len;:¡micntn 
constitucional español. León , Universidad de León, 1996. p. 134. 
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de los poderes públicos y de la colectividad en general, dotar de sustancia al 
principio de igualdad reconocido en la Constitución. I':n tal sentido, debe 
reconocerse también una vinculación positiva dd legislador a los derechos 
fundamentales, de ronna tal que la ley esté llamada a revertir las condiciones 
de desigualdad o, lo que es lo mismo, a reponer las condiciones de igualdad de 
las que la realidad social pudiera estarse desvinculando, en dcsmcdro dc las 
aspiraciones constitucionales". 

Desde tal perspectiva, en la evaluación de la constitucionalidad de las leyes impugnadas, 
este Tribunal deberá apreciar si el legislador prctende corregir, eon medidas razonables y 
proporcionales, situaciones sociales de desigualdad , o s i, acaso, las rnedidas dictadas hall 
sido consecuencia de nuevas situaciones discrirninatorias . 1-:1 criterio de evaluación para 
ello será el del beneficio de todas las personas que reciben pensión , y no exclusivamente 
el de los que están adscritos al régimen pensionario del Deercto I.ey N° 2.0530. 
Sobre el particular, debe tenerse presente que, en la medida que el régimen pensionario de 
d icha norma especial fue creado por el legislador ordinario de lacto, pcro incorporado en 
la Primera Disposición I,'inal y Transitoria de la Constitución de 1993 o. y e11 el pasado, por 
la Octava Disposición CJeneral y Transitoria de la Constitución de 1979-, tiene la cal idad 
de derecho de configuración legal. 
Debe enf~llizarse que el constituyente derivado goza de un margen más o menos amplio de 
d iscreción para configurar las nuevas posiciones subjetivas exigibles en matcria de 
seguridad social. No obstante, d respeto al principio de igualdad se constituye como un 
límitc a dicha compctencia, debido a su condición de universalidad, propia del sistema de 
seguridad social, con I{)rme a lo scilalado por el artículo 10 de la Constitución; asimismo, 
e l constituyente debe respetar los principios de solidaridad y progresividad, subyacentes 
en todo sistema de seguridad social que provee un derecho a la pensión con equidad. 

48. F. i principio de solidaridad respecto a la pensión 
este principio, derivado directamente de la elúusula de I ':stado social y democrútico de 

derecho prevista en el artículo 43 de la Cons tituciún, implica el compromiso directo de 
cada persona con los fines sociales del I ':stado, de manera tal que a nadie resulte ajena la 
vocación por priorizar las nuevas medidas pensionarias que eleven la calidad de vida dc la 
ihayoría de los pensionistas, así como la de acabar los privilegios pensionarios que 
contravengan un orden constitucional solidario. 
I ~n ta l sentido, confónne ha señalado este Tr ibunal en el l'undamen to 1 () dc la Sentencia 
del I ':xpediente N° 2945 -2.003 -AA, Caso Azanca Alhelí Me/,a (farda, Sobre Pac iente de 
VIII/SIDA, 

"(oo.) la solidaridad implica la creación de un nexo ético y común que vincula a 
quiencs integran una sociedad po lítica. I':xpresa una orientación normativa 
dirigida a la exaltación de los sentimien tos que impulsan a los hombres a 
prestarse ayuda mutua, haciéndoles scntir que la socicdad no es algo externo 
sino consustancial". Por ello, al principio de solidaridad son inherentes, de un 

. lado , "el deber de todos los integrantcs de una colectividad de aportar con su 
actividad a la co nsecución del fin común", y de otro, " el deber del núcleo 
dirigencial de la colectividad política de redistribuir adecuadame nte los 
beneficios aportados por sus integrantes; ello s in mengua de la responsabilidad 
dc adoptar las medidas necesarias para alean/.ar los fines sociales". 
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Nuestra Constitución Política rel:oge en sus normas dis¡Josil:iolles referidas a la 
sol idaridad, cstatuyendo que es deber primordial del I ':stado ¡Jromovcr el bienestar gencral 
fundamcntado cn la justicia yen el desarrollo integral y equilihrado de la Nal:iún (artículo 
44); que la el:onornía social de merl:ado es en sí misma la superal:ión de la visión 
redul:cionista de las rcl aciones entre los homhres l:omo interl:ambio de l:osas (artículo 58); 
y que la educación ¡Jrepara para la vida y el trab~\jo y I<:HrlCnta la solidaridad (artículo 14), 
Lste Tribunal, en el fundamento 14 de la Sentenl:ia recaída en el I ':xpedien te N° 00 l 1-
2002-A I, Caso Angel (Ju illerrno Ilcnera Otiniano, Sohre Constitul:ión de l Comité 
I':spel:ial Multisectorial de Reestruetural:ión de la Caja de Ikndi l: ios y Seguridad Social 
del Pesl:ador, ha resaltado la eS¡Jel:ial vinl:ulal:ión l:xisLcntc entre la seguridad social y el 
prinl:ipio in comen/o: 

"Ls de rel:onOl:erse el fuerte contenido axiolúgico de la seguridad soc ial, cuyo 
principio de solidaridad genera que los aportes de los trabajadores activos 
sirvan de sustento a los retirados mediante los l:obros mensuales de las 
pensiones. I':n estel:aso, el rol que compete al I\stado en la promol:iún del 
ejercicio del instituto no puede ser subestimado ni mucho menos deseonol:ido". 

Por tal razón, dentro del univcrso de los titu lares del dcrecho a la pensión del régimen 
pens ionario del 1 kcreto I,ey N° 205]0, es plenamentel:onstitul:ional que estén vinl:ulados 
por el prinl:ipio de solidaridad, correspondiente a un i':stado social y democrátiw de 
derelho, lo l:ual supone la asullción de los lines cornull itari sLas de la seguridad social y el 
der cho a la pensión , en el marw de los artículos 10 Y 11 de la COllSlitul:ión, 

49. E principio de progresividad respecto a la pensión 
',s ind udable que la elCetividad plena de los derechos económicos, sociales y culturales (~ll 

general, no podrá lograrse en un hreve periodo de tiempo. 
1\1 Comi té de Derechos I':conómicos, Sociales y Culturales de las Naciones lJnidas, ha 
precisado, en su Observac ión General N° ], que cllo no implica deseonol:er que dicho 
pnnclpro 

P, 
/ 

"( ... ) dehe interpretarse a la luz del objetivo general ( .. ,) que es estahlel:er claras 
ohligal:iones para los I':stados Partes con respecto a la plena efecLividad de los 
derechos dc que se traLa. (~ste irnpone así una obligación de rrol:eder lo rnús 
exped ita y diea';:11Iente posible con miras a lograr ese ohjetivo, Además, todas 
las medidas de carácter deliberadamente retroactivo en este aspeclo requerirán 
la consideral:ión mús cuidadosa y deberún justi IIcarse plenamente por 
relCrencia a la toLalidad de los deredlOs rrevistos en el Pacto yen el contexto 
del aprovechamiento pleno del lnáxirno de los recursos de que se disponga,,)5, 

1,:1 pr cipio de progresividad implica que, dentro de las diversas opciones que el 
legis ador tiene para regular el ejercicio de dichos deredlos, 

"( .. ,) los poderes políticos tienen en principio vedado elegir supuestos de 
reglamentación irrazonable y, además, elegir supuestos de reglamentación que 
importen un retrol:eso en la situación de goce de los derechos el:onórnieos , 

. I 1 l' ,,'J.(, SOCia es l:U tura es vigentes , 

2 Observación General 'La índole de las obligaciones de los Estados Partes', Párrafo 1 del artículo 2 
del Pacto, elaborado en el 5° Período de Sesiones, 14/1290. 

26 
AI31~AMOVICH , Víctor y Christian COURTIS Los derechos sociales como derechos exigihles Madrid, 
Trotta, 2002. p. 97. 
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I':sta disposición intcrnacional, si bicn no constituye un mandato vinculante para el I':stado, 
dado su caráctcr dc dcrccho débil -soji law-, pcrmitc intcrprctar n;v,ollahlemente, a la lu/. 
dcl principio del paralelismo jurídico de las formas, que el principio de progrcsividad no 
cs ahsoluto. 
Dcbc tenersc prcsente, por otro lado, que se trata de un principio nclamente objetivo y no 
subjetivo, motivo por e! cual la reforma cucstionada, quc impacta sob re un grupo dc 
pensionistas no representativos cuantitativamente en matcria de segur idad social, no es 
. constitucional per se . Si la reducción objctiva y proporcional de las pensiones de la 
m noría se ha previsto en línea de equidad con e! propio derecho a una pensión de acuerdo 
c( e! principio de dignidad humana de la mayoría, el principio de progresividad no estará 
al 'ctado. 
P r ello, no se vulnera tal principio cuando se busca la justicia e igualdad entre los 
p ns iollistas al amparo dc una idea democrática de justicia común. No se pucdc beneficiar 
a un grupo minoritario de pensionistas en dcLrimento de la mayoría de e llos. 

so. :El principio de equilibrio presupuestal respecto a la pensión 
Constitucionalmente se ha previsto, como parte de! art ículo 7g, que todo presupuesto del 
I':stado debe contar con un equilibrio financiero que permita que la progresividad antes 
enunciada sea real y no ficticia, respecto a un grupo limitado de personas, como ocurre 
con los heneficiarios de! régimen pensionario del DecrcLo I,ey N° 205]0. Por e llo , cuando 
en e! artículo X7 de la Carta Magna se prescribe quc se romenta y garantiza el ahorro , se 
está condicionando incluso la actividad dcl propio I ~s tado , puesto que no se trata de un 
aholTo simplemente parti cu lar, según un análisis microeconómico, sino talllhién de uno 
quc, a (A'avés de los instrumentos macroeconómieos, redunde en el presupuesto público. 
Ls d cir, el Lstado debe, al momento de sufragar los costes del pago de una pensión , 
ob,' ,rvar e! principio de! equilibrio en su presupuesto. Lste Colegiado, en cl fundamento 
7 dc la Sentencia del I':xpediente N° 0004··2004-CC, Caso Poder Judicial , Sobre 

ostu lación del Prcsupuesto Público, ha sostenido que un fin de esta actividad 
presupuestal es 

"( ... ) interpretar, a través de los programas de ohras, servicios y comctidos, e l 
sentido de la noción bien común" . 

Respecto al punto antes desarrollado, e! Congrcso de la República, entre otras 
consideraciones, ha acudido a razones de orden económ ico para justi liear la aprobación de 
la rel'orma constitucional cuestionada. Así, ha precisado que 

~ 
"( ... ) una de las características que ha acompañado este régimen durante toda 

+ 
su ex istencia e.'s el déficit, dado que las aportaciones de los .trab(~jadOreS nunca 

/ han sido suficientes para sostene r los beneficios que el pensionista y sus 
sobrevivientcs percibcn; lo que ha conllevado a recurrir a los recursos públicos 

1- . 1 b f-' J ,,77 para maneJar os enelclos otorgaoos . , 
pertinente enlatizar, entonces, que las consideraciones de tipo económ ico no resultan 

Impertinentes en sí mi smas para sustentar la e laboración de leyes, sean éstas ordinarias o 
de rcf'orma constitucional. 

21 Contestación a la demanda de inconstitlJcionalidad W OOfi1 · 200t1 ·PI, p. 8, reiterada en la 
contestación de las demandas N° 004-2005-PI, 007 -2005-PI Y 009-2005-PI. 
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De otro lado, el tema del ahorro público es uno de los que más incidencia ha tenido rara 
decidir la rcl'orrna constitucional. I ~n cuanto a ello, en la Primera Disposición I;inal y 
Transitoria de la Constitución ya rel'ormada se ha señalado quc 

"( ... ) el ahorro presupuestal que provenga de la aplicación dc nuevas reglas 
pensionarias será destinado a incrementar las pensiones más hajas, conl'orm e a 
ley ... I ,as modificaciones que sc introduzcan en los rcgímencs pensionarios 
actuales, así como los nuevos regímenes pensionarios que se estable/,can en el 
Futuro, deberán regirse ror los criterios de sostenibilidad linaneiera ( ... )" . 

I ~n elCcto , en tanto la Constitución trasciende su connotación de norrna de organización 
política para sentar las bases mínimas indispcnsables de eonvivcnci a social idelltilicada 
con e l rrineipio de dignidad humana, los criterios lundados en el orden constitucional 
~conómic() y en los principios que lo inl'otman, no pueden ser tachados COtllO 

1 rertinentes para justificar, cuando menos en parte, la modificación del ordenamiento 
c )tlsti tucional. 

§2. EL DERECHO A LA PENSiÓN COMO MANfFESTAClÓN OE LA 

GARANTíA fNSTITUCIONAL [)E LA SEGURIDAD SOCrAL 

51. Según un demandante, se ha afectado la intangibilidad de la seguridad social 
Para uno de los demandantes, la seguridad social posee 

" ( ... ) tres aspectos lundamcntales: la li beración de la necesidad como objeti vo 
general; la garantía de seguridad económica a todos los miembros de la 
comunidad para el acceso a una vida digna; y la amp litud de instrumentos 
arlicables a este Fin, con rrelCrcneia por los seguros sociales y la asis tencia 
social"n. 

I';s decir, no considera posible que se le reeotlO't,:ca un ámbito reducido, o que se termine 
alcctando su contenido esencial, tal como habría sucedido con la rcftJr1na constitucio11al. 
I':s así como llega a a lirrnar que 

"( ... ) la citada norma no está respetando los derechos adquiridos de los cesantes 
y jubilados, toda ve/, que, tal como se desprende del espíritu de las nOl1l1aS 
pensionarias y de la propia Constitución, la misma estú orientada a la 
protección de la persona humana eorno sujeto de derecho a una vida digna, que 
le permita cubrir posteriormente a su muerte la orfandad de la familia y/o la de 

, , . ,,29 
su conyuge superstt te . 

. Según el demandado, no existe afectación a la seguridad social 
De manera genérica, el demandado ha scfíalado que no existe alCctación a la seguridad 
social en e procedimiento de rerorma constitucional reali '/.ado, precisando que 

"( ... ) se requiere garantizar la existencia de prestaciones y de Ión dos que las 
provean para el curso de los próximos años, lo que só lo puede concretarse a 
través de una administración que pondere las necesidades de los aetuales y 
futuros beneficiarios y los recursos con que se cuenta para el logro de sus lines . 
I~ste es uno de los rUlldamentos de la rcl'orma constitucional al proteger la 

----------_._--_ ... _--

Demanda de inconstitucionalidad W 007 -2005-PI , p_ 33. 
29 Demanda de inconstitucionalidad N° 009-2005-PI , p_ 24_ 
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subsistencia del sistema, de tal lorma que la re,'orrna es parte del desalTollo de 
la Seguridad Social en su conj unto; no haccrlo signi rica poner cn riesgo todo el 
S istema de Pensioncs en el Pcrli":lO . 

Tal ali rmación sc encucntra en conexión directa con e l hecho dc que la seguridad social 
aparcce constitucionalmcntc con cl sustcnto del derccho a la pensión , tal eOlno 
corresponde, ahora, explicar, 

53. La pensión y la seguridad social constitucionalmente reconocidas 
El artículo 10 de la Constitución reconoce 

"C .. ) el dcrecho universal y progresivo dc toda persona a la seguridad social , 
para su protección frente a las contingcncias quc prccise la ley y para la 
elevación de su calidad de vida" . 

particular, y de modo mús conerclo, el artículo 11 de la Constitución, estipu la 

"( .. . ) e l l~stado garantiza el libre acceso a prcstacioncs de salud y a pensiones, a 
través de entidadcs públicas, privados o mixtas". 

Así, 61 derecho a la scguridad social se instituye como una garantía institucional del 
derecho a la pensión, a l posibilitar su vigencia según los parámetros correspondientes a un 
I ':stado socia l y democrático de derecho . 
Pero, ¿qué es en estricto una garantía institucional? 
I':s una fórmula constitucional que permite asegurar una especial salvag uarda de ciertas 
instituciones. Fs decir, 

"( ... ) no es un derecho fundamental en sentido auténtico , pero signi lica una 
protección constitucional contra la supresión legislativa, scgún es caractcrístico 
de la garantía institucional ,, \I . 

De esta forma, la seguridad social está prevista en la Constitución como la garantía 
institucional del derecho a la pensión. 

54. La seguridad social corno garantía institucional 
[,a seguridad social es la garantía institucional que expresa por excelencia la función 
social del I ~ stado. Se concreta en un complejo normativo estructurado -por impcrio del 
artícu lo l () de la Constitución- al amparo de la ' doctrina de la contingencia' y la calidad 
de/ vida; por ello, requiere de la presencia de un suruesto fáctico al que acomraña una 
pjcsunción de estado dc nccesidad (cese en el emrlco, viuck";:, ()rf ~lndad, invalide·;:, entre 
e tras) que condiciona el otorgamiento de una prestación pecuniaria y/o asistencial, reg ida 
)or los principios de progresividad, universalidad y solidaridad, y ('undada cn la exigenc ia 
no sólo del mantenimiento, sino en 'la elevación de la calidad de vida ' . 
¡':n otras palabras, como ha expresado este Tribunal en el fundamento 14 de la Scntcncia 
del I ':xrediente N° no l 1-2002-AI /TC, 

"( ... ) la seguridad social ( .. ,) es un sistema institucionali/.ado de prestaciones 
individualizadas, basado en la prevención del riesgo y en la rcdis tribución de 
recursos, con el único propósito de coadyuvar en la calidad y el proyecto de 
vida dc la comunidad". 

Contestación a la demanda de inconstitucionalidad N° 0051 -2004-PI. p. 13. reiterada en la 
contestación de las demandas N° 00t1?005PI , 007?OOf)PI y OOQ700S PI 
SCHMITT, Car!. Teoría de la Constitución. Madrid . Ali anza Editorial. 1982. p. 177 . 
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I':s ta ineludib le vinculación de la seguridad social con el principio de dignidad se expresa 
en un sistema institucionalizado, imprescindible para la defensa de diversos principios 
constitucionales, 10 que permite reconocerla como una garantía institucional. 
1·:1 Tribuna l Cons titucional español, en criterio aplicable al contexto constitucional peruano, 
mutatis mutandis, ha señalado en el fundamento 3 de la Sentencia 17/1994, que la 
seguridad social es una garantía institucional 

"( ... ) cuya preservación se juzga indispensable para asegurar los principios 
constitueionales estableciendo un núcleo o reducto indispon ible por el 
legislador (. .. ), de ta l suerte que ha de ser preservado en ténninos reconocibles 
para la imagen que de la misma tiene la conciencia social en cad<1 tiempo y 
lugar". 

I':n consecuenc ia, como garan tía ins ti tuc ional que la Constitueión reconoce, la segu ridad 
social está blindada contra una rcJórma leg islativa -incluso constitucional- quc la anule () la 
vacíe de contenido . 

55. Configuración de la seguridad social 
Toda garantía ins tituc ional, como la seguridad soc ia l, para poder operar directamcnte, a 
d ife rencia de un derecho lundamental c1ásieo, requiere de configuración legal. I':s deci r, la 
ley constituye I'ucnte normativa vital para delimita r su contenido protegido. 
Para este Colegiado, dicho contenido se encuentra conl"ormado fl.lnd<1mentalmcnte por los 
siguicntes aspectos: I':n primer lugar, por las disposiciones legales que cs tablecen las 
co ndiciones dc pertenencia a un determinado régimen de seguridad social, lo cual no 
s ignifica que sea irrefórmable, sino que su rcl'onna requeriría de una mayor carga de 
consenso en cuan to <1 su necesidad , oportunidad y proporcional idad. I':n segundo 1 ugar, 
por las di sposiciones lega les que establecen las condiciones para la obtcnción de un 
derecho subjetivo a una detenninada prestación. I':n tercer lugar, por el principio de 
solidaridad, expl icado supra, que es portador de la justicia redistributiva subyacc nte Cll 

todo sis tema de seguridad social. 

56. Las obligaciones estatales respecto a la pensi()n a partir de su consideración como 
derecho social 
Toda política pública nace de obligaciones objetivas concretas que tienen como finalidad 
primordial el resguardo de derechos tomando como basc el respeto a la dignidad de la 
persona, y que, en el caso de la cjecución presupuestal para lincs sociales , no debe 
considera rse como un gasto sino como una inversión social. 
Por esta razón , 

"(, .. ) sostener que los derechos sociales se reducen <1 un víncu lo de 
). responsabilidad política entre cl constituyente y el lcgislador, no solo es una 
f/7 ingenuidad en cuanto a la cxistcncia dc dicho Víl1cu lo, sino también una 

.", / distorsión evidente en cuanto al scntido y coherenc ia que debc mantener la 
( :onsti luc ión ".l?. 

r el lo, e l derecho a la pensión constituye una manilCstación no única por cicrlo- de la 
garantía institucional de la segurid ad social. Por lo tanto, como lo ha sostenido también 

------_._-_._----

M ORÓN DIAZ , Fabio. La dignidad y la sol idaridad como principios rectores de l diseño y aplicación 
de la legislación en materiG de seguridad soci<11. Fn I\nuGrio d0 OeredlO Cnnstitllr.iorl:J1 R110no;, 
Aires, CIEDLA, 2000. p. 668. 
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este Tribunal, los derechos l'undamentales prestaeionales no pueden ser considerados C0l110 

simples emanaciones de normas programúLicas, si con ello pretende describírseles como 
atributos diferidos carentes de toda exigibi lidad en el plano jurisdiccional , pues justamente 
su mínima satisf~lceión reprcsenta una garanlÍa indispensable para la real vigcncia de olros 
derechos f'undamentales , y, en última instancia, para la defensa misma de la persona 
humana y el respeto de su dignidad . I':n esta línea, el derecho a la pcnsi(Hl Jebe asumir 
oda .. las cualidades provenientes de su naturaleza social. 
I':ntor ces, no es ilógico que en e l I'undarnento 11 de la Sentencia del l':xpediente N° 2945-
2003- A/TC este Colegiado haya expresado que 

"(, .. ) de este modo Ipor ejemplol sin educación, salud y calidad de vida digna 
en general, mal podría hablarse de libertad e igualdad social , lo que hace que 
tanto el legislador como la administración de justicia deban pensar en el 
reconocimiento de los mismos en I'orrna conjunta e interdependiente ( ... ) I ~n 

puridad , todos los derechos humanos constituyen un complejo integral único e 
inc\ivisihle, en el que los ditCrentes derechos se encuentran necesariamente 
interrelacionados y son interdependicntes entre sí". 

Consec uentemen te, en el I ':stado social y democrático de derecho, la ratio fundamentalis 
no es privativa dc los derechos de dctCnsa, es decir, de aquellos cuya vigencia se cncuentra 
garantizada con una conducta estatal ahstencionista, sino que es compartida también por 
los derechos de preslación social quc reclaman del I~stado una intervcnción concreta , 
dinámica y eficiente, a dedos de asegurar las condiciones mínimas rara una vida acorde 
con e l principio de dignidad humana. 
Atendiendo e llo, la rcl'onna constitucional pensionaria del régimcn del Decreto I,ey N° 
20S30 resulta plenamente constitucional , en la medida que procura aseg urar un e liciellle 
s is tema de seguridad social y un derecho a la pensión justo. 

/ 
§3. LA .JUSTICIA COMO SUBSTRATO DEL IlERECAO A LA PI~NSJÓN 

7. Según los demandantes, el nuevo ré~imen pensionario no se sustenta en el valor de la 
justicia 
Uno de los demandantes sos ti ene que 

"( ... ) la alCctación de esos derechos sociales individuales o subjeti vos implica, 
coetánea e inseparablemente , la vu lneración del principio del I ':stado Social de 
Derecho, el mismo que forma parte de la 'rórmula política' de la COllsti lución 
y, en tan to tal, ~ena a al competencia del legislador ordinario para la rc!<mna 
constitucional") . 

ún el demandado, la reforma era necesaria por razón de justicia 
,n electo, el demandado alega que 

"( ... ) el objetivo principal del sistema pensionario es que todos tengan acceso a 

h una pensión y que ésta ascienda a un monto ra',o':onable dado que la existencia 
del sistema no se limita al derecho de los trabajadores a ser pensionistas sino 
también se reliere a la ra;:onabilidad en el monto percibido. Cuando las altas 
pensiones de unos impiden a otros alcanzar pensiones razonables se está 

:1:1 Demanda de inconstitucionalidad N° 007-200S-·PI, P 78. 
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contrariando el principio fundamental de existencia del sistema pCI\sionario de! 
I ';stado, por lo tanto , estas normas debían reformarse o modi fiearse". I':ntonces , 
"era necesario restablecer e l tratamiento igualitario de los regímcnes 
pensionarios, toda vez que existe una manifiesta iniquidad que se evidencia en 
las diferencias existentes entre e! régimen del D.I" N° 20530 Y otros regímenes 
que dependen, en mayor o menor medida, de recursos públicos provenientes de 
los impuestos que pagan todos los peruanos"J1, 

I';videntemen te, asevera que sólo a través de la rcf<mna de la Constitueiún, el sistema 
sionario cumpliría finalmente los fines que siem pre ha estado destinado a cumplir. 

59. La. usticia distributiva como elemento inherente a la equidad 
a mencionado supra que el principio de solidaridad se encuentra particulannente 

iden ilicado con e! sistema de seguridad social, pues el aporte de los trabajadores activos 
sirve de sustento a l otorgamiento de las pensiones de los trah(;~jadores retirados. Sin 
emb' rgo , ésta no debe ser sino una de las diversas manifestaciones que dicho principio 
debe Inroyectar al interior del sistema, 
Ln dedo, si bien es cierto que la variedad de los regímenes pensionarios existentes en 
nuestra legislación impide que exista un tratamiento objet ivamente uni ¡'orme para [odas 
las personas pertenecientes al sistema de seguridad social (aunque, por el principio de 
igualdad la legislación debe procurar que tienda a unificarse), también lo es que , 

;1 constitucionalmente, sí se puede establecer una homologación interna, l':sto, desde luego, 
, I no implica que todos los pensionistas de determinado régimen sean titulares de un monto 
I ¡ de pensión único, pues éste depende, entre otros f'aetores, del aporte individual que cada 
\1/. persona efectúa al sistema, pero eXige que no exista una distancia marcadamente 

/ inequitativa entre dichos montos, que esté desprovista de ra:;,onabilidad y 
proporcional idad, I 

( 

60. ~,a equidad en términos económicos 
Según un in lcmne presentado por la Presidencia del Consejo de Ministros, el Ministerio de 
Trab~jo y Promoción Social y el Ministerio de I':eonomía y Finanzas , la pensión mús alta 
del régi men del Decreto l,ey N° 20530 es veintiséis veces mayor que la mús b,~ja3~, 
Obviamente, la ausencia de equidad al interior del régimen es manifiesta, 
¡':ste Tribunal, en un pronunciamiento anterior, ha declarado que el retCrido régimen 
prcvisional es un sistema inherentemente des financiado, pues, en la mayoría de casos, los 
aportes que los pensionistas han reali';:ado durante sus años de actividad son claramente 
insulicie es para l'inaneiar los beneficios que perciben (ver Grúfieo N° 1), 

~+-~~~_ .. _-_._-~_._--~ -. 

34 Contestación a la demanda de inconstitucionalidad N° 0051 -2004-PI, pp. 9, 7, reiterada en la 
contestación de las demandas N° 004-2005-PI , 007-2005-PI Y 009-2005-PI. 

:15 rCM/MTPS/Mr=F l as princ:ipClles preguntw; sobre 18 Reforrné1 ConstitiiC~inné11 nn mntnriCl 
pensionaria del DL 20530. Lirna 2004. p. 3. 
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GRÁneo N° 1 

Costo Anual del Decreto Ley N° 20530 Y pensionistas 
(Hasta finales del año 2003) 

Costo del Estado Pensionistas 
(millones de soles) (miles) 

SNP DL 20530 

". 4 •• 
l~O , .. 
". , .. 
". , .. ,. 

CO~lll del Ikerelll I ,ey N° 20'i30, Inc luye l11unicipal idadcs, 
H ) N(\ I ; I ~, organislllo~ <lulúnonlos y conlingenc ias por dislors ión 
de plan i llas del I':s lado. 

Fuente : ONP / ME I! 

Elaboración : D(J!\ I ':S-M I ': I! 

SNP DL 20530 
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1 ':n los fundamentos 3 1 y 32 de la Sentencia de los I ;:xpedientes N° 000 1-2004-A1I'I'C y 
0002-2004-AIITC, Caso Más de eineo mil ciudadanos, Sobre I,'ondo para la Asistencia 
Previsional, este Co legiado ha señalado lo siguiente: 

"I-:n e recto, durante 24 años (julio de 1979 ajulio de 20(3), la tasa dc arorte al 
régimen de l D, 1" N° 20530 fue de 6%) (sólo recientemente, a partir del mes de 
agosto de 2003, fue inc rementada a 13[%), [~lctor que , obviamente, dctennina 
su inviabi lidad, más aún si se torna en cuenta que ('ue en el año 19X2 en que 
entró en vigencia la I,ey N° 23495 que, en desarrollo de la Octava [)isrosición 
General y Transitoria de la Constitución de 1979, permitió la nivelaciún 
progresiva e ilimitada de las pensiones con las remuneraciones de los 
trabajadores del sector púb lico de las respectivas categorías, 
De acuerdo a la in{'olmación enviada por e l Ministerio de ¡-:collomía y Finanzas 
a so li c itud de este Tribunal Constitucional, respecto de la relación dc los altos 
funcio narios bencliciarios del Decre to Ley N° 20530, el inl'orme 'Marco 
Macroeconómico Multianual 2004-2006 revisado' publicado en el Diario 
Ofic ' /',1 jleruano el 31 de agosto de 20(3), y a la in ()I1nación de 
cocimiento público proporcionada por el mismo Ministerio , rublicada cn 

ww,proyecto20530.gob.pe, ' Isle estima que, bajo condic iones optimistas, el 
valor de los aportes al sistema entre 1974 y 2003 apenas alcanza tJS$ 1 n, 147 
mi ll ones, en comparación eon los US$ 36,950 millones quc ('ueron pagados en 
el m ismo período, 1\ ruturo, se estima que sólo se recaudarán US$ 149 
mill ones en aportes, mientras que se tendrán que pagar pensiones por lJS$ 
24,564 rn illo nes, 
Debido a l reducido valor de los aportes, las pensiones del DI. 20530 deben ser 
financiadas a través de recursos públicos, provenientes de los impuestos que 
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pagamos todos los peruanos. Así, el costo del DI , 20530 representa el 17% de 
los ingresos tributarios del Gohierno Central y el R I % de la inversión pública. 
I \n tal sentido, recursos que podrían destinarse a sectores prioritarios corno la 
salud, la educación y la infraestruclura básica, deben ser destinados al pago de 
pensiones de 290 mi I pensionistas, que apenas representan el 2,51% de la PI ';,1\ 
del país ... 
1':1 costo anual para el I':stado del régimen del DI, 20530 asciende a SI S,2()(¡ 
millones. I~ste monto es financiado en gran medida a través de los impuestos, 
tasas y arbitrios pagados por la ciudadanía y es destinado a linaneiar los 
beneficios de 295 mil pensionistas de este sistema ... Se estima que -para que 
una persona se juhile con una pensión equivalente al I()O(~) de su sueldo, que 
luego sea transfCrida en su totalidad a su viuda de manera vitalicia, con sólo 
treinta años de servicios- se requeriría una tasa de aportes de equilibrio de, por 

I lo menos, 38%, para que no requiera subsidio del Fstado. Más aún si se 
considera que, al no existir edad mínima de jubilación y sólo requisitos de 
lapso de tiempo y de aportación en los cuales se incluye hasta los años de 
estudio para acceder a pensión nivelahle, nonnalmente los pensionistas se han 
jubilado a una edad muy temprana, lo que tiende a alargar el período de pago 
de pensión " '. 

'1. La Limitación constitucional de la nivelación pensionaria 
, r ,uego de efectuada la rerorma, la Primera Disposición I,'inal y Transitoria enuncia ahora 
\ I . . 
I o sIgUIente: 
~ "Por razones de interés social, las nuevas reglas pensionarias establecidas por 

ley se ap licarán inmediatamente a los trahajadores y pensionistas de los 
regímenes pensionarios a cargo del I ':stado, según corresponda. No se podrá 
prever en ellas la nivelaeión de las pensiones con las remuneraciones, ni la 
reducción del importe de las pensiones que sean inf'criores a una Unidad 
Impositiva Tributaria... Las modi fieaciones que se introduzcan en los 
regímenes pensionarios actuales, así como los nuevos regímenes pensionarios 
que se estable/.ean en el luturo, deberán regirse por los criterios de ... no 
nivelación". 

Corresponde, entonces, precisar qué se entiende por nivelación y qué concepto de equidad 
subyace a este enunciado normativo, a la luz del carácter social del derecho a la pensión. 
Debe sc-alarse, además, que según la Primera Disposición I;¡nal y Transitoria dc la 
Cons' ueión rerorrnada, 

"( ... ) la ley dispondrá la aplicación progresiva de topes a las pe1lsiones que 
excedan de una Unidad Impositiva Trihutaria". 

2. La contraposición de argumentos respecto a la nivelación de pensiones 
I ~ste terna está en correspondencia directa con e l principio de solidaridad antes 
mencionado. l ,os demandantes han tratado de argumentar la existeneia de una afectación a 

A } ravés de la reforma constitucional. Uno de ellos al~rma que 
1// "(oo.) la Nivelación de Pensiones como hecho jurídico, tuvo un solo momento 

/ de conliguración y a la vez su norma de creación posee un supuesto de hecho 
norrnalivo ya cUlnplido pues, por Ull lado, la referida conliguraeión del derecho 
se da a la entrada en vigencia de la Octava Disposición I,'inal y Transitoria de la 
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Constitución Política de 1979 y, por otro, el cumplimiento del supuesto de 
hecho normativo se dio cuando los bcneficiarios del Rég imen del Decreto l ,ey 
N° 20530 cumplieron con los requisitos para acceder a la Nivelación de 
Pensiones , esto es: a) Ser miembro del Decreto I,ey N° 20530, y: b) Tener más 
de 20 años de servicios al Lstado, situaciones éstas que antes de entrada cn 
vigencia la [ ,ey de RcI'onna Const ituciona l N° 2Wl89 ... ya se hahía consolidado 
tota lmente para aque llos trabajadores y pensionistas que cumplieron -según 
cada easo- con laborar 20 o más años a ravor del l ':stado y en consecuencia 
para e llos no existen 'hechos aun no cumplidos '''v,. 

Otro dd-ende el impedimento de nivelación prcscrito por la nucva Primcra f)isposiciún 
Final y T 'ansitoria, al señalar que 

"( ... ) la prohibición de nivelar las pensiones se encuentra dada de manera 
am plia y genera l, es deeir, para todos los pensionistas, sin distinguir s u 
capacidad adquisitiva, los años de servicio, la edad, etc. , entonecs, encontrarnos 
que la regla técnica de idcntilicaóón de una adceuada aplicación del principio 
de igua ldad se rompe, ya que la ley propugna tratar igual a los desiguales, es 

l decir, sin tomar en consideración las diferencias objetivas existentes entre los 
rn ismos,,37. 

A. su turno, el demandado sostiene que 
"( ... ) la reforma constitucional ha sustituido la nivelación por la rcg la gcneral 
de incremento que se aplica para otros pensionistas , tanto en el régi men del 
Decrcto l ,ey N° 20530 para quienes tienen derecho a pensión no nivelahl e 
como en e l régimen del Decreto [,ey N° 19990. Se trata entonces de un cambi o 
en el mecanismo de <1:juste de la pensión , que en la demanda se calilica corno 
perjud icial no por razones estr ictame nte jurídicas, sino por razones de 
experiencia práctica, pues ha permitido a un g rupo de pensionistas accede r él 

·JX altas pensiones" . 

. La evolución del régimen previsional del Occreto Ley N° 20530 
!\ Fin de determinar el verdadero carácter de la nivelación , es necesario revisar su 
evolución histór ica como prescripción integrante del Decreto I ,ey N° 2053 0, y el rég imen 
pensionario en él estatuido. 
Sobre este tema, este Coleg iado tuvo oportunidad de pronunciarse co n ocas ión de la 
Senten " del l ':xpediente N° 01 X9-2002-A.A./TC, Carlos Maldonado Duarte, Sobre 

Nivelable. I':n tal sentido, se exp uso en [os fundamentos 1, 3, 4 , 5, Ó, 7, X Y 11 , 

" La Ley de Goces de 1 X50 constituyó e l estatuto pensionario de los servidores 
públicos hasta el 11 de julio de 1962, I'echa en que se promulgó e l [)ecrclo Supremo 
que introdujo adiciones a la Ley N° 13724 -1 ,ey del Seguro Social del Lrnpleado- qu e 
dispuso, entre otros aspectos, que quedaban incorporados en el Seguro de Pensioncs 

~ _ creado por dicha I ,ey, los empleados públicos nombrados con pos terioridad a esa 
j,íl l'ccha. Con esta Ley , además de uni liearse el régimen pensionario de los emp leados 

--/.------------
:16 Demanda de inconstitucionalidad N° 0051 -2004-AI, p. 5 Y demanda de inconstitucionalidad N° 

:)7 
0004-2005-P I, P 10. 
Demanda de inconstitucionalidad W 050-2004-AI, p. 47. 

38 Contestación a la demanda de inconstitucionalidad N° 0051 ·?OOI\PI, P ?~, ?4, rnitp.r;:¡d8 en 18 
contestación de las demandas W 004-2005-PI , 007-2005-PI Y 009-2005-PI. 
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particulares y públicos, virtualmente se celTó el régimen de la I,ey de (ioces de 1 X50 , 
manteniendo ésta su vigencia sólo para aquellos servidores públicos nombrados hasta 
el II de jul io de 1 <)()2, adscritos a dicho rég imen pensionario , salvo aquellos que 
huhieran optado por el nuevo" . 
Por su parte, y respecto del Deereto J ,ey N° 20530, que éste " Cue expedido con el 
ohjeto, de un lado, de perkceionar el régimen de cesantía, jubilación y montepío -1 ,ey 
k Goces-, y, de otro, de asegurar dehidamentc el reconocimiento dcl dcrecho de los 
i teresados y el caute lamiento del patr imonio fiscal. Por ello, la propia Ilonna, en su 
al' Ícu lo 4", estab lecc que cs un régimen de pensiones de earácter cenado. No obstante , 
en diversas ocasiol\es I'ue abierto por ley; una de ellas ... por la I ,ey N° 243M), 
pu licada el 2 1 de noviembre de 19~5 ", eon lo que "aún cuando e l régimen creado por 
este [)ecreto I,ey, inicialmente era cenado, a través de diferentes I ,eyes se ha 
amp iado su alcance. Así por ejemplo, mediante el Deereto I ,ey N° 22 150, de 25 de 
abril de 197X, que fuera l ,ey de la Carrera Diplomática, se permitió que los 
diplo áticos sc incorporasen, sin excepción, en dicho régimen. ])el mismo modo, con 
la J ,c N° 2402(), dc 12 de diciembre de 19X4, se incorpora al prorcsorado al régimel\ 
del [) 'ereto J ,ey N° 20530, precisándose en el reglamento, aprobado por el Deereto 
Supre o N° 01 ()-90-I'D, que dicha ineorporación correspondía a los que ingresaron al 
servici~) oficial como nombrados o contratados, hasta el 3 J de dicicmbre de 1980; 
igualmentc, mediante la I,ey N° 24366, publicada el 2 J de noviernbre de 1985, sc abre 
el sistema para todos aquellos que al 24 de fCbrero de 1974 (fecha de dación del 

' \ Decreto [,ey N° 2(530) contahan con 7 o más años de se rvi c ios y continuaban 
hac iéndo lo de manera ininterrumpida. J ,uego , de igual rorma, mediante I ,ey N° 25273, 

\' de 16 de ju lio de 19<)0, se incorporó al régimen del propio Decreto I ,ey N° 205]0 a los 
~ serv idores eomprendidos en la ' Ley de Goees' de 1850 y que a la Cecha (1 (l de julio de 

1 ()90) se eneontrasen lahorando, sin so lución de con tinuidad, en las empresas es tatales 
de derecho púhlico o privado". Igualmente se hi'/.o referencia en su oportunidad él que 
"el sistema pensionario creado por el Decrclo J ,ey N° 20530 está abierto por la I,ey 
Org: ~iea del Poder Judicial a fü vor de los magistrados que cumplan die'/. aí10s de 
ser icios" . 
. : ese mismo orden de ideas, quedó establecido que " la I,ey N° 25 06ú del 25 de junio 
e 1989 establece en su artíeulo 27° que los funcionarios y servidores públicos que 

huhiesen estado lahorando para el 1 ':stado en condieión de nombrados o contratados a 
la lecha de la dación del Decreto I,ey N° 20530, están facultados para quedar 
compren '(jos en el régimen de pensiones de dicho Decreto [,ey, siempre que, a la 
lCc ha' su entrada en vigencia se encontrasen prestando servicios al I ':stado dentro de 
los' eances de la Ley N° 11377 y del Decreto I ,egislativo N° 276, Se agrega que el 
ap rte correspondiente al Fondo de Pensiones, se determinará previa deducción de 

'nsiones de lo efectuado al régirnen del Decreto I >ey N° 19<)90, como lo estahlece la 
Sétima Disposición Transitoria del mismo", mientras que "con la creaeión de la Caja 
de Pensiones del Seguro Social del I':mpleado (Ley N.O 13724) y la emisión del 
Decrclo Supremo de lecha 12 de julio de 19()2, se dispuso que los servidores públicos 
comprendidos en el régimen de la Ley N,o J J ]77 obligatoriamente quedarían adscritos 
a la Caja de Pensiones de l Seguro Soeial del I': mpleado. Jo:n consecuencia, el 12 de 11 julio de J 962 se cierra el acceso al régimen de cesantía, jubilación y montepío 

/ (pensión nivelahle), ya que los que iniciaron sus servicios a partir de dicha fecha , 
pertenecen, necesariamellte, a la Caja de Pensiones del Seguro Social del I·:tnpleado , y 
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los que ini ciaron sus servicios con anterioridad a dicha 1Ccha quedarán adscritos a la 
I ,ey de ('oees". 
Por su parte, "el artículo 1° de la mencionada I,ey N° 24366, del 21 de noviembre de 
1985, al declarar que "Los Ill1lcionarios y serv idores púhlicos que a la 1Ccha de la 
daeión del Decreto r ,ey N° 20530, contaban con siete o más años de servicios, están 
. cuitados para quedar comprendidos en el régimen de pensiones del I':stado, 

e. tab lee ido por dicho Decreto I,ey, siempre que huhieran venido trabajando 
inl tetTumpidamente al servicio del Lstado" , abre una nucva vía de acceso al rég imen 
del Decreto I,ey N° 20530" . 
I:in Imente, y en lo que respecta al reconocimiento del tiempo de se rvic ios " de be 
tene'sc cn cucnta, adcmús, quc se dehc lahorar para el I':stado la jornada mínima de 
trabo jo, y que a aquellos servidores con título univers itario, optado en e l país o en el 
extr r~iero , que hu bie rcn incorporado a su patrimonio derechos adquiridos 
prov nientes del artículo 41 ° del Decreto [ ,cy N° 20530 o de las I,eyes N° 241 SÚ () 
25 17 , normas ya derogadas, se les computa de ahono hasta cuatro (4) años de 
forma ' ión prolesional , después de quince años de servicios electivos en caso dc 
homb es y doce y medio en caso de mujeres. I ':ste abono se agrega con posterioridad a l 
requ isio de los años cCectivarnente servidos al I':stado y no con anterioridad , es decir , 
no se . grega al inicio de su relación laboral con el I':stado, haciendo una e rrónea 

,- sum<.llo~ia retroactiva, sino como el propio artículo 41 0 del Decreto I,cy N° 20530 lo 
.' establecía, se abona después de cumplir los quince o doce y medio afíos según sea el 

caso, 1 ':n e l pasado, y sobre la base de antecedentes jurisprudeneialcs, se apl icú en 
a lgunos casos esa sumatoria retroactiva, que el Tribunal Constitucional , a partir de 
esta 1Ceha y para e l futuro , descarta". 

(':ste es, pues, un breve resumen de la leg islación histórica del régimen previsional dcl 
Decreto I,ey N° 20530, así corno de las modificaciones sucesivas de que lue objeto, y que 
en a lgunas oportunidades desvirtuaron el régimen inicial y extendieron sus alcances a 
situac iones anteriormente no previstas en él. También queda claro que la l1ivelaciún 
pens'onaria no es una condición intrínseca del Decreto l ,ey N° 205 30, s ino que I'ue 
agr gada con posterioridad a su creación . 
S, puede apreciar, también , que los pensionistas sujetos al Decreto I,ey N° 20S] () se 
, cuentran , inc luso, en una situación más lavorecida que la de un grupo humano tan 
ulnerablc como los mineros en el país. Justamente, la I ,ey N° 25009, I ,ey de jubilación de 

trabajadores mineros, señala en su artículo l que 
"( .. . ) los trabajadores que laboren en minas subterráneas o los quc realicen 
abo res directamente extraetivas en las minas a tajo abierto tienen derecho a 

percibir pensión de juhilaeión a los euarentieinco (45) y cincuenta (SO) años de 
edad, respectivamente ( ... )", 

eión que demuestra palmariamente la incquidad del Decreto l .ey N° 2053 0, cn el cual 
i c lusive un trabajador puede jubi larse antes de los cuarenta años, I ~ videntemente , los 
trabajadores sujetos a la l ,ey N° 25009 están sometidos a un rég imen pens ionario rnás 
gravoso y inequitativo que e l previsto en e l Decreto Ley N° 205 30. 

64. La nivelación pensionaria como concreción de una ¡n equidad pensionaria 
~ 1·:1 sistema de nivelación previsto en el régimen de l Decreto Ley N° 20530 es el elemento 

Y: fundarnenta l que ha pe rmit ido ensanchar las diferencias entre las pensiones de este I régimen, conv irtiendo a cada pensionista, en base a la regla de lajusticia COlllllutativa, en 
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una cé lula ais lada del sistema y dependiente de una condición externa, harto ventajosa 
para él, pero inequitativa para el rcsto: la remuncración del trabajador activo en el puesto 
en quc cesó el pensionista. Dicha nivelación sólo podría pervivir basándose en la justicia 
distributiva, corno mani {'estación concreta dcl principio de solidaridad, de manera tal que 
dclerm inado quanLum de las pensiones más altas del régimen , pueda aumentar las más 

alas. 
It dudab lemente, tal opclon implica una regreslon en el caso de los titulares más 
be e ficiados (los menos), pero en modo alguno podría considerarse que e! r))'incil)io de 
pn gresividad se encuentre comprometido, pues significa un avance para los más 
per udicados (la mayoría). Fsto configura una parte del contenido no esenc ial de! derecho 
lun amental a la pensión, según como se expl ica iy!/j·a. 

La ,nlicación del principio de utilidad a la articulación de instituciones sociales permite 
afir ar que 

"(. .. ) no hay en principio razón alguna para que las mayores ganancias de 
algunos no puedan compensar las menores pérdidas de los otros ... Desde e l 
punto de vista de la utilidad , e l carácter estricto de las nociones dc justicia de 
sentido eornún tiene cierta uti lidad"]". 

Como ~e ha manifestado precedentemente, e l concepto de progresividad es uno nclamente 
objetivo, motivo por e! cual el análisis de las eventuales regresiones que en materia de 
seguridad social realice e l I ':stado, debe hacerse considerando a un grupo de pensionistas 
no representativos de la situación quc afronta el I':stado en dicha materia. Pero , tampoco 
p ueden desconocerse, como lo haría una interrretación uti lita rista del hien coml:l1l, m (ts 
bien prop ia del I ~stado li beral, los derechos pensionarios de la minoría beneficiada; por 
cuanto e ll a accedió a dichas pensiones no por vo luntad individual , sino por mandato del 
legis lador. I':n consecuencia, cualquier modificación a dieho rég imen privilegiado de 
pens iones só lo puede ser promovido invocando e l principio de solidaridad, en el que no se 
anula el derecho de la minoria, sino que se le redirnensiona limitadamente. 

La nivelación pensionaria como abuso del derecho 
Sob e la base del a rtículo 103 de la Constitución, según el cual no se 

"(.. .) ampara e l abuso del derecho ( ... )", 
c ando los pensionistas pretenden que se mantenga un sistema de reajuste pensionario 
obre la hase de una nivelación, no están buscando otra cosa que utilizar ventajosamente 

su derecho a la pensión , con el propósito de asimi larl o al sistema remunerativo hajo una 
cuestionable rórmul a de 'cédula viva'. 
I':ste Co iado no puede ni debe avalar in tento alguno de abuso en el e jercic io de l 
deree ) a la pensión . 

a solidaridad como sustento del derecho a la pensión 
1-:1 valor de la solidaridad se encuen tra en el cimiento mismo de los derechos 
fundamentales , y cumple una {'unci{m insJliradora de la organización soc ia l. Tiene su 
ámbito de actuación propio que explica derechos co rno los referidos al medio amb iente, 
así corno a los derechos económicos, sociales y cu lturales. ]':n la sentcnci a dictada en el h I':x pediente N° 2945-20OJ -!\NTC, este Colegiado declara que 

? _._-------- -- ._-
39 

RAWI .S, ,lohn . .Ju stici8 como p.qtJi<lmi M;:¡t¡;ri;:¡l()s r;-¡r;::¡ Iln8 tp.orírl dp. ¡<'1 jl.l sl:iei8 . M:ldri<l , TRenos, 
1986. p. 59. 
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"( ... ) de manera que los derechos sociales deben interpretarse como verdaderas 
garantías del ciudadano {'rente al htado dentro de una visión que busca 
revalorar la elicacia juridica de los mandatos constitucionales y, por ende, la 
vigencia de la Constitución, Así , en algunos casos han sido planteados incluso 
como deberes de solidaridad que involucran no solo obligaciones del ¡':stado, 
sino de toda la sociedad". 

L marco del I':stado social y democrático de derecho, el principio de solidaridad 
con porta el reconocimiento del 'otro ' , Ir'ente a la posición utilitarista de la búsqueda 
egoí'la del beneficio exclusivo y excluyente, que mina las bases de la I'raternidad y la 
unid, d de la comunidad políticamente organi¡r,ada. 
1 ':n to 110 a ello, se acota que 

" ( ... ) el sentido más profundo del principio democrático radica en que el sujeto 
no reclama libertad sólo para sí , sino para los demás; el ' yo ' quiere que 
también e l ' tú ' sea libre, porque ve en él su igual"l\o . 

hn el aso, la ley de rcf<mna impugnada no somete el derecho a la pensión a un concepto 
de bicI común, pues, a l ser ambos bienes constitucionales, deben realizarse y optimizarse 
en el c(~njunto de valores -tales corno la igualdad y la solidaridad- e instituciones objetivas 
del Fstado social y democrático de derecho. 
1,:1 reconoc imiento de la solidaridad supone que 

\....-

"(. .. ) este tipo de derechos choca, para su elieaeia plena, con la han'era de la 
escasez". I,a solución que se dé a este prohlema, es de vital importancia en la 
medida que " de esta I'orrna se evitará la crisis del 1 ':stado social , que se genera 
por demandas excesivas de titulares de este derecho y, por el déliei1. 
económico, ~ue alcam:a a la crisis liseal del 1 ':stado, producido por su 
financ iación" l . 

67 .• Justicia e igualdad en la pensión 
I derecho a la pensión se {'unda también en el valor de igualdad , que tielle corno objetivo 

a protección de un colectivo concreto, el de los pensionistas, que por determinadas 
'azones de edad, sexo o situaciones sociales, l"ísicas, económicas, se encuentra en una 
situación de desventaja que es necesario compensar en el marco del I':stado social y 
~mocrático de Derecho configurado por nuestra Constitución. 

U derecho a la pensión, como expresión del valor de igualdad, utiliza la técnica de la 
equiparación desde e l punto de vista de los objetivos, y de la diferenciación, desde el 
punto vista de los medios empleados; es decir, de tratar desigualmente a los desiguales, 
en se a un test de la razonahilidad. Tiene por linalidad equiparar a l resto de personas 

e no están ineluidas y no son titulares de este derecho . 

. La pensión como medida de 'igualación positiva' 
1':1 I':stado social y democrático de derecho promueve el trato dil'erellciado de un 
determinado grupo social , otorgándoles ventajas, incentivos o tratamientos más 
I'avorables. I ~sto es lo que en la doctrina constitucional se conoce como di scriminación h positiva o acción positiva -a!/irmative action- . Su finalidad no es otra que compensar 

:1 '/ _________ . ___ " __ _ 
L /4~ KELSEN, Hans EsenCia y valor de la Democracia Barcelona, Omega, 1977 2a ed p 129 

41 PECES BARflA MARTiNr-:Z, Gregorio Curso de [}mcr,hos Fundament;:¡ les . Tcorí;:¡ Gen0,rrll. M~drid , 
Universidad Carlos 111 de Madrid, Boletín Oficial del Estado, 1999, pp. 315, ss . 



TRIBUNAL CONSTITUCIONAL 

rr;~l~·'-;-:·.:':T :(:~~. '~:;~,!:R:~-~\~ 

I ,-- ,-- . ~-j 
t~:· ~ ":? i bob : 

_.'. ", . . o'.' ~.,. '"'''._~n~- z -".mt 
62 

jurídicamentc a los pcnsionistas de menores ingresos, así como a sus viudas y huérlanos. 
l ,a rc!(Hma constitucional procura que dichos grupos puedan superar la inferioridad real 
en la que se encuentran con acc iones concretas de l I ':stado . 
No ohstante, no se puede negar que es también un deber del I ':stado soc ia l y democrático 
de derecho promover en los co lectivos sociales la igualdad indi vidual entre sus miemhros. 
I ':s que la CO ll stitución no súlo reconoce a la igualdad en sentido I(mnal , sino tamhibl 
material ; motivo por e! cual la rc{()l"flla cons tituciona l parte de reCOllocer que la igualdad 

ate rial se identil ica con asun tos pensionarios; es decir, con una justa distribución de los 
ienes sociales y makriales y, sobre todo, con la posibilidad de contar con las mismas 

o ortunidades para conseguirlos. De ahí que sea una exigencia del I':stado social y 
d mocrático de derecho conegir las desigualdades pensionarias hasta prop iciar la igualdad 
ohJcliva y proporcional. Por ello, es constitucionalmente leg ítimo que el I':stado, a través 
de medidas de igualaciú1l positiva, propcnda a la igua ldad material cntre las personas. 

69. Las consecuencias de este reconocimiento 
Por cl modo como se encuentra conligurada la seguridad social y e! derecho a la r Cllsión , 
cn la actual idad coex isten varios sistemas que procuran el cjerc icio adccuado de ta l 
derecho . I':sto es lo que constitucionalmente se rcconocc eomo reglrllcn especial. S in 
embargo, su tratamiento también está concurrcn1cmente regido por los principios de 
justicia e igualdad . 
I': n el sector público existen básicamente dos regímenes claramente establec idos. Uno es e l 
de l Decreto Ley N° 20530, Y otro cl de! Decrclo Ley N° 19990. Con las modi ficacio nes 
constitucionales realizadas, las desi gualdades entre ambos se aminoran . I':mpero, s i es e l 
mismo derecho el que subsume ambos regímenes, e l I':stado dehe procurar la asimi lación 
de ambos sistemas, según las cons iderac iones expuestas. 
1·:1 artícu lo 11 de la Constitución rcconoce la existencia de un s istcma privado y otro 
mixto. Por lo que atafíe al primero, es nccesario que las reglas desiguales con rcspecto a 
los sistemas públicos se homologuen en cuanto a sus ohjeti vos básicos: libre acecso y 
retiro , así como una pensión digna. 1 ,as políticas gubernamental es tienen tal desano, sobre 
todo / después del rcconocimiento de la Superintcndencia de llanca, Seguros y de las 
i\d inistradoras Privadas de Fondos de Pensiones. 
A respecto, los demandantes han señalado que la reforma consti tuc ional 

"(...) só lo se les da la opción entre afiliarse a l Sistema Nacional dc l)cnsioTles o 
al Sistema Privado de Administradoras de Fondos de Pensioncs, ef(;ctuúndosc 
así vio lación al princ irio de igualdad ante la ley y no discriminación, entrc 

I\? / otras garanLías" '. 
rdarsc que toda política púb li ca nace de obligaciones objetivas concrclas quc 

tienen omo finalidad primordial el resguardo de derechos tornando como base el rcspeto a 
, d · nidad de la persona, y que en el caso dc la ejecución presupuestal para I¡!les sociales, 

e' a no dcbe considcrarse como un gasto, sino como una inversión social. 

12 Demanda de inconsti tucionalidad N° 009-2005 -PI. p . 34 . 
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D. LA NATURALEZA JURÍDICA DEL DERECHO A LA 
PENSIÓN 

§J. LA PENSIÓN COMO DERECHO HUMANO, DERECHO FUNDAMENTAL 

O DERECHO CONSTITUCIONAL 

70. Según los demandantes, la seguridad social es un derecho humano 

63 

Los accionantes consideran que la seguridad social y la pensión deben ser consideradas 
como verdaderos derechos humanos; así, aducen que 

"( ... ) la seguridad social es considerada no sólo un componente esencial de los 
Sistemas de Protección Social Integral de la persona humana, sino un derecho 
humano fundamental. Así lo reconocen varios instrumentos internacionales 
sobre derechos humanos, los mismos que han sido formalmente ratificados por 
el Perú,,43. 

71. El sentido de la pensión como derecho humano 
Los derechos humanos son la expresión jurídica de un conjunto de facultades y libertades 
humanas que encaman las necesidades y aspiraciones de todo ser humano, con el fin de 
realizar una vida digna, racional y justa. Es decir que, con independencia de las 
circunstancias sociales y de las diferencias accidentales entre las personas, los derechos 
humanos son bienes que portan todos los seres humanos por su condición de tales. 
Por ello, regulan la legitimidad de los sistemas políticos y de los ordenamientos jurídicos. 
La noción de derechos humanos en sí misma está sujeta de manera permanente a la 
tentación de manipularla. El Tribunal Constitucional, como supremo intérprete de la 
Constitución, considera conveniente realizar una aproximación al tema desde la 
dogmática constitucional que permita su comprensión. 
Sobre ellos es posible predicar que son tributarios de los principios de universalidad, 
imprescriptibilidad, irrenunciabilidad e inalienabilidad, inviolabilidad, eficacia, 
trascendencia, interdependencia y complementariedad, igualdad, progresividad e 
irreversibilidad y corresponsabilidad. Estos principios deben integrarse a la concepción de 
derechos fundamentales planteados en la Constitución, que a su vez son resultado de las 
exigencias de los valores que coexisten en una sociedad política organizada, cuya 
plasmación normativa se encuentra en el derecho positivo. Mas, esta formulación 
constitucional no puede ser entendida restrictivamente como una positivización formalista 
de los derechos humanos, sino con el criterio de la inclusión de los instrumentos 

ormativos de positivización, así como de las técnicas de su protección y garantía. 

72. El derecho a la pensión: de derechos humanos a derechos fundamentales 
La necesidad de la delimitación conceptual de los derechos fundamentales, con relación a 
otras ca egorías como los derechos humanos, es de suma importancia dada la función que 
c m n dentro del Estado social y democrático de Derecho. El intérprete constitucional 
e ncuentra obligado a participar de la tarea siempre abierta de profundizar en el estatuto 

. rídico y las garantías que comprenden los derechos fundamentales, que debe conjugarse 
con el consiguiente esfuerzo práctico para contribuir a su definitiva implantación. 

43 Demanda de inconstitucionalidad N° 007-2005-PI , p. 33. 
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Podemos partir por definir los derechos fundamentales como bienes susceptibles de 
protección que permiten a la persona la posibilidad de desarrollar sus rotencialidades en 
la sociedad. I ':sta noción tiene como contenido vinculante rresupuestos éticos y 
componentes juríd icos quc se desenvuelven en clave histórica. (':ste es el sentido correcto 
en el cual debe concebirse el derecho él la pensión . 
I~n atención a dio, los derechos fundamentales , como objetivo de autonomía moral, sirven 
para 

"( ... ) designar los derechos humanos positivados a nivel interno, en tanto quc la 
fórmula derechos humanos es la más usual en el plano de las declaraciones y 
convenciones internacionales,,41 . 

I,a pensión también se plasma como exigencia de la dignidad humana, y por ello se 
encuentra garantizada nOlmativamente. I,os derechos fundamentales, corno instituciones 
reconocidas por la Constitución, vinculan la actuación de los poderes públicos, orientan 
as rolítieas rCtblieas y en general la labor del I ':stado -eficacia vertieal-, e irradian las 

l' 'laciones in/er privatos -e lieaeia horizontal-. 
1,: esencia, se supone que son derechos fundamentales 

"( ... ) aquellos que pueden valer como anteriores y superiores al I ':stado, 
aquellos quc el I':stado no otorgue con arreglo a sus leyes, sino que reconoce y 
rrotege como dados antes que él, y en los que sólo cabe penetrar en una cuantía 
rnensurable en principio, y sólo dentro de un procedimiento regulado,,45. 

Oe esl' forma, el Tribunal Constitucional considera necesario configurar la naluralc:t.a de 
los derechos fundamentales, que encerrando en sí m ismos una aspiración, deben ser 
perc ibidos por los seres humanos corno una experiencia concreta de la vida cotidiana, para 
lo cual se deben garantizar condiciones objetivas para su pleno goce y ejercicio. 

73. La naturaleza del derecho fundamental a la pensión 
I,a dclinic ión de la pensión como derecho fundamental , y no corno derecho humano, nos 
permite abordar su naturaleza como derecho incorporado al ordenamiento constitucional. 
Su positivizaeión dará lugar a la I'orrnaciún de una regla jurídica, eonrOlme a la cual su 
formulacióll normativa se regirá por el rrincipio de validez de lIuestro ordenamiento 
consti tueional. 
1,:1 artículo 1 1 de la Constitución no tiene la naturaleza de una nonna jurídica tradicional , 
pues se trata de una disposición de textura abierta que consagra un derecho fundamental ; 
en esa medida hace rclcrcncia a un contenido esencial constitucionalmente rrotcgido, el 
cual tiene como substrato el rcsto de bienes y valores constitucionales; pero, a su vez, 
alude a una serie de garantías que no conrorman su contenido irreductible, pero que son 
constitucionalmente protegidas y sujetas a desarrollo legislativo -en función a 
determina s criterios y lírnites-, dada su naturale'l:a de derecho de conliguración legal. 

nsión como derecho fundamental a la 'procura existencial' 
demandan tes, respecto a la prohibición de nive lación de las pensIones con las 

remuneraciones, señalan que 

Jr; 
~!-~----- --- -~-

14 Pl~REZ LUÑo , Antonio . Derechos Humanos, Estado de Derecho y Constitución. Madrid , Tecnos, 
1991. 4a ed. p.31 

>'\~i SCHMITT, Car!. Teoría de la Constitución Ob cit. p. 169. 
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"( ... ) e~ta prohibición equivale a vaciar de contenido el derecho pen~ionario 
nivelable reconocido por la Primera Di~rosición Final y Tran~itoria, por scr 
esta la característica propia y singular del régimen rrevi sional del D.l,. 
20530,,1('. 

]':ste Colegiado considera que la garantía rrescrita en el texto de la Primera Disposición 
Final y Transitoria anterior a la r ,ey de Rcf'onna N° 2SX89, carece de la dimensión 
axiológieo--{)bjetiva de los derechos fundamentales. A di fereneia de I()~ artículos 10 Y 11 
de la Constitución, con mandatos de derechos fundamentales, la Primera Disposición 
Final y Transitoria sólo aparece como una fónnu la de protección de bienes jurídicos, que 
loza de reconocimiento cOllstitucional, pero que 110 puede rerutarse como protectora dc 
'reeho fundamental, lo cual acarrea diJCrentes consecucneiasjurídicas, según ~c rev;~ará 

In a. 
1·:1 erecho fundamental a la rensión tiene la naturaleza de derecho ~ocial -de conten ido 
eC011ómico-. Surgido históricamente cn el tránsito del Estado liberal al l':stado social de 
Derecho, impone a lo~ poderes públicos la obligación de proporcionar la~ prestacione~ 
adecuadas a las personas en función a criterios y requisitos determinados 
legislativamente, para subvenir sus necesidades vitales y satisraeer los estándares de la 
'procura existencial'. De esta forma se supera la vis ión tradicional que suronía distintos 
nive les de protección entre los derechos civiles, ¡¡olíticos, sociales y económicos, 
atendiendo al princ ipio de indivisibilidad de los derechos l"undamentales y a que cada uno 
formaba un complejo de obligaciones de respeto y protección -negativas- y de garantía y 
promoción -positivas- por parte del ¡':stado. 

75. El triple contenido del derecho fundamental a la pensión 
Frente a la clásica dualidad de contenidos de los derechos f"undamentales, se Impone 
como conveniente uti lizar una nueva estructura, compuesta por tres elementos 
diferenciados. 
Así, 

"( .. . ) en cuanto integrantes del contenido constitucionalrnente protegido, cabría 
distinguir, de un lado, un contenido no esencial, esto es, claudicante ante los 
límites proporcionados que el legislador establezca a fin de proteger otros 
derechos o bienes constitucionalmente garantizados, y, de otra ¡¡arte, el 
contenido esencial, absolutamente intangible para el legislador; y, extramuros 
del contenido constitucionalmente protegido, un contenido adicional f(mnado 

or aquellas facultades y derechos conerdos que el legislador quiera crear 
impulsado ror el mandato genérico de asegurar la plena eficacia de los 
derechos fundamenlalcs,,47. 

pendientemente de la configuración del contenido esencial, que recién será 
sarrollada in/ra (fundamento 1(7), y que será la base para el control de los límites 

materiales de las rcf'ormas constitucionales, debe irse delineando la naturalcl'.a de los 
contenidos no esenciales y de los contenidos adicionales, rórmulas ambas de expresión 
del contenido accidental del derecho fundamental a la pensión. 

r-------.----------

Demanda de inconstitucional idad N° 007-2005-PI, p. 44. 
MEDINA GUERRERO, Manuel. La vinculación negativa df~1 legislador :l los dp,rer,hos flmdé1rnp,nté1lr.s. 
Madrid, Ciencias Jurídicas / McGraw-Hill, 1996. p. 41. 
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El contenido no esencial está compuesto por los topes y los reajustes pensionarios (como 
puede ser la nivelación). Sólo adquirirá relieve si reconoce otros bienes o derechos 
fundamentales en juego, como el derecho a la pensión de los que no pertenecen al 
régimen del Decreto Ley N° 20530 (artículo 11 de la Constitución) así como la 
protección de la seguridad social de todos los peruanos (artículo 10 de la Constitución). 
Asimismo, debe posibilitar la existencia de un bienestar general sustentado en un 
principio de justicia (artículo 44 de la Constitución). 
La presencia de un contenido adicional guarda relación directa con el tema de los 
beneficiarios derivados del derecho fundamental a la pensión, es decir, con las personas 
favorecidas con la pensión de un titular fallecido, según se revisará infra. Por lo tanto, la 
pensión que corresponde recibir a viudas y a huérfanos es parte constitutiva del contenido 
adicional del derecho a la pensión, dado que permite que el derecho a la pensión tenga 
efectividad real. 

76. El derecho fundamental a la pensión y la búsqueda de una digna calidad de vida 
Este derecho es una concreción del derecho a la vida, en su sentido material, en atención 
al principio de indivisibilidad de los derechos fundamentales y al telos constitucional 
orientado a la protección de la dignidad de la persona humana, consagrado en el artículo 
1 de la Constitución Política, en los siguientes términos: 

"( .. . ) la defensa de la persona humana y el respeto de su dignidad son el fin 
supremo de la sociedad y del Estado". 

De esta forma, nuestro texto constitucional consagra la promoción de una digna calidad de 
vida entre sus ciudadanos como un auténtico deber jurídico, lo que comporta al mismo 
tiempo una definida opción en favor de un modelo cualitativo de Estado que encuentre en 
la persona humana su presupuesto ontológico, de expreso rechazo a una forma de mero 
desarrollo social y económico cuantitativo. 
Es de esta forma como el derecho fundamental a la pensión permite alcanzar el desarrollo 

l 
de la dignidad de los pensionistas. De ello se deriva su carácter de derecho fundamental 
específico, que supera las posiciones liberales que no aceptan un concepto de igualdad 
como diferenciación, pero que tampoco supone privilegios medievales que tengan por 
objeto un trato diferenciado estático a determinado colectivo para conseguir y mantener la 
desigualdad. 
En ~efinición del contenido de este derecho fundamental es factor gravitante el esfuerzo 

1.l!. / efÓnóm'ico que el proceso pensionario exige de los poderes públicos y de la capacidad 
/ presupuestaria. 

? 7. El derecho fundamental a la pensión y el reconocimiento constitucional a la 
/ pertenencia a un régimen pensionario 

La reforma constitucional no degrada la jerarquía normativa del derecho fundamental a la 
pensión, puesto que su contenido esencial se mantiene irreductible y sujeto a las garantías 
de protección procesal en la vía constitucional, propias de este derecho. No se produce 
u a pérdida de su carácter de derecho fundamental, ni la supresión del mismo, en la 

e ida que el constituyente continúa brindando la cobertura constitucional a su contenido 
e ncial (tema que será desarrollado infra), reservando al legislador ordinario la 
competencia de configurar y desarrollar el contenido no esencial y adicional del referido 
derecho. 
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Por e ll o, en el presente proceso de inconstitucionalidad, para ejerccr un control dc 
constitucionalidad acorde con las instituciones consagradas por la Constitución, este 
Tribunal , en cumplimiento de su función de supremo intérprete de la Constitución , 
considera necesario en liltizar que esta actividad legislativa de regulación o restri cción 
está siem r)fe sometida a la limitación del contenido esencial del derecho fundamental , 
porque cuando éste queda sometido a restricciones que lo hacen impracticable y lo 

espojan de protección constitucional, se produce un supuesto de vaciamiento , que es 
p 'ohibido por nuestra Constitución, aspecto coherente con los límites a la n:l(mna 
co lstitucional. 
1·:1 exto de la Primera Disposición Final y Transitoria de la Constitución contiene un 
Sup esto de legitimidad por el sujeto. 1·:1 legislador ordinario no determina el contenido 
esen 'ial del derecho fundamenta l a la pensión ; ello cOlTesponderá a la voluntad 
const~uyente instituida en el proceso de reforma constitucional. 

78. Con la\ reforma constitucional no se ha producido la 'desfundamentalización' del 
derecho'a la pensión 
La Prime\'a Disposición Final y Transitoria rcl'onnada expresa lo siguiente: 

48 

"( .. ,) las nuevas reglas pensionarias establecidas por ley se aplicarán 
inmediatamente a los trabajadores y pensionistas de los regímenes pensionarios 
a cargo del I ':stado, según corresponda". 

Antes la norma señalaba que 
"( .. ,) los nuevos regímenes sociales obligatorios, que sohre materia de 
pensiones de los trabéljadores públicos se establezcan, no afectan los derechos 
legalmente obtenidos, en particular el correspondiente a los regímenes de los 
decretos leyes 19990 y 20530 y sus modi ficatorias". 

Comparando ambas normas, uno de los demandantes concluye que existe una 
"( ... ) 'deseonstitueionalizaeión ' o ' desfundamentalización ' de los derechos a la 

, seguridad social configurados en dicho régimen legal. .. )':n tal virtud, una 
materia que se encontraba vedada a la obra del legis lador ordinario, es ahora 
'legali'¡:ada', operándose una degradación de su jerarquía normati va, que 
supone dcjar totalmente en manos del legislador ordinario la regulac ión del 
derecho pensionario del régimen antes mencionado ... I,a conversión de un 
derecho constitucional en un derecho de origen legal , privándo lo por 
consiguiente del rango normativo y de los especiales nlecanisrnos dc 
protección procesal propios de esa categoría de derechos, no puede presentarse 
'()mo una mera modi ficación de un derecho fundamental sino corno la 
supresión del mismo, o~eración ésta vedada al poder de reforma constitucional 
del órgano legislativo,,1 . 

:ste argumento ha sido rerormulado por otro de los recurrentes cuando expresa que 
"( ... ) no resulta f"actible aplicar a raja tahla y de manera retroactiva, las nuevas 
reglas sobre la nive lación u homologación de las pensiones, e fectuándose así 
reducción a las mismas, toda vez que tal homologación se concedió casi a l 
universo de pensionistas del DI ; N° 20530 con anterioridad a la vigencia de la 
norma, por el carácter sui generis de las leyes de excepeión,,19, 

Demanda de inconstitucionalidad W 007 -2005-F-'1, p . -1:1 . 
49 Demanda de inconstitucionalidad W 009-2005-1=> 1, p . 15 
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Es convenicnte dejar sentadas algunas cuestiones elcmcntales, a part ir de los conceptos 
reseñados respecto a los derechos fundamentales y derechos constitucionales. No 
compartimos lo señalado por los demandantes cuando afirman que se ha producido la 
' desf'undamentalización' del derecho a la pensión y la seguridad social, en lo que se 
refiere a la nivelación de las pensiones de jubilación. I,a nivelación no es un elemento 
eonfigurador del contenido esencial del derecho f'undamental a la pensión . I,a pensión , 
luego de la rel 'orrna constitucional , en ningún momento ha dejado de ser cons iderada 
como un derecho fundamental, por lo que dehen ser declaradas in l'undadas en este 

xtremo las demandas planteadas. 

\ §2. LA TITULARIDAD Dl~L DERECHO FUNDAMENTAL A LA PENSiÓN 

79. La titularidad de los derechos fundamentales 
I,os demandantes esgrimen que los derechos fundamentales se caracteri/.an por su 
universalismo, precisando que pueden ser protegidos sin relación o comunicación propia 
con ningún contexto. Apoyándose en ello, abstraen la titularidad de la seguridad socia l en 
el caso del derecho a la pensión- del ordenamiento constitucional , alirmando que es un 
derecho moral de valor universal, descontextuali·7.ación que presci nde de las I(mnas 
hist.óricas y lo desvincula de las instituciones sociales concretas, así como del ámhito 

~ 
cultural, que !()rman la dimensión objetiva de los derechos fundamentales . 
I\ste Tribunal considera que no se puede realizar una afirmación sohre el principio de 

- universalidad de manera ahstracta; los derechos están siempre prescntes en la historia dc 
I la cultura e interactúan con los valores que le dan sustento, entre el los la dignidad 
! humana, la libertad, la igualdad, la solidaridad y la estabi lidad presupuestaria. 

(

1 1·:1 p,rinC¡PiO de la universalidad no sUPo,ne ahsolutismo. I~sta reali ,'7.aCiÓn debe,' desplegarse 
dentro de un I':stado que garantice la democracia como !{¡rma de organización dcl poder y 

I los ¡,derechos de la persona humana. Sólo así se justi !ka plenamcnte la historicidad y la 
fiabilidad de a lgunas pretensiones morales que fundamenten derec hos, concreciones a 

l' s cuales debe atender el legislador. 

a pensión como derecbo universal 
Los derechos fundamentales , en tanto racionales y válidos para todos los seres humanos, 
pero situados en un contexto histórico o social determinado, dcben formar parte del 
sistema de valores protegidos por la Constitución y, en esa medida, estar sujetos al 
desarrollo constituyente y positivo que haga el legislador en la delimitación de su 
conteni accidental. Sólo así se rati lica la dimens ión constitucional de esta materia, y el 
.'aráer de derecho Cundamental de la pensión. 

/1': o no signi Cica concebir los derechos f'undamentales como una cuestión doméstica e 
IIlterna de los I':stados, ya que ello supondría plantear un concepto abso luto de soheranía 
estatu ida como un conjunto de potest.adcs, pero que desconoce que la sobcranía también 
importa deheres y responsahilidades frente a los individuos sometidos a la jurisdicción del 
I:stado y a la comunidad internacional. No cabe duda que actualmente nos cncontramos 
inmersos en un contexto de intcrnaciona li '~ación de los derechos, en cuyo l'ortaleci rnicnto 
el I\s tado peruano se compromete. Mas, no debe conl'undirse esta concepción de la 
internac ionalización de naturaleza espacial, que vendria a ser un punto dc llegada, el e/ho,\' 
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que inspira este proceso, con la universalización, que alude a un plano más sustantivo y 
racional. 
El derecho a la pensión, por su contenido económico, no puede situarse en la 
universalidad reinterpretada como 'proceso de generalización' , referida más a un objetivo 
político, a una meta ideal contraria en sí misma a su naturaleza de derecho fundamental 
específico. Al ser atribuidos a todos, sin establecer determinadas condiciones para su 
acceso, se convertirían no en derechos para unos sectores concretos de la población, sino 
para todos, carentes de una meta a alcanzar -la igualdad como equiparación-, que sólo 
sería posible en el caso de que se hubiera utilizado como medio la igualdad como 
diferenciación. 
Esta concepción supone el riesgo de que estos propios derechos sirvan para mantener la 
desigualdad, beneficiando a quienes no lo necesitan realmente, puesto que un trato igual a 
los desiguales trae consigo una consecuencia injusta. Es a partir de este criterio de 
universalización en el que también se han fundado los demandantes para argumentar la 
existencia de un derecho progresivo. 

81. El pensionista aportante como único titular del derecho fundamental a la pensión 
El derecho fundamental a una pensión digna corresponde a toda persona, de conformidad 
con los artículos 2, 3 Y 11 de la Constitución. Esta titularidad se ha ido conformando 

,paulatinamente, y no corresponde ya exclusivamente al aportante; se ha ido incorporando, 
gracias a una configuración legal, a un grupo específico de personas distinto a quien 
aportó durante su vida (viudas, viudos, ascendientes y huérfanos). Éste constituirá, pues, 
el contenido adicional del derecho a la pensión. 
De manera preliminar, y con cargo a un mayor desarrollo infra (Vid. Parte VI), se puede 
afirmar que el derecho fundamental a la pensión corresponde básicamente a quien ha 
aportado al sistema previsional. 
Por ello, se consideró necesario en la reforma constitucional sincerar la cifra de 
beneficiarios del régimen pensionario del Decreto Ley N° 20530. Es correcto que el 
Estado proteja especialmente a los titulares y beneficiarios del derecho, pero siempre y 
cuando jurídicamente les corresponda tal atención. 
La Primera Disposición Final y Transitoria de la Constitución, actualmente señala que: 

"Autorízase a la entidad competente del Gobierno Nacional a iniciar las 

f
acciones legales correspondientes para que se declare la nulidad de las 

~ pensiones obtenidas ilegalmente, salvo los casos definidos por sentencias con 
/ / carácter de cosa juzgada que se hayan pronunciado expresamente sobre el 

/ fondo del asunto o que las respectivas acciones hubieran prescrito". 
Sólo de esta manera, el derecho fundamental a la pensión se ajustará adecuadamente a los 
principios del equilibrio presupuestario y de la justicia redistributiva, a fin de no 
incorporar a personas que se hubiesen aprovechado de las deficiencias del sistema. 

82. Los ben~ficiarios del derecho fundamental a la pensión 
L ¡Co stitución tutela a la familia y a sus integrantes en los distintos estados de necesidad 

1 que pudieran encontrarse. Tal es el sentido del artículo 4 de la Constitución que 
pr mueve la tutela social de las personas a través de un sistema de seguridad social que 

s otorgue beneficios. Teniendo en cuenta ello, y en lo que a la cuestión previsional se 
refiere, se ha estatuido que los beneficiarios deben gozar de, por lo menos una parte, de 
los derechos pensionarios que el causante titular percibía. 
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I,a situación sui generis dc los bcneliciarios del Decreto Ley N° 20530 ha hccho que la 
rc!()rma constitucional y la ley de nuevas reglas pensionarias establel:can algunas 
condiciones para su cjercicio. 
,a prctensión de los demandantes de atribuir genéricamente la titularidad del derecho a la 
ensión, sin su sometimiento a la regulación que haga el constituyente de su contcnido no 

e. encial y adicional, comportaría la utilil:ación sin sustento constitucional de reeursos 
ec Jllómicos, lo cual colisionaría abiertamente el rrincirio de so lidaridad. 

§3. LA PROGRESIVIDAD DEL DERECHO FUNDAMENTAL A LA 

PENSiÓN Y LA TEORíA DE LOS DERECHOS ADQUIRIDOS 

83. Según los demandantes, se han afedado los derechos adquiridos de los pensionistas 
Uno de los puntos en que existe mayor conexión entre las demandas plantcadas es el 
relCrido a la alcclaeión de los derechos adquiridos de los rensionislas. Al resreclo, se ha 
argumentado lo sigu iente: 

" ( ... ) el derecho a la seguridad social y su desarrollo rrogresivo dene ser 
entendido e interprclado respecto de la población cn general y no en Cunci('l1l a 
un gruro pequeño de pensionistas, atendiendo, tal corno lo hace el texto de 

/' J reronna constitucional, a la equidad e interés social"so, 

84. Según el demandado, la progresividad debe analizarse con respecto a toda la 
población 
I ~ l demandado sosticne que 

"( ... ) al analil:ar s i existe progresividad o violación de esta garantía, esto no se 
puede medir en {'uneión a un g rupo representativo de la situaeión que aFron ta el 
I ~stado en dicha materia sino en función al conjuntQ de la población , teniendo 
en cuenta que las medidas que se adopten no colisiones C011 la totalidad de 
derechos y se aprovechen al máximo los recursos que se dispongan, con 
equidad y anteponiendo la dignidad humana"s l. 

5. El carácter cerrado del régimen y la justicia redistributiva 
1,:1 sistema de goee del bencficio previsional puede ser modi ti cado sicmpre y cuando no se 
a fccte el contenido esencial del derecho Fundamental , de modo que aque llos benclieios 
que I'orman partc del eontenido esencial del derecho, deben seguir s iendo go'/:ados o 
re' ibidos conforme a las reglas que permitieron su acceso. No porque se pr·ctenda una 
, plicaeión ullraactiva de la ley que los previó en su momento, sino porque sc encuentran 
vinculados eon el derecho fundarnental al que llenan de contenido, lo que no ocurre con 
aquel los derechos de naturalc'/.a legal que tienen por objeto complementar, a nivel 
legislativo ordinario, la f()I'ma como debe elceluarse la prestación de determinados 
beneficios que en modo alguno afCcla el eonten ido esencial de l derecho I'l.lndamental. 

A En consecuencia, el gOCC de los benelicios previstos en la ley no signil1ca que estos 
fJj tengan naturalc'/,(l constitucional, sino que pueden ser protegidos en dicha sede siempre 

50 Contestación a la demanda de inconstitucionalidad W 0051-2004-PI, P 15, reiterada en la 
contestación de las demandas N° OOIl- -?005-PI, 007?005 ·PI y 009 2005-PI. 

fj1 Demanda de inconstitucionalidad W 050-2004-AI , p. 48. 
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que su goce o cJerCleJO se cncucntre vinculado con el contenido esencial del derecho 
fundamcntal. 
Tratándose de dercchos dc configuración legal, 110 toda la legislación ordinaria que tiene 
por objeto prec isar los goces, benelicios o prcstaciones, adquieren, per se, la condición dc 
conten ido esencial de los derechos lundamentales, sino que en la medida que desarrollan 
e l derecho fundamental del que derivan, una ve/. que son otorgados al beneficiado, surten 
eJ<::ctos con posterioridad ineluso a las modificaciones que regularon a su otorgamiento 
(tal como OCUTI"C en el caso del ingreso a un n~gimen previsional). 
)m el contrario, las condiciones relativas al gocc efectivo de dctenninadas prestaciones, 

d 'r ivadas justamente de los beneficios que forman partc del contenido no esencial y 
ae . eional derecho fundamental, sí pueden ser objeto dc modi licación , por tratarse de 
ter as de legis lación ord inaria (monto de la pcnsión en la rncdida que no se cornpromcla el 
mín\mo legal, topcs, condiciones de nive lación, entre otros) , los que se rigcn por la 
Icg is1ación vigente al momento en quc pucden sc r reali/.ados o ejecu tados. 

86. El r~onocimiento de los derechos adquiridos como elemento configurante de la 
progresividad 

11 Según el nucvo artículo 103 de la Constitución, 
"( ... ) la ley, desde su cntrada cn vigcncia, sc aplica a las consecuencias de las 
re laciones y situaciones jurídicas existentes". 

~n este supuesto, uno de los demandantes señala que 
"( ... ) el artículo I o del precitado dispositi vo legal atenta contra los derechos 
adquiridos de quienes ya go/.aban de la pensión con anterioridad a la vigencia 
de la norma, toda ve/. que se al"cctaría a los derechos legalmente obtenidos al 
Régimen del I)l, N° 20530, al aplicárseles en adelante nuevas reglas para el 
goce de su pensión de cesantía, pudiéndose así reducir sus pensiones, poner1cs 
topes, etc.")1., 

'u' I permite que otro de los reCUlTentes asevere que 
"( ... ) propiciar que las normas se apliquen a las relaciolles jurídicas existentes, 
en materia pensionaria significa despojar a los pensionistas de sus derechos ya 
obtenidos, implicaría una Ilagrante violación al principio de irretroactividad de 
la norma"S3. 

1; ente a ta1cs pos iciones, el demandado considera pertinente argumentar otra 1()tIna de 
e )mpre ~dcr la nonna constitucional mencionada. Así, a l~rrn a que 

"( ... ) el erróneo entendimiento por parte de los demandantes de la Teoría de 
( lechos Cumplidos, los lleva a una pretensión insostenible y que es contraria a 
lo que ha venido sosten iendo el Tribunal Constitucional. .. : la posibilidad de 
estab lecer límites al derecho pensionario en función de la situación económica, 
soc ial y política del país"S4. 

7. La relación entre derecho y contenido esencial para configurar la progresividad de la 
pensión 

! 2 Demanda de inconstitucionalidad W 009-2005··I::JI, pp. 9, 10 
~ Demanda de inconstitucionalidad W 050-2004-AI, p. 34. 
54 Contestación a la demanda de inconstitucionalidad N° 0051 -::>'004-PI, r ?~~, miter<1da en la 

contestación de las demandas N° 004-2005-PI, 007-2005-PI Y 009-2005-P I. 



72 

TRIBUNAL CONSTITUCIONAL &lb 

I 

1·:1 contenido esencial del derecho fundamental a la ¡;CtlSiÓIl, el mismo quc será 
determinado claratnente in/ra está aJCcLo a las evoluciones y a los consensos sociales, 
mientras que el contenido accidcntal está sujeto a una definición progresiva pOI' cl 
legislador. 
I':n cualquier caso, las trans/(mnacioncs que se produ,¡~can dchcn cstar sicrnpr"C oricntadas 
a hacer rnús e/ica"¡~ la protccción dc los dcrechos dc la persona, no solo cn lo rcl(:¡-ido él su 
cOl\sagmción nonnativa, sino en Cllalllo a la identificación dc mejores y rnas adecuados 

lecanisrnos para garanti/al" su vigencia. 
/ ando se hace re/erencia a la de/inición progresiva por el Icgislador', estc Colegiado 

all de al concepto de progresividad, quc constituye un reconocirniento al hecho dc quc la 
pie a elCctividad de los derecllOs cconúrnicos, sociale.'i y culturales -enlre los que se 
encu 'ntra cl derecho a la pensión- en gencral no puede logra.r-se en un brevc pcriodo. Y cs 
de es\a I'orma como ha sido interpretado el artículo 2.1 del I)acto Intcrnacional de 
Derechos I':conómicos, Sociales y Culturales -ratiJicado por el I)crú el n de ahril de 1 ()7~­
, que señala quc: 

"Cada uno de los 1 ':stados Partes en cl pr'escntc Pacto sc compromete a adoptar 
medidas, tanto por scparado corno rncdiante la asistcncia y la c()opcn_1.ción 
internacionales, especialmente económicas y técnicas, hasta cl máximo dc los 
recursos de que disponga, para lograr progresivamente, por todos los mcdios 
apropiados, inclusive cn particular la adopción de rnedidels Icgisl,llivas, la plcr1a 
elCctividad de los dcrcehos a.quí reconocidos". 

88. Las posibiJidades económicas del Estado y el derecho a la pens ión 
IJ LsLado dche cumplir sus obligaciones segCrn sus limitacioncs pr·esupuestalcs. 1':110 no 
ohsta/para que dejc de cumplirlas. Sólo de esta Forma se podrá asegurar el ejcrcicio del 
d 'r '~ho /"undamental a la pensión. 
) ) de los principales ar-gumentos de los demandantes es que la J .ey N° 2Wlk9, que 

r ()rIlla el artículo 10J de la Constitución, alecta la dehida protección constitucional él un 
er'echo fundamental. I ~n electo, aduccn que, 

"( ... ) propiciar que las nmmas se apliquen a las relaciones juddicas existentes, 
en matcria pensionaria, signi I'¡ca despojar a los pensionistas de sus dcrecllOs ya 
ohtenido, implicaría urJa Ilagrante violación al principio de irrctroactividad de 
la norma, máxime si se trata de derechos humanos, ya que cualquier 
modificación constitucional o legal no pudc aplicarse en f(mna rcgr'csiva o 

erjudieial a quienes ya ostentan un der'echo humano I'undamental adquiridon\'i 
':sta i erprclaeión cuestiona la nal,urale'/a rnisma del proceso de rdúnna cOllstitucior1ill y 

arácter prescriptivo de los derechos rUlldatnentales, e incluso la intcr-prctación del 
rincipio de progrcsividad reali/ada por' los órganos intcmacionalcs competentes en 1,.1 

materia. 1·:110 no excluye, segCrn lo Iw desarrollado la Ohscrvación (¡cllera1 N°) dcl 
Comité de J)erechos I':conómicos, Sociales y Culturalcs, que 

"( ... ) todas las medidas de carúeter deliberadalltcnte retroactivo en este aspecto fl¡ requerirán la consideración más cuidadosa y deberán justilicarse plcnamente 
por rder'encia a la totalidad de los derechos previstos en el Ilaclo Ilnlemacional 
e Derechos I~con()micos, sociales y Culturalesl y en el corllexto del 
aprovechamiento pleno del rnúxirno de los recursos de quc Se disponga". I ':sl.c 

:i" Demanda de inconstitucionalidad N" 0502()();!-AI/TC. P 34 
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reconocimicnto, sin embargo, no debe llevar a interpretar eyuivocadarncnte 
que, la declividad a lo largo del tiempo o progresiva, "priva a la ohligación de 
todo contenido significativo. Por una parte, se requicre un dispositivo dc 
Ilcxib ilidad necesaria que relleje las realidades del mundo real y las 
dificultadcs quc implica para cada país el ascgurar la plena declividad de los 
derechos económicos, sociales y culturales. Por otra partc, la frasc debe 
intcrprctarse a la lu/. del objetivo genc ral , en realidad la razón de ser, del Pacto 
Ilntc rn ac ional e Derechos I ':conómicos, sociales y Culturales 1, que es 
estab lecc r c laras obl igaciones para los I ~stados Partes con rcspecto a la plena 
deetiv idad de los derechos de que se trata", pues las obligaciones mínimas no 
se e liminan "como resultado de las limitaciones de recursos , las ohligaciones 
de vigi lar la medida de la realización, o rnás especia lmente de la no realización , 
de los derechos económ icos, sociales y culturales y de e laborar estratcgias y 

" ,,56 programas para su prornoc lon . 

89. La exig ncia del derecho a la pensión a partir de los principios sociales 
Los prinipi os sociales de la pensión enunc iados supra, trans itan en una COI111 uellcia entre 
la máxÍla protecc ión posible y las pos ihil idades presupuesta les de l I ':stado para 
resguardarla. 
1·: / I ~stado social y democrát ico de derecho se desp l iega y eoncrcta especialmente en los 
de rechos fundamentales sociales, dentro de los cuales claramente se encuentra el derecho 
a la pensión . 
Al respecto, uno de los demandantes rdiere que 

"( ... ) en esta etapa dcl l':stado social, los derechos I'undamentales, sean civiles y 
políticos, como sociales y económicos, comparten un tratamiento unitario e 
interdependiente, del que se deriva un conjunto de ohligaciones y prestaciones 
pos itivas y negativas por parte del 1':stado para e l desarrollo libre e igualitario 
de las personas en la comunidad"s7 . 

':1 T rib unal Constitucional ha advertido que la distinta eficacia que presentan los derechos 
consti tuc ionales entre sí , no sólo reposa en cuestiones teóricas de carácter histórico, sino 
que es tas di ferenc ias, a su vez, pueden revestir signilicativas repercus iones prácticas. I':n 
tal sentido, debe distingui rse entre los derechos de preeeptividad inmediata o 
autoap licativos, y los denomi nados prestacionales, de preccptividad diJCrida, progresivos 
o prograr~l áti eo s ( Iu ndamento <) de la Sentencia del I':xpediente N° (JO 11 -2002-AI/TC) . 

90. El g' . to público y la aplicación temporal del derecho fundamental a la pensión 

S6 

C< únmente, se entiende que a esta última categoría pertenecen los derechos 
. ndamenta les sociales y económicos, que, en tanto ohligaeiones mediatas del I':stado, 

neces itan de un proceso de ejecución de políticas sociales para que el ciudadano pueda 
gO/.ar de e llos o ejercitarl os de manera plena. Tal es el sentido de la Undécima 
Dispos ic ión 1:i na l y Transitoria de la Constituciúl1 , que establece que 

"( ... ) las disposiciones de la Constitución que exijan nuevos y mayores gastos 
púh lieos se aplican progresivamcnte" . 

/J¡- ~ 
Observación General 'La índole de las ob ligaciones de los Estados Partes' Ob . cit 

51 Demanda de inconsti tuciona lidad W 007-2005-PI , p. 27 . 
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Sin embargo, tal como se ha precisado, el principio de progresividad en el gasto a que 
hace a lusión la Undécima Disposición Final y Transitoria de la Constitución, según el 
fundamento 36 de la Sentencia del I ':xpediente N° 2945 -2003 -I\I\/ TC, 

" (, .. ) no puede ser entendido eon carácter indeterminado y, de este modo, servir 
de a legato fi'ecuente ante la inacción del I~stado , pues para este Colegiado la 
progresividad del gasto no está exenta de observar el establecimicnto de pla'/'os 
razonables, ni de acciones concre tas y constantes del I ':s tado para la 
imp1cmentación de políticas públicas" . 

Com se observará a continuación, la cantidad de afiliados al régimen pensionario del 
[)ecreo I,ey N° 20530 no era proporcional con e l gasto que representaha al I ':stado 
perual () (ver Crráfico N° 2). 

GRÁnco N° 2 

Distribución del costo anual para el Estado en pensiones 
(Año 2004) 

Distribución de afiliados 
a sistemas previsionalcs 

(miIC'l) 

Costo anual para el 
I':stado 

<mill"o"" USS) 

del I )cerelo I ,ey N° 20S](). Incluye nlunicipal idades, 
I.'ON!\ I.' I':, organ islllos ClUIÓn011l0S y conlingcnc ias por dislorsi!Ín 
dc pla . ,L~ dc l I':slado 

: ONI' / MEF 
: D(Jr\I':S-MI ': I; 

Por e llo, si bien es cierto que la eICctividad de los derechos sociales requiere un mínimo 
de actuación del I':stado, ya que toda política social necesita de una ejecución 
presupuesta l, también lo cs que estos derivan en obligaciones conc retas por cumpl ir, por 
lo que los I':stados deben adoptar medidas constantes y e licaces para log rar 

f¡¡ progres ivamente su plena efectividad . 

-/91. La progresividad del derecho a la pensión tras la reforma constitucional 
I~ste Colegiado considera que, efectivame nte, la plena realización de este derecho puede y 
debe lograrse de manera pau lati na, y que es vocación del I ~ stado, con forme a las 
ob ligaeioncs internaciona1cs asumidas, ejecutar las medidas tendentes a que este objetivo 
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se realice en un plazo fa'l:Onablcmente breve. j':lIo en concordancia con las ex igcncias dcl 
bienestar gcneral, que se fundamenta en lajusticia yen c l desarrollo intcgral y eq uilibrado 
de la Nación , deber impuesto al )':stado por el artículo 44 de la Constltueiún . 
/\simisrno, estima que existe una serie de medidas de carúcLer inmcdiato que dchen 
adoptarse, las cuales garanticen el gocc y ejercicio de conformidad con cl con tenido 
escncial de este derecho fundamental, entre ellas cfectuar las providencias legis lativas 
indispensables acordcs con la fuerza expansiva de los derechos y afianzar el carácter de 
, stlciahle del derecho fundamental a la pensión, lo cual pennita que rueda ser invocado 
ante los tribunales. )·:110 supone, a su vez, la provisión de mayorcs recursos al Poder 
.Iudie'al. !':s neccsario que se tenga en consideración la Scntencia de cste Colegiado en el 
proce. o de conflicto de competencia entre el Poder Judicial y el Poder l':jecutivo, 
l~xped'ente N° 004-2004-CC/TC, cn cuyo fundamento 9.9 se señaló quc 

"(. .. ) la programación presupuesta l conl leva un proceso permanente de 
raciocinio, proyección y previsión, que permite el establecimiento de 
detenninadas metas gubernamentales que obligan necesariamente a la 
asignación de recursos econúlllicos". 

92. El análi 's de constitucionalidad de la reforma constitucional respecto a la aplicación 
de leyes n el tiempo 
~n cuanto a la Primera Disposición Final y Transitoria de la Constitución Po lítica dc ] <)<X) 

-en su to¡dO anterior a la reforma constituc ional -, su contenido era ciertamente 
cuestionable desde los niveles de protección que se deben brindar a los titulares del 
derecho fundamental a la pensión cxigidos por la propia Constitución , puesto quc 110 

quedaban claros los criterios que permitirían resolver los supuestos dc sucesión. Podr ía 
crivarse la consecucncia de 

"( ... ) mantcncr la vigcncia de la norma antigua aLIT1 cuando pCI:judica a los 
trahajado rcs o pens ionistas, en el marco de una Constitución que no admite la 
retroactividad ( ... ) 1,0 que resulta evidentemente ajeno al propósito de dicho 
preccpto"S8 . 

Creemos que, en esc sentido, el artículo 3 de la I,ey de Ref'orma N° 28389 sienta las bases 
de una transición en el sistema púhlieo del régimen de pcnsiones, llindada en el lesl de 
razonabilidad, que orienta la actuación del J<:stado y la regulación legal del ejercicio dc 
dercchos, tal como se puede observar corno mayor detcnimicnto en el fundamento //4. 
Dc csta forma, al no ex istlr vulneración del régimen pensionario en su carúcter de 
prog siv idad, no es incons ti tuc ional la rcf'orrna del artículo 103 de la Constitución . Por 
tal a:;,ón, es infundada la demanda en tal extremo . 

. La aplicación inmediata de las nuevas reglas pensionarias 
r ,a ar li cación inmcdiata de nonnas también es trascendente rara que las desigualdades 
que atentan directamente contra la equidad pensionaria, pucdan scr revcrtidas. 

A Por eso sc ha señalado, corno partc dc la refórmada Primera Disposición Final y 
U" Transitoria de la Constitución, quc 

( 

51l 
NEVES MU.JlCA, .Javier. Los derechos adqu iridos en materia pensionaria , en la jurisprudencia del 
Tribunal Constitucional. En Estudios sobre la Jurisprudencia Constitucional en materia Labora l y 
Previsiona l. Lima, Academia de la Mag istratura-Sociedad Peruana de Oerecho del Tr3b8jo y de la 
Seguridad Social, 2004, p. 171. 
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"( ... ) las lluevas reglas pensionarias establecidas por ley se arlicarán 
inmediatamente a los trabajadores y pension istas de los regímenes rensionarios 
a cargo del Estado, según corresponda". 

Tal corno se puede observar a continuación (vcr Gráfico N° 3), la inequidad del sistema 
rodría ser controlada, pues hasta antes de la reforma, las pensiones más altas dentro del 
régimen del Decreto I,ey N° 20530 eran, en promedio, veintiséis veccs mayores que las 
pensiones mús b~jas. Con las nuevas reglas rensionarias en ci nco años, aprox imadamente, 
só lo 'erán siete veccs mayores . 

GRÁFrcoN° 3 
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Visto e llo, es necesario que las nuevas reglas se imrlementen con rlazos para que la 
reducción de pensiones sea gradual rara aquellos que estén sohre 1 l JI "1, teniendo en 
cuenta que la I,ey N° 28449 ha determinado que el tope será de 2 lJ l"I's. 
Por tal razón , tamb ién es conecto constitucionalmente que, a lin de conseguir la equidad 
pensionaría, subyacente en el artículo 11 de la Const itución, se haya autor izado, en la 
misma P 'mera Disposición Final y Transitoria, 

"( ... ) iniciar las acciones legales cOlTespondientes para que se declare la nulidad 
de las pensiones ohtenidas ilegalrnentc, salvo los casos definidos por sentencias 
con carácter de cosa juzgada que se hayan pronunciado expresamentc sobre c l 
fondo del asunto o que las resreclivas accioncs hubieran prescrito". 

Para esta labor encomendada a la autoridad administrativa, la reforma constitucional del 
artículo 11 de la Constitución reconoce la capacidad de una entidad del Ciobierno para 
administrar los regímenes de pensiones a cargo dell·:slado. 

1 
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§4. EL CARÁCTER PATRIMONIAL OEL OERECHO FUNJ>AMENTAL A 

LA PENSiÓN 

77 

94. Según los demandantes, se afecta el derecho a la propiedad conjuntamente con el 
pensionario 

Uno de los demandantes argumenta que 
"( ... ) es indi scutihle que el derecho pensionario es un derecho ineorrontdo al 
ratrimonio de los beneficiarios y por ende le asiste la totalidad de protección 
atribuida a esta garantía"S9. 

Ln 'onelusión, ¿cómo se ha de entender el carácter patr imonial del derecho pensionario'J 
Al re 'pecto, otro de los demandantes precisa que 

"( ... ) el derecho pensionario, al constituir parte de l patrimon io de sus 
beneficiarios, consti tuye un verdadero derecho de propiedad, protegida 
constitucionalmente, por lo que conf<')fIr1e lo ha delineado el Tribunal 
Constitucional. ... ra/',ones en las cuales 110 se ha inspirado el Congreso para la 
daeión de la presente ley"óO. 

95. Según el emandado, no existe afectación del derecho a la propiedad 
1,:1 deman( ado a su ve/', sostiene que 

"no sólo como derecho de propiedad, SillO como derecho específico a la 
seguridad social, el contenido esencial del derecho no se ve vulnerado ( ... ) muy 
por el contrario, la ref<.mna sirve para hacer realidad ' el derecho universal y 

. d di' id' l' ,,(, I rrogreslvo e 10 a persona a a segUr1( a socia . 

,,1 alcance genérico del derecho fundamental a la propiedad 
,a propiedad, como derecho lundamental, se encuentra prevista en el artículo 2 incisos X 

y 16 dc la Constitución. Dicho derecho, desde una perspectiva iusprivatista, se eonci be 
como el poder jurídico que perm itc a una persona usar, disl'rutar, disponer y reivindicar Ull 

bien. Así, el propietario puede servirse directamente del bien, percibir sus li'utos y 
produetos, y darle destino o condición conveniente a sus intereses patrimoniales. 
Sin embargo, así entendido el derecho fundamental a la propiedad, parece atribuir a su 
titular un poder absoluto, lo cual no se condice con los postulados esenciales de los 
derechos fundamentales que reconoce en un I':slado social y democrático dc Derecho 
como el nuestro. I ':s por e llo que el derecho a la propiedad debe ser interpretado no sólo 
con vista al artículo 2 incisos 8 y 1 6, ~)ino también a la luz del artícu lo 70 de la 

)¡_ Constitución, el cual estab lece que éste se 
J7) "( ... ) ejerce en armonía con el bien común y dentro de los límites de ley". 
/ I ':n erecto, desde la perspectiva constitucional, el derecho rundamental a la propiedad , 

como los demás derechos, posee un doble carácter: es un derecho subjetivo pero, a su ve/" 
es Ulla . stitución objetiva valorativa. I\s decir, en nuestra Cons ti tución se reconoce a la 
prop' dad no sólo como un derecho subjetivo o individual, sino también como una 

... ..... _ .... _ ................... _---_... --- ._._-

Demanda de inconstitucionalidad N° 050-2004-AI, P 51 
Demanda de inconstitucionalidad N° 009-2005-PI, p. 20. 

61 Contestación a la demanda de inconstitucionalioi'ld W OOfi1 -2004-PI, p. ?6, reiter<lda en la 
contestación de las demandas N" 004-2005 -PI, 007-2005-PI Y 009-2005-PI 
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'nstitución objetiva portadora de valores. Por ello, la detenninación de su contenido 
e,'eneial 

"( ... ) no puede hacerse desde la exclusiva consideración subjetiva del derecho o 
de los intereses individuales que a éste subyacen, sino que debe incluir 
igualmente la necesaria referencia a la función social, entendida no como un 
mero límite externo a su definición o a su ejercicio, sino como parte integrante 
del derecho mismo. Utilidad individual y función social definen , por 10 tanto , 
inescindiblcmente el contenido del derecho de propiedad"ó2 

'u doble caráeler, el derecho lundamental a la propiedad no es un derecho absoluto, 
sino q e tiene limitacioncs que se traducen en obligaciones y deoeres a cargo del 
propiet rio, previstas legalmente. Ello obliga, por un lado, a que el I~stado regule su goce 
yejerci io a través del estahlecimiento de límites establecidos por ley; y, por otro , impone 
al titula del derecho el deber de atmonizar su ejercicio con el interés colectivo. I,a 
función social es, pues, consustancial al derecho de propiedad y su goce no puede ser 
reali·/.ado \ al margen del hien común, el cual constituye, en nuestro ordenamiento 
constitucional, un principio y un valor constitucional. 

La pensión como parte del patrimonio y no como propiedad 
Bajo estas premisas es que se debe precisar si la pensión consta de los mismos atrihutos de 
la propiedad privada y, por lo tanto, si cabe equipararlos. Al respeelo, debernos sdíalar 
que la pensión, si bien forma parte del patrimonio de la persona que goza de ese derecho , 
no se puede desprender, sin más, su asimilaciún con la propiedad, pucs entre ellas existen 
di ferencias notables que se mani fiestan en su naturaleza jurídica, en los aelos quc pueden 
realizarse, en el modo dc transf'crencia yen su titularidad . 
Por su naturale/,a, la pensión , a di fcrencia de la propiedad, no es un derecho real sobre un 
bien , sino un derecho a percibir un determinado monto de pago pcriódico al que sc tiene 
acceso una vez que se han cumplido los requisitos legalmente establecidos. 
I ':n cuanto a los aetos que pueden realizarse sobre la pensión , existen también di fcrcncias 
hastante marcadas con la propiedad . Así, la pensión no puedc ser objeto, por ejemp lo, de 
determinados actos de libre disposición (compra-venta, permuta, donación, entre otros) , ni 
es susceptible, como es evidente, de expropiación -como equivocadamente señalan los 
demandantes-o Por el modo como se transliere tampoco se puede equiparar la pensión con 
la nropiedad. 
1,' pensión no es susceptihle de scr transmitida por la sola autonomía de la voluntad del 
ausantc, corno si se tratase de una herencia, pues se encuentra sujeta a determinados 

requisitos establecidos en la Icy y que, sólo una vez que huoiesen sido satislCchos, podría 
generar su goce a éste o sus beneliciarios. 
Ln cuanto a la titularidad, no siempre coincide e l titu lar de la pcnsión con la persona 
hcnc liciada con ella, por lo que se debe distinguir entre e l pensionista y el heneliciario . I':s 
evidente, cntonces, que la pensión no comporta los atributos privativos de la propiedad , de 
modo que es un absurdo jurídico asimilar la naturak/.a de ambas como si de una se 

.A ....,tratase. 

í'Sin embargo, los demandantes han reculTido tanto a la jurisprudencia de la Corte 
Interamericana de Derechos Ilumanos corno a la de este Tribunal para sostener que la I ,ey 

fl2 PÉREZ Royo, Javier. Curso de Derecho Constitucional. Madrid, Marcial Pons, 2000 7a Ed. p. 554 . 
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N° 28389 -y, ademús, la I,ey N° 28449-· afectan su derecho a la propiedad. I ':s necesario, 
entonces, que cste Coleg iado se pronuncie también sohre estos argumentos. 

98. La pensión en la .Jurisprudencia de la Corte lnteramericana de Derechos Humanos 
I,os demandantes mcneionan la Sentcncia de la Cor'Le Interamericana sobre el Caso de los 
" nco Pensionistas vs. Perú, Sentencia de 28 de febrero de 2003, aseverando que, respecto 

a l 'recho de propiedad 
" (oo .) la Corte In1.cramerieana de Derechos Ilurnanos señaló que el derecho a 
recibir una pensión de jubilación, constiluye un derecho adqu irido, por cuanto 
la Constituc ión Peruana lo reconoce expresamente y, en la medida que este I'ue 
incorporado al patrimonio de los pensionistas, se encuentra amparado por el 
artículo 21 ° de la Convención que reconoce el derecho de propiedadoo . I ~I 
criterio de la Corte Interamericana es compartido, y asumido expresamente, por 
el Tribunal Constitucional peruano, que en varias ocasiones ha identificado el 

/ \ derecho a percibir pensión con el derecho de propiedad,,(d. 
Jo: 1 efecto,' la Corte Interamericana estableció en lal sentencia, como parte del párraf() 10] , 

"(oo.) a la I u>,: de lo señalado en la Constitución Política del Perú, de lo dispuesto 
por c l Tribunal Constitucional peruano, de conl'ormidad con el artículo )<).b) de 
la Convención -el cual prohíbe una interpretaciún restrictiva de los derechos-, y 
mediante una interpretación evolutiva de los instrumentos internacionales dc 
protccción de dcreehos humanos, esta Corte considera que, desde el momento 
en que ¡los cinco pensionistas I pagaron sus contribuciones al fondo de 
pensiones regido por el Deere to-I,ey N° 20530, dejaron de prestar servicios a la 
SBS y se acogieron al régimen de jubilaciones previsto en dicho decreto- ley , 
adquirieron el derecho a que sus pensiones sc rigieran en los términos y 
condiciones previstas en el mencionado decreto- ley y sus normas conexas. I ':n 
otras palahras, los pensionistas adquirieron un derecho de propiedad sobrc los 
efectos patrimoniales de l derecho a la pensión, dc conformidad con e l Ikcreto-

I ¡ ,ey N° 20530 Y en los términos del artículo 21 de la Convenc ión /\mericana". 
/\1 retomar la doctrina del Comité dc J)erechos Leonórnicos, Sociales y Culturales de las 
Naciones lJnidas, la Corte Interamericana también reconoce las posibilidades de la caja 
fiscal para dar cumplimiento a la progresividad de los dcrcchos fundamentales, Lema que, 
a juicio de este Colegiado, es de importancia capital. /\simismo, se ha señalado en el 
fundame o 147, que 

"(oo.) los derechos cconómieos, sociales y culturales tienen una dimensión tanto 
individual como colectiva. Su desarrollo progresivo, sobre el cual ya se ha 
pronunciado el Comité de Derechos I ':conómicos, Socialcs y Culturales de las 
Naciones lJnidas, se dehe medir, en el criterio de este Tribunal , en f'unción de 
la creciente cobertura de los derechos económicos, soc iales y cu lturales en 

f 
general , y del derecho a la seguridad social y a la pensión en particular, sobre 
el conjunto de la pob lación , teniendo prcsentes los imperativós de la equidad 
social, y no en función de las circunstancias de un muy limitado grupo dc 
pensionistas 110 necesariamente rcprescntativos de la situación gene ral 
prevaleciente". 

63 Demanda de inconstitucionalidad N° 007-2005-PI , pp. 50, ss. 
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99. J derecho a la pensión no incluye una exigencia de 'nivelación' 
I I hecho que la 1 ,cy N° 28389, haya establecido que 

"( ... ) no se podrá prever en ellas la nivelación de las pensiones con las 
remuneraciones, ni la reducción del importe de las pensiones que sean 
inFeriores a una lJnidad Impositiva Tributaria", 

uce a los demandantes a sostener que la prohibición de la nivelación pensiones 
"( .. . ) equivale a vaciar de con tenido el derecho pensionario nivelah le 
reconocido por la Prirnera Disposición I<'inal y Transitoria, por ser ésta la 
característica propia y singular del régimen previsional de l n.I,. 20530. 
Conviene precisar que la supresión de este derecho afecta, por igual, a todas las 

\ pensiones de dicho régimen y no únicamente, como f'alazmente lo ha sostenido 
la propaganda oficial"M. 

1,:1 Tribunal Consti tucional no comparte el criterio de los demandantes, I ~ n decto, como se 
explicará con detenimiento en el fundamento 107, el contenido esencial del derecho 
f'undam ental a la pensión está constituido por el derecho de acceso a la pensión, ror el 
derecho a no ser privado arbitrariamente de él y por el derecho a una pensión mínima. 
Fuera de ese ámbito, se encuentra el contenido no esenc ial y adicional del derecho a la 
pensión, los que pueden ser configurados por el legislador a través de determinadas 
regu laciones, siempre que ellas no afecten el contenido csencial mediante intervenciones 
irrazonahles que transgredan el principio de razonabilidad y proporcionalidad. 
En el ámbito no esencial y adicional del derecho fundamental a la pensión, e l legislador 
puede estableecr determinadas regulaciones, sin que ello implique una intervención 

"inconstitucional per se . I)e esta manera, 
"( ... ) el Icgis.lador tiene un amplio margen de apreciación a la hora de regular y 
modificar las prestaciones para 'adartarlas a las necesidades del momento ', 
teniendo en cucnta el contexto general en que aquellas situaciones se producen, 
las circunstancias sociocconómicas, la disponibilidad de medios de 
financiación y las necesidades de los diversos grupos soc iales, así como la 
importancia re lativa de las rnismas"ó5. 

Ahora hicn, el hecho de que la ley de rcf"orma prohiba la nivclación de pensiones con las 
remuneraciones, no implica la afectación del contenido esencial del derecho fundamental 
a la 'nsión, pues la nivelación no forma parte de ese contenido, sino del no esencial; por 
el ontrario, con un criterio de justicia e igualdad , e l legislador ha establccido que la 
r duceión del importe de las pensiones no se aplique a las remuneraciones que no superen 
la Unidad Impositiva Trihutaria. 

100. El derecho a la pensión no excluye la imposicUin de 'topes máximos' 
I,os demandantes tambic;n sostienen que la [,ey de Reforma Constitucional N° 2W3g9 y la 
I,ey N° 28449, que la desarrolla, dispone la ap licación de topes y la reducción de las 
pensiones . I ':n lal sentido, arguyen que 

) "( ... ) el derecho fundamental a la scguridad social, concretado en el derecho a 
~/ percibir una pensión nivelada, se vc gravemente af'cctado, no sólo en cuanto se 
/ elimina el derecho a su reajuste futuro por nivelación , sino porque su rnonto 

64 Demanda de inconstitucionalidad N° 007-2005-PI, p. 44. 
65 

RUBIO LLORFNTE, Francisco. Derechos funciamentélles y rrincipios constitl.lcional0, ~' (doctrina 
jurisprudencial). Barcelona, Aliel, 1995. p 654 . 
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actual se verá reducido año tras año, hasta equipararse al denominado " monto 
máximo mensual" . Dieha di spos ición resu lta abiertamente con tradi ctoria con el 
artículo 10° de la Constitución , conforme al cual la lina lidad dcl de recho a la 
seguridad social, que en él se reconocc, es asegu rar a la persona 'la e levac ión 
de su calidad de vida"'(¡ü . 

I ~ste Colegiado no comparte e l criterio de los demandantL:s porquL:, como se ha señalado , 
r o existe un derecho fundamental a la nivelac ión , dado que ésta no forma parte del 
c ntenido esencial dcl derecho fundamental a la pensión , sino a su contenido no esencial. 
Si· sí l'uera, la ' nivclación ' debería también aplicarse a otros regímelles pensionarios, pues 
de o contrario se estaría incurricndo en un acto injusti li cado de discriminación. 
1,0 ue debe quedar claro es que el establecimiento de topes pens ionarios obedece a dos 
ra/.ol es esenciales, a saber: la disponihilidad económica del sistema de seguridad social y 
el pri eipio de so lidaridad. 
I':n ere 'to, en virtud de l primero, el leg islador puede regular las prestaciones de la 
segurid' d social en función de la escasez de recursos o medios económicos limitados con 
los que cuenta el sistema. De ahí que el leg islador, en la ley de reronna constitucional N° 
28389, haya previsto que los regímenes pensionarios 

"C ... ) deberán regi rse por los criterios de sostenibilidad linanc ie ra y no 
nivelación" . 

I':n ese sentido, cuando lije un tope a la percepción de rensiones, e l legis lado!' no podrá 
so brepasar el límite que se le ha otorgado en la rc1'onna constitucional, a l momen to de 
arrec iar aq uell as ci rcunstancias socioeconómicas condic ionantes de la actualización del 
sistema de pensiones. 
I ':n vi ud del principio de solidaridad se exige que 

"C ... ) el sacrificio de los intereses de los m ás favorecidos Il'ente a los 
desamrarados con independencia, incluso, de las consecuencias puramente 
económicas de esos saerilicios, es decir, en e l caso concreto, eO!l 
independencia de que esas pensiones proporcionalmente altas sean rocas , su 
limitación tenga poca influencia en las finam:as públicas y en poco o nada 
beneficie a los pensionistas más modestos" f> '. 

Por estas consideraciones, y mientras el I \stado garanti cc el pago de las pensiones y los 
montos de 'stas cubran el mínimo de suhsistencia, la fij ación de topes no pueden ser 
tac hada 'inconstitucional. Será, entonces, constitucionalmente razonahle y legítimo qUL: 
se dis mga la disminución progresiva del monto de las rensiones más elevadas -rrop io 
del ontenido no eseneial- y el incremento dc las pensiones más bajas a un topc mÍllirno 
v ' al -rropio del contenido esencial-. 
':sta exigencia, que el I':stado no puede evadir, se ha plasmado en e l artículo 1 dc la I,ey 

N° 28389, al determinar que las reg las estahlecidas rol' la lcy no podrán prever 
"C ... ) la nivelación de las pensiones con las remuneracio nes, ni la rcducción de l A importe de las pensiones que sean intCriores a una Unidad Imposit iva 

/ / Tributaria" . 
/ Además, la proria ley de refonna constitucional prevé que el 

66 Demanda de inconstitucionalidad W 007··2005 PI , p. 46 . 
67 SANCHEZ-URÁN AzAÑA , Yolanda. Seguridad social y Constitución . Madrid, Civitas , 1995. p. 126 
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"ahorro presupuestal que provenga de la apl icación de nuevas rcglas 
pensionarias será destinado a inerel'nentar las pensiones mús hajas, conrorl1lc a 
ley". 

Q ucda c laro quc es constitucional el tratamiento que sohre la materia pensionaria ha 
rcali zado la I)rime ra Disposición Final y Transitoria rdórmada. 

, , 
\ 

E. EL DEI~ECHO A LA PENSIÓN LUEGO DE LA RI~FOllMA 
CONSTITUCIONAL 

§1. EL RESI'ETO DE LA REFORMA CONSTITUCIONAL AL CONTIi:NmO 

ESENCIAL DEL IH~RECHO FUNDAMENTAL A LA PENSJÓN 

101. La reforma del derecho a la pensión: ¿'in peiu. .. ' o 'pro homine"! 
C orresponde a este Coleg iado analizar, ahora, si la I ,ey N° 28389 ha introducido una 
rcf<)I'[na constitucional peyorativa () in pejus con r<.:lación al derecho I\Hldarncnlal a la 
pensión , o si ésta es pro homine, es decir, si busca heneCiciar a los pensionistas. 
Para ello, se de he determinar, en primer lugar, e l contenido esellcial del derecho a la 
pensión; para, en segundo lugar, proceder a aplicar el lesl dc la razonabilidad. 

102. Según los demandantes, se ha afectado el contenido esencial del derecho a la 
pensión 

lJno de los princirales argumentos de los demandantes es que la Ley N° 283 89 aleda el 
con te 'do esenc ial del derecho a la pensión. Respecto al contenido csencial, uno de los 
dct), ldantes, amparándose en la noción de derechos adquiridos según el régimen 

'ionario del Dcereto I ,ey N° 20530, ha señalado quc 
" ( ... ) es posible la ar li caeión inmediata de la ley que lo modifica en scntido 
peyorativo, siemrre que ésta deje a salvo su contenido esenc ial , es decir, tener 
la condición de pensionista de dicho régimen y el derecho a una pensión 
1 . elable, la cual no pucde ser reducida, mediante la variación de sus reglas de 
cálculo () la ap licación de un tope pcnsionario,,6x . 

Sin e argo, 10 que realmente está configurando el recurrcnte es e l contcnido esencial de 
la r' sión , antes que el de la seguridad social, y así ha de entenderse con el fin de que esle 

/ e cgiado pueda dehatir conceptualmentc ta l aseveración. 

I 

68 

3. Según el demandado, no se ha afectado tal contenido esencial 
LI demandado sostiene que la ref<mna constitucional de la Primcra I)isposieión Final y 
Transitoria dc la Constitución 

"( ... ) reconoce los principios estahlecidos en los artículo 10, 1 1 Y 12 de la 
~ Constitución: c l dcrecho universal y prog rcsivo dc toda persona a la seguridad 

-# / social, lihre acceso a prestaciones dc sa lu d y a pensiones a través de entidades 
I púhlicas, privadas o mixtas; e intangihilidad dc los rondos y las reservas de la 

scguridad social. ]<:stos princi pios constituyen el parámetro para identificar el 

Demanda de inconstitucional N° 007 -2005-PI, p. 43 . 
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Añade que 

contenido esencial del derecho a la seguridad social conli gurado por el 
. ,,(,,! 

constItuyente . 

"( ... ) 10 que puede postularse como contenido eseneial del derecho es la 
pens ión misma, pero no la nivelación con los haheres de los actos. r ,a 
ni ve lac ión con la remuneración del trah(;~iador activo no I'olma parte de ningún 
convenio internaeional ni de los principios doct rinarios de la seguridad social 
para convertirse en pi lar de su cali I'icación como dcrecho fundamcntal o como 
núcleo ccntral del derecho,,7o. 

104. a necesidad de determinar' el contenido esencial del derecho fundamental a la 
p nsión 

r ,a ~octrina const itucional contemporánea, en rel'creneia al contenido esencial de los 
derechos fundamentales, ha construido determinadas teo rías a lin de determinar cuál es 
ese contenido irreductibl e que está inmerso en la estructura de cada derecho fundamental. 
Se han planteado tres teorías, hásicamente. Según la teoría relativa, el con tenido csencial 
no es un elemento estable ni una parte autónoma del derecho fundamenta l, por lo que será 
todo aquello que queda después de una ponderación. No existe, pues, en esta teoría, un 

rr contenido esencial p reestab lecido, sino que éste dehe ser dcterminado mediante la 

l pondera ' Ión. 
• r ,a tco ía absoluta, por el contrario, parte de l presupuesto de que en cada de recho 

Cunda lental existen dos /.onas : una es lera permanente del de recho fundamental que 
con.·ituye su contenido esencial -yen cuyo ámhito toda in tervención del legislador se 
en' entra vedada- y otra parte accesoria o no esencial, en la cual son admisibles las 
in ervenciones del legislador, pero a condición de que no sean arbitrarias, si no 

'bidamente j usti fieadas. 
'ara la teoría institucional, e l contenido esencial de los derechos I'undamentales, por un 
lado, no es a lgo que p ueda ser des prendido de ' por sí' e independientemente de l conjunto 
de la Constitución y de los otros bienes constitucionalmente recollocidos tam bi én como 
merecedores de tutela al lado de los derechos fundamentales; y, de otro , que el contenido 
esenci a l de un derecho fundamcntal y los límites, que sobre la hase de éste resultan 
admisihles, l'onnan una unidad71 . 
I':ste T ibunal Constitucional considera que la determinación del con tenido esencia l de los 
del' chos fund amentales no puede cl'eetuarse a priori por un acto caren te de l'undamento y 
. margen de los principios constitucionales, los valores superiores y los demás derechos 
fundamentales que la Constitución incorpora. Por lo que, a elCctos de determi nar el 
contenido esencial, deberán tomarse en cuen ta no sólo las disposiciones constitucionales 
expresas, sino también los principios y valores superiores constitucionales. I':n este 
sentido, para el caso eoncrcto, se determinará el conten ido esencial del derec ho 
I'undamental a la pcnsión. 

1~~ ~le~g~t~~-,~~;~~~o; d~~~~~a de ; ncon smuc;ona"dad N" 00 50~2004~AI, 0051 ~2004~AI , 004 ~200 5~ 
PI, 007 -2005-PI Y 009-2005-PI, p. 35. 

70 Contestación a la demanda de inconstitucionalidad N" 004-2005-PI, 007 -2005-PI Y 009-2005-PI, P 
6. 

71 HABERLE . Peter. La libertad fundamental 0.n el Estado const ituciona l. L.im3, Fondo Fclitori31 dA 13 
PUCP, 1997. p. 11 7. 
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105. La configuración del contenido esencial del derecho a la pensión 
I,a Constitución, por lo menos, debe exigir al I':stado la provisión de un tll l 1l11tlO vita l, 
protegido como contenido esencial, a lin de que las personas desarrollen una vida digna, 
procurando la igualdad matcri al entre ellas. Para ese electo , es necesario que la pmtección 
del derecho a la vida di gna sea un a obligación exigihle al I':stado que ,;s Le debe cumplir 
durante todo el proceso vital de las personas . 

n r rineip io constitucional que se debe tener en consideración es el de dignidad de la 
re 'sona humana (articulo I de la Constitución). I':ste principio erige a la persona humana 
y e respeto de su dignidad como un fin supremo tanto de la sociedad COIllO del I':stado; 
pr in 'ipio que, como ya se señaló en el fundamento 46, proscrihe que la persona humana 
sea tI' tada como ohjeto -o medio- de la acción del I ':stado; antes hien, dehe promoverse su 
vigenc~a y respeto. 

\ 
\ 

106. El reconocimiento de los valores subyacentes al contenido esencial de la pensión 
Sohre esta hase, y a la lu.,.-: de los princirios sustentadores del derecho a la pensión dentro 
del Jo:stado social y democrático de derecho , se deben ponderar los valores superiores . Sin 
embargo, antes de retáirnos al valor que está vinculado eon esta detenninación del 
-contenido esencial, este Coleg iado considera pertinente señalar que, si bien Iluestra 
Constitución no inc01vora expresamente una disposición constitucional que haga alusión ,i 
los valorcs superiores, ello no quiere decir, en modo a lgu no, que nuest ra Constitución de 
1993 no los consagre o carezca de ellos. 
I~sto es así en la medida que los valores que fundamentan el orden social y jurídico 
pucden ded ucirse implícitamente de dicho orden o venir expresados precisament.e en una 
norma leg' , o incluso en una nonna constitucional. De ahí que se reconozca que los 
valores s )eriores poseen una triple dimensión: 

"( ... ) a) /'undarnentadora, en el plano estático, del conjunto de disposiciones e 
instituciones constitucionalcs, así como del ordenamiento jurídico en su 
conjunto ( ... ); b) orientadora, en sentido dinúrnico, del orden jurídico-po lítico 
hacia unas metas o fines predeterminados, que hacen ilegítima cualquier 
disposición normativa que pcrsiga !ines distintos o que obstacu lice la 
consecución de aquellos enunciados en el sisterna axiológico constitucional; e) 
critica, en cuanto que su función, como la de cualquier otro valor, reside en su 
idoneidad para servir de critcrio o parúmcLro de valoración para justipreciar 
hechos o conductas. De forma que es posihle un control jurisdiccional dc todas 
las restantes nOlmas del ordenamiento en 10 que puedan entrañar de valor o 
disvalor, por su con Cormidad o in fracción a los valorcs constitucionales"n 

(Juarda estrecha relación con estc rropósito el valor superior de igualdad , expuesto supra 
como principio. I'~ste no debe concebirse en su dimcnsión !órmal, sino en la material. Para 
su realización, en sentido rnaterial , se traduce en el criterio de igual satis/'acción de las 
necesidades fundamentales. 
Pero también el valor supcrior solidaridad, entendido como el dcher de desarrollar, de 
acuerdo con las posibilidades y prc!erencias propias, una actividad o !unción que redunde 
en el rrogreso material o espiritual de la sociedad, debe ponderarse a eleeLos de 
determinar el contenido esencial de l derecho /'undamental a la pensión . 

72 PÉREZ LUÑo, Antonio . Derechos humanos, E.stado de Derecho y Constitución. Ob. cit. p. ~RR . 
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1·:1 artículo 2 inciso 1 dc la Constllución consagra el derecho rundamental a la vida y al 
bienestar de la persona humana. ¡\ partir de una interpretación sistemútica de estas 
disposiciones constitucionales, debe precisarse que la Constitución no protege el derccho 
a la vida de las personas bajo cualquier circunstancia () condición, sino que garantiza a 
e ll as cl dcrecho a la vida con dignidad; para dJo, el I':stado debe promover las condiciones 

ateriales mínimas a fin de que las personas tengan una vida digna que permita la 
r . lización de su bienestar. Dc ahí que uno de los deberes esenciales del ¡':stado social y 
dc J1ocrútico de Derecho sea que los derechos fundamentales ten gan vigcnc ia real , 
coniriéndoles, para ello , una hase y un contenido material míninlO . 

l07. El ontenido esencial del derecho fundamental a la pensión 
Es de er del I':stado y de la sociedad, en casos de disminución , suspcnsión () pérdida de la 
capaci ad para el trabajo, asumir las prestaciones o regímencs dc ayuda mutua obligatoria, 
destina os a cubrir o complementar las insuficiencias propias de ciertas etapas de la vida 
de las p rsonas, o las que resulten del inf(Jrtunio provenientes de riesgos eventuales. I ~ II() 

se desprc~de de los artículos 10 y 11 de la Constitución. 
De una \ interpretación sistemática de estas disposiciones constitucionales, y en 

~ 
concordancia con el principio de dignidad humana y con valores superiores como la 
igualdad y sol idaridad, adcmás de los derechos fundamcntales a la vida y al biencstar, se 

. puede inferir que la Constitución de 1993 reconoce el derecho lundamcntal a la pensión , 
e l cual adquiere rclevancia porque asegura a las personas llevar una vida en condiciones 
de dignidad e igualdad. 
1·:1 contenido escncial del derecho rundamental a la pensión está constituido por tres 
clemen 6s, a saber: 

e derecho de acceso a una rensión ; 
' 1 derecho a no ser privado arbitrariamente de e ll a; y, 
el de recho a una pensión mínima vital. 

ediante el derecho fundamental a la pensión, la Constitución de 1993 garanti ';:a el acceso 
de las personas a una pensión que les permita llevar una vida en condiciones de dignidad. 
1 ':ste derecho fundamental también comporta el derecho de las personas a 110 ser privadas 
de modo arb itrario e injustificado de la pensión; de ahí que corresponda garantizar, Frente 
a la privación arbitraria e irrazonable, el goce de este derecho, sin perjuicio de reconocer 
e l disfrute de una pensión mínima vital como materiali:l.ación concrcLa del clásico 
contenido esencial de l derecho a la pensión. 

108. La importancia del establecimiento de este contenido esencial 
I~stos tres elementos constituyen el núcleo duro del derecho fundamental a la pensión y en 
el cual el legis lador no puede intervenir para restringir o privar a las personas de ese 

Á de recho. Precisamente, en este aspecto es muy importante rescatar lo que señala el 

¡b" artículo 3 de la 1 ,ey N° 28389 . 
S i se considera el contenido es.encial del derecho I'undamental a la pensión como ya 
con figurado, la ley de refónna constitucional no alecta dicho contenido en la mcdida que, 

I si bien establece condiciones para el acceso a un determinado régimen pensionario , no 
jmpide el acceso a otros regímenes de pensiones asegura una pensión mínima. I ~s mús, 

/ deja abierta la posibilidad para que sea el propio trabajador quien opte por un régimen 
público o privado de pensiones. 
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I ~ n tal sentido, esta parte de la Ley N° 283W) no es inconstitucional al no a/Cctar el 
de recho a acceder a una pensión y al !lO privar, tampoco, arhitrariamente, de dic ho 
dcree ho , Por lo tanto , esinl'undada la demanda en este extremo, 
I ':n cuanto al contenido no esencial compuesto por c l reajuste pensionario y el tope 
pensionario máximo, la ley de rcl()rma constitucional ha estahlecido el marco de su 
con li guración legal, según se vera in/m, lo cual no es inconstitucional. ]':n igual sentido, el 
contenido adicional integrado por las pensiones de viudez, orrandad y de los ascend ientes 
constituyen materia para la libre configuración del legislador, lo cual tampoco la vuelvc 
I constitucional, 

§2. LA APLICACiÓN DI!:L TEST DE RAZONABILIDAD A LA I!:QUmAD 

PI!:NSIONARIA 

st de razonabilidad y el derecho fundamental a la pensión 
Deter ninada la intangibilidad del contenido esencial del dcrecho I'undarnental a la 
pcnsió 1, es necesario ahora aplicar un test de razonahilidad al establecimiento de los 
conteni os no esenciales y ad ic ionales a lin de que estos sean declarados constitucionales 

(¡ o no , I':s decir, este Trihunal dcbe determinar si la intervención del legislador en el 

~ 
derecho fu ndamental a la pensión es constitucional, o si, por el contrario, dicha 
intervención supone un vaciamiento del contenido, ya determinado, de dicho derecho y 
cs, por ende, inconstitucional. 

! Ll test e razonabilidad es un análisis de proporcionalidad que está directamente 
I vincul' do con el valor superior justicia; constituyc, por lo tanto, un parámetro 
\ indi ensable de constitucionalidad para determinar la actuación de los poderes públicos, 
\ so re todo cuando ésta aJecta el cjereieio de los derechos fundamenta les. Para que la 

licaeión del test sea adecuada, corresponde utilizar los tres principios quc lo integran. 
)e acuerdo con e l principio dc idoneidad o adecuación, toda injerencia en los derechos 

fundamentales debe ser idónea para fomentar un objetivo constitucionalmente legítimo, 
suponiendo dos cosas: primcro, la legitimidad constitucional del objetivo y, segundo, la 
idoneidad de la medida suh examine, 1·:1 principio de necesidad s igniliea que, para que 
una inj erencia en los derechos fundamentales sea necesaria, no debe existir ningún otro 
medio a ltcrnativo que revista, por lo menos, la misma idoneidad para alean/.ar el objetivo 
propuesto y que sea más benigno con el derecho alectado, Requiere anal izar, de un lado , 
la idoneidad equivalente o mayor del medio alternativo, y, de otro, el menor grado en que 
éste intervenga en e l derecho fundamental. Por último, de acuerdo con el principio de 

[ ~
proporcionalidad stf'l.'clU. sensu, para que una injerencia en los derechos I'undalllcntalcs sea 
egítirna, el grado de realizaciún del objetivo de ésta debe ser por lo menos equivalente o 

proporci al a l grado dc alCetación del derecho fundamental , comparándose dos 
( inten.·' ades o grados: el de la realización del lin de la medida examinada y el de la 

a leación del derecho fundamental. 

. Necesidad de aplicación del test de razonabilidad a la ley de reforma 
I,os demandantes argumentan que cxiste una alCetaeión del contenido esencial del 
de recho fundamental a la pcnsión en el caso de los pensionistas del rég imen del Decreto 
I .ey N° 20530. Asimismo, alegan que la prohibición de nivelar las pensiones con las 
remuneraciones equivale a vaciar de contenido el derecho pensionario; además, al'il'lll<ln 
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que se e limina el derecho a la nivelación de las pensiones al subordinarlo a las deci siones 
y posibilidades económicas del Lstado. I ~ n suma, sostienen que 

"( ... ) la ley de Rel'orrna Constitucional modifica peyorativamente el derecho a 
la seguridad social"n . 

r su parte, el demandado alirrna que 
"( ... ) no puede suscribirse la alirmación del demandante en el sentido que se 
habría producido una transgresión del carácler irrenunci able de los derechos 
sociales. I,os trabajadores 110 han renunciado a nada ni el I ':stado los ha 
despojado de su derecho a la seg uridad social,,71 . 

Para 'rectos de resolver este cuestionamienlo, esto es, la supuesta modi licación in p elUS 

de l de echo l'undamental a la pensión, se aplicará el Les! de ral:onabi lidad. 

111. El a álisis del principio de idoneidad en el easo pensionario 
1\1 respecto, debe anali '/.arse, a la IUI: del principio de idoneidad o adecuación , si con la 
reforma de la Primera Disposición Final y Transitoria de la Constitución se persigue un 
lin constituciona lmente legítimo y si, para e llo, dicha reforma es idónea. I ':n relación COI! 

~ 
lo primero, esto es, con el ohjetivo constitucionalmente legítimo, se debe tener en cuenta 
que lo que se busca con tal rcf'onna es la realil:ación de valores superiores como justicia, 

- igualdad y so I idaridad , considerados, desde la pcrspecti va cons ti tuc iona!, I ota l mentc 
i legítimos. 

(

: I ': n c."eclo, son valores consustanciales del I':stado social y democrático de derecho, ya que 
el I':stado procura que todas las personas goeen de las condiciones materiales mínim as 
p<yü llevar una vida di gna. 
1,' 1 este sentido, mediante la rdórma constitucional de la Primera [)isposiciún l;inal y 
, 'ransitoria de la Constitución se busca que las personas tengan una pensión equitativa, 
corno exigencia de la realil:aeión de los valores supcriores justicia e igualdad. 
Ls indudable, pues, que tal linalidad es constitucionalmente incuest ionahle ; su IcgiLim id <:ld 
radica cn el hecho mismo de que es un imperativo del I~stado soeial y den1oerútico de 
[)erecho promover la justicia distributiva entre sus miemhros, 

112. El análisis del principio de necesidad en el caso pensionario 
Cuando las personas gOl:an del derecho I'undamcntal a la pensión, lo hacen en condic iones 
de igualdad y de justicia. 1\ juicio de este Tribunal , se debe analil:ar el motivo que pudiese 
impedir e l goce de las pensiones en tales condiciones. 
I ':ste Colegiado considera que la realil:aeión de la rcl'onna constitucional de la Primera 
Disposición [;inal y Transitoria de la Constitución constituye la a lternativa rn(ls adecuada, 
y constitucionalmente legítima, para reducir y eliminar la brecha existente entre quienes 

/pereibcn una pensión bastante elevada y los que pereibcn una pensión ínl'ill1a. 
Up,s evidente, entonces, quc el principio de necesidad se e umple en c l caso con crclo . 
/ 

113. m álisis del principio de proporcionalidad -"trietu sensu en el caso pensionario 
1': uanto corresponde al principio de proporeionalidad s!ric/u sensu, se dcbe analizar s i 
a rcal izución del I~n perseguido es proporcional a la intervención del legislador e n el 

derecho l'undarncnlal a la pensión. Sobre esto, se debe insistir en que el contenido esencial 

73 Demanda de inconstitucionalidad W 0050-2005/PI , p. 33. 
74 Contestación de la demanda de inconstituGional idad N" 0050-2005/PI , p, 6. 
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del derecho a la pensión está constituido por el derecho de acceso a la pensión, por la 
prohibición de ser privado arbitrariamente de ella y por el derecho a una pensión mínima 
vital. En ese sentido, la reforma constitucional de la Ley N° 28389 no afecta el contenido 
esencial del derecho a la pensión porque no prohibe su acceso a él, no priva a quienes son 
pensionistas de su ejercicio ni desconoce la existencia de una pensión mínima. 
Por lo demás, este Colegiado estima que la intervención, en el caso concreto, del derecho 
fundamental a la pensión, es legítima constitucionalmente, en la medida que el grado de 
realización del objetivo de la injerencia -justicia e igualdad pensionaria- es proporcional al 
grado de afectación del derecho; asimismo, porque no lo vacía de contenido ni tampoco 
desprotege a quienes gozan de él. 

14. La razonabilidad de la reforma constitucional 
Con los resultados obtenidos en los tres principios revisados, toca ahora analizar si la 
reforma de la Primera Disposición Final y Transitoria de la Constitución de 1993 es un 
medio razonable para lograr la justicia e igualdad en el ámbito pensionario. 
A juicio de este Tribunal, la reforma permite la realización de los valores superiores 
justicia e igualdad en materia pensionaria. En ese sentido, la Ley N° 28389 es acorde con 
la finalidad constitucional antes mencionada, más aún si no se contrapone con el criterio 
de reajuste periódico de las pensiones que prevé la Segunda Disposición Final y 
Transitoria de la Constitución de acuerdo con una distribución equitativa del monto de la 
mIsma. 
Siendo ello así, el Estado asume la obligación de adoptar las medidas correspondientes a 
fin de garantizar el derecho fundamental a la pensión en términos de justicia distributiva e 
igualdad. Ahora bien, la aplicación del test de la razonabilidad a este caso concreto, en 
cuanto se refiere a la supuesta reforma en sentido peyorativo del derecho fundamental a la 
pensión, permite llegar a la conclusión de que la Ley N° 28389, que reforma la Primera 
Disposición Final y Transitoria de la Constitución, no comporta una reformatio in peius. 
La intervención del legislador ha sido objetiva, razonable y proporcional, puesto que con 
tal reforma se consiguió un fin constitucionalmente legítimo, urgente, necesario y posible, 
cual es otorgar la pensión de manera equitativa entre las personas. 
De otro lado, aplicado el test de razonabilidad, a través de los principios de idoneidad, 
necesidad y proporcionalidad strictu sensu, se concluye que la reforma constitucional no 

. a a las personas del derecho a la pensión, y mucho menos les impide su acceso. Por el 
c01.rario, lo que se busca es que el goce de ese derecho se realice mediante la 
ma, erialización de valores superiores como la justicia e igualdad. 

115. La novedosa configuración del derecho fundamental a la pensión tras la reforma 
constitucional 
Tal como se ha podido apreciar, el derecho a la pensión tiene un contenido tripartito (Vid. 
fundamento 75). 
Por lo t , con un fin meramente explicativo, este Colegiado, a la luz de la Constitución, 
zos.id a que el derecho fundamental a la pensión se puede describir gráficamente de la 

J ) nte manera: 
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GRÁFICO N° 4 

Contenidos del derecho fundamental a la pensión 

E~oración: Tribunal Constitucional 

S i~'¿l el imperativo es el respeto del eontenido de todo el derecho, es claro que se ha 
m' tenido intangible el contenido esencial, y los contenidos no esencial y adicional se han 
i ) delineando según las necesidades sociales y económicas del país, con e l lin dc que el 
erecho te nga la mayor eficacia posible y no favorezca a un grupo reducido de personas, 

s ino a la mayoría de la población, según el sentido del criterio interpretativo de unidad de 
la Constitución. 

La supuesta vulneración del principio de cosa juzgada 
Antes de pasar a la siguiente parte de la sentencia, es necesario dar respuesta a la 
argumentación de los demandantes respecto a la afCctación de la cosa juzgada, I ':n 
concreto, acusan que con la modi licación de la normati va sobre el régimen pensionario 

"se atentaría ... contra el prineipio de Cosa JU/:gada, puesto que muchos 
pensionistas han visto conquistados sus derechos pensionarios en la vía 
judicial, corno la nivelación de sus pensiones, el pago íntegro y sin topes de sus 
pensiones, etc ... se estaría reiterando la violación a las garantías antes 
expuestas, de manera especial a la garantía de la cosa juzgada, máxime si se 
tiene en consideración los eketos supremos de una aCClon de 
ineo~sti~ucio~ali?,ad y la o~,~ratoriedad de su acatamiento ordenado por la 
propIa Conslituclon, art. 204 ' . 

Casi toda la jurisprudencia emitida en materia previsional antes de la ref'onna de la 
Primera Disposición I:inal y Transitoria de la Consti tuc ión ( incluida la de este Colegiado), 
se lundamentaba en la teoría de los derechos adqui ridos, y, en los casos cOITespondientcs, 
en el derecho a la nivelación de las pensiones. Tales exigencias rormaban parte de! 
parámetro constitucional entonces vigente y, consecuentemente, los órganos de 
administraeión de justieia (entre los que se encuentra este Tribunal) ü~nían el deber de 

7, Demanda de inconstitucionalidad W 009-2005-PI, PP 10,29. 
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a icarias y dc dcclarar la inconstitucionalidad de los aeLos quc pretendiesen 
de. conocerlas. 
¿Si >nifica ello que a las personas que hayan sido f~lvorecidas por dichas resoluciones 
jud eiales no les resulta aplicable la reforma constitucional aprobada a pcsar de quc este 
Tri unal la encuentre vál ida'? Desde luego, la respuesta es negativa. 
I~I ereeho a la ejecución de las resoluciones judiciales firmes , como todo derecho 

amental , no es ilimitado. Las resoluciones judiciales no sitúan al vencedor en juicio 
una suerte de 'ordenamiento aislado ' que impida que a éste alcancen las 

mo ¡ficaciones jurídicas que puedan tener lugar luego de expedida la sentencia que le 
fav( reció. I':n efeeto, en tanto que las resoluciones judiciales se f'undamentan en 
presIJPuestos facticos y jurídicos que condicionan la cstimación de una determinada 
pretensión, la extinción que a {Josleriori y dentro del marco constitucional ojle re en 
relación con alguno de tales fundamentos , condicionan y en algunos casos impiden su 
ejecución. Dicho de otra manera, cn cstos supuestos, la Constitución admite que una 
resolución puede devenir en inejecutable. 
1 ,a ref'orrna constitucional realizada a través de la I,ey N° 28389 ha rnodi licado la Pr imera 
I )isjlosición ¡,'inal y Transito ria de la Constitución, entre otros lüctores, derogando la 
teoría de los derechos adquiridos en materia pensionaria y proscribiendo la posihilidad de 
uti lizar la nivelación corno sistema de re~juste pensionario. Tales modificacio nes, como 
quedó dicho, no aFectan los límites materiales al poder de reforma constitucional , motivo 
por el cual la ley de reforma es plenamente constitucional. 
!\sílÍas cosas, no es que la rd'orma constitucional acarree la nulidad de resoluciones 
ju iciales ni mucho menos que desconozca el jlrineipio de cosa juzgada. 1,0 que ocurrc es 

e algunos de los fundamentos juridicos quc condic ionaron quc las resoluciones 
udieiales a las que hacen alusión los demandantes sean estimatorias, han sido 

mod i ti cados, e incluso, expresarnente proscritos consti tueional mente (así rcsul ta del 
nuevo contenido de los articulos 103 Y Primera Disposición ];inal y Transitoria de la 
Constitución). I':n consecuencia, han devenido en inejeeutab1cs. 
No obstante, es necesario precisar que dado que la reforma constitucional no ticne efectos 
retroactivos, debe reconocerse los plenos efectos que cumplieron dichas resoluciones 
judiciales durante el tiempo en que la Ley N° 2RJ89 aún no se encontraba vigente .. De 
modo ta l que, por ejemplo, si antcs de la I'ccha en que la rcfórma cobró vigencia una 
persona resultó favorecida con una resolución judicial que ordenaba la nivelación de su 
pensión con la del trabajador activo del mismo cargo () nivel cn el que cesó, dicha 
persona tiene derecho a una pcnsión nivelada hasta el día inmediatamcnte anterior a aquel 

~ en que la ref'orma pasó a pertenecer al ordenamiento jurídico-constitucional. 

1;17. Conclusiones sobre si la reforma es constitucional o no 
r ,llego de las consideraciones precedentes, se debe concluir que la rc{únna constitucional 
de la Primera Disposición ¡,'inal y Transitoria de la Constitueiún no ha transgredido () 
desmejorado los derechos de los pensionistas , ni tarnpoco ha atCctado el 'contenido 
fundameptal' de la Constitución. 
1,0 qu ' pretende es que el acceso al derecho fundamental a la pensión, el derecho a no ser 
pri do arbitrariamente y el derecho a una pensión mínima vital; así corno los reajustes y 
t es pensionarios; y, las pensiones de los beneficiarios derivados, tengan vigencia real en 
concordancia con los valores superiores de j ustlcia e igualdad . 



TRIBUNAL CONSTITUCIONAL 

1,0 que el legislador no huhiera podido, ni tampoco podría hacer, es eliminar la garantía 
instlLucional de la seguridad social, propia de las ConstlLueiones democráticas y del 
I ':stado social y democrático de Derccho, ni tampoco poner cn cucstión los rasgos 

I d I ' " 76 , 'uctura es c sistema penslonano , 
Por as razones que se han expresado en la presellte sentencia, no existe vulneraciúll 
algu a de los límites materiales ni f()t'fnales de la rcfórma constitucional , por lo que las 
dema das son infundadas cn este extremo, 

VII. FUNDAMENTOS RESPECTO A LA 
CONSTITUCIONALIDAD DE LA LEY N° 28449 QUE 

MODIFICA EL DECRETO LEY N° 20530 

A. CONSIIlERACIONES PREVIAS y EL CONTROL DE 
CONTITUCrONALrOAIl POR LA FORMA 

§/. EL CANON DE INTERPRETACiÓN CONSTITUCIONAL 

118. La impugnación de la Ley N° 28449 
Tal como precisó este Colegiado en el considerando 10 de la Resolución dc Admisibilidad 
dc os I ~xpedientes N° OOSO-2004-PIITC, 00SI-2004-PIITC, 0004-2005 -PIITC y 0007-

O S-P llrC (acumulados), 
"(oO,) en las demandas se solicita, adicionalmente, que se declare la 
ineol1stitucionalidad dc la [,ey N° 2R449 por concxidad o consecuencia con el 
pctitorio principal; al respecto es de aplicación el artículo n ° del Código 
Procesal Constitucionalidad, que dispone que el Trihunal Constitucional, dado 
e l caso, está facultado para evaluar la constitucionalidad de las normas concxas 
a la que se impugna en la parte principal del pctitorio", 

La Constitución reformada como parámetro de control de constitucionalidad 
Con los fundamentos expuestos en los apartados anteriores, ha quedado desvirtuada la 
a legada inconstitucionalidad de la [,ey de Rcf()rma Constitucional N° 283R9, 
Consecucntemente, el análisis de constituc ionalidad de la I,ey N° 28449, encargada de lijar 
las nuevas reglas aplicablcs a l régimen del Decreto' ,ey N° 20530, será rcali '/.ado telliendo 
presente que, al haher sido expedida COll poslerioridad a la I ,ey N° 2X189, el parúmetro de 
control constitucional será la Constitución rcfónnada, y no las disposiciones vigentes antes 
de que dicha re 1()I"ma tu viera lugar, 
Así las C( • as, cs conveniente rrecisar que ante la modi licación dc la Primera Disposición 
I"inal I'ransitoria de la COllst ituciún , el control constÚuc ional de la , ,ey N° 2 X449 no 
rodr' ser rea lizado sobre la premisa de una protección constitucional a la teoría de los 

unlo LLoRr:NTr, Fr,lncisco f1crp.chos funci;lmp.nt8Ics y princ:ipios constitucion<-1lcs Oh dt pp n!)? , 
653, 
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derechos adquiridos en rnateria previsional , tal como ha ocurrido en la juri sprudencia de 
este Trihunal emitida con anterioridad a la rcrorrna. 
I': n efCcto , ya ha quedado establecido que la supresión de la leoría de los derechos 
adquiridos en materia pensionaria (prevista en la Prirnera Dispos ic ión Fina l y Transitoria 
de la Constitución antes de su reforma), no alccta la garantía institucional de la seg ur'idad 
social , reconocida en e l artículo 10 de la Constitución, ni tampoco el derecho lundamental 

la )ensión, contenido en el artículo I I de la Norma I,'undarnental , por lo que no existe 
vu ln ración de ninguno de los límites materiales al poder de rcrorma constitucional. 
Tam ién ha quedado dicho que la proscripción de utilizar la nivelación corno mecanislllo 
de re' juste no vulnera tales límites. 

I 

§2. EL DERECHO A LA PENSIÓN COMO DERECHO FUNDAMENTAL 

DE CONFIGURACiÓN LEGAL 

120. La configuración legal del derecho fundamental a la pensión 
Si hien la expresión normativo-constituciona l de un derecho le confiere el sentido dc 
juríd icamente exigible y vinculante al poder polítieo y a los particulares, no se puede 
soslayar que parte de la plena clicaóa de determinados derechos conslitucionales se 
encuentra sujeta al desatTollo que de estos pueda hacer el leg islador, cuyo úmbilo de 
detenrlinación es amplio , sin que ello suponga la potestad de ejercer arbitrari amenle sus 
competencias. 
I ~ n lanto que la plena exi gibilidad de los contenidos del derecho lundamental él la pensión 
r9sulta de su desarrollo legislativo , éstc es Ull dcrccho fundamental de config uración legal , 

por ello, denlro de los límites del conjunto de valores que la Constitución recoge, qued a 
lihrada al legislador ordinario la regulación de los requisitos de acccso y goce de las 
prestaciones pensionarías. 
Por otra parte, es preciso tener en cuenta que no todas las disposiciones de la legislación 
ordinaria que tienen por objeto precisar los benclieios o prestaciones relacionadas con 
materia prcvisonal , dotan de contenido esencial al derecho fundamental a la pensión. Sólo 
cumpl' dicha condición aquellas di sposicioncs legales que lo desarrollan de manera 
di· 'ta (tal como ocurre , por ejemplo, con las condiciones para ohtcner una pens ión 

entro de un determinado rég imen). Por el contrario , las condiciones indircctas relativas al 
goce efectivo de determinadas prestaciones, corno por ejemplo, asuntos rclacionados al 
monlo de la pens ión (en la medida que 110 se comprometa cl mínimo vital) , topes, 
mecan ismos de reajuste, entre otros, no podrían considerarse como componcllles 
esenciales del derecho fundamental referido, sino corno contenidos no escnciales y, en su 
caso, adicionales, y, en talrnedida, tampoco corno disposiciones Icgales quc lo 
con liguran. 

121. La regulación de los derechos fundamentales y la aplicación de leyes en el tiempo 
I ,a adecuada protección de los derechos fundarncntales no puede scr medida con relación a 
una concreta tcoría de aplicación de las leyes en el tiempo. Ni la aplicación inmcdiata de 
las leyes a los hechos no cumplidos de las relaciones cxistentes (teoría dc los hechos 
cumplidos) podría, en sí misma, justil¡car la alCctación de un derecho fundamental, ni , so 
pretexto de la aplicación de la teoría de los derechos adquiridos, podría negarse la 
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aplicación inmediata de una ley que optimice el ejercicio del derecho, de conformidad con 
lo dispuesto por el artículo 103 de la Constitución. 
La validez de las leyes que regulan los derechos fundamentales debe ser evaluada teniendo 
en cuenta la preservación de su contenido esencial y la existencia del test de razonabilidad 
que justifique determinadas restricciones del contenido no esencial y adicional de dichos 
derechos. Ello trasciende el análisis formal y contingente de la adopción de una 
d rminada teoría de aplicación de leyes en el tiempo (derechos adquiridos o hechos 
u plidos), y se ubica en la necesidad de una merituación sustancial que tenga como 

erativo preservar los derechos fundamentales como verdaderas manifestaciones del 
CIpIO de dignidad humana (artículo 1 de la Constitución), según ha sido explicado 

§3. EL ANÁLISIS DE CONSTITUCIONALIDAD POR LA FORMA 

Según los demandantes, existe un vicio formal en la elaboración de la Ley N° 28449 
Los demandantes acusan un supuesto vicio formal en la producción normativa de la Ley 
N° 28449. En concreto, refieren que 

"( ... ) independientemente de los vicios que afectan la legalidad de la Ley N° 
28389, Ley de Reforma Constitucional, la presente norma [Ley N° 28449], no 
alcanzó la votación requerida para considerarse Ley de Desarrollo de Reforma 
Constitucional (81 votos), en consecuencia, es una norma con rango de ley 
aprobada con 61 votos, sin el respaldo de la votación requerida para los actos 
estrictos de reforma constitucional, ... sin contar ni siquiera con las exigencias 
mínimas o maquilladas para tratar termas concernientes a reforma 
constitucional, es decir, no cuenta con el respaldo del legislador para tal 
connotación, lo que de por si representa un vicio de forma insubsanable,,77 
(sic). 

123. Distinción entre las reglas de producción normativa de la las leyes de reforma 

' 1 

constitucional y las leyes ordinarias 
Los demandantes confunden ostensiblemente las rigurosas reglas de producción 
normativa, exigibles a una ley de reforma constitucional (artículo 206 de la Constitución), 
con aquellas exigibles a las leyes que, en mérito de alguna reserva legal prevista en la 
Constitución, se ocupan de una determinada materia. 
Es cierto que algunos artículos constitucionales post reforma incluyen determinadas 

a erias reservadas a la ley (así, el segundo párrafo del artículo 11 dispone que será la ley 
la ue establezca la entidad del gobierno que administre los regímenes de pensiones a 
caigo del Estado, mientras que el párrafo quinto de la Primera Disposición Final y 
Transitoria establece que será la ley la llamada a disponer la aplicación progresiva de 
topes a las pensiones que excedan de 1 UIT); sin embargo, resulta manifiestamente 
:z.ne entender que tal evento exige que dichas leyes sean aprobadas con las votaciones 

/ ) ridas por las leyes de reforma constitucional. 

~ Demanda de inconstitucionalidad N° 0009-2005-PI, p. 5. 
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[,a [,ey N° 28449 es una ley ordinaria. I ':n tal sentido, no eabe imronerle eorno requisito 
de valide'!', haber seguido el rrocedimiento agravado propio de las leyes dc rel'orma de la 
Constitución. Por ello, el argu mento sub examine debe ser desestimado . 

EL CONTROL DE CONSTITUCIONALIDAD POR EL 
FONDO 

§l. LA APLICACiÓN I)E LAS NUEVAS REGLAS A TRABA.JADORES 

DEL RÉGIMEN PENSIONARIO I>EL DECRETO LEY N° 20530 

S gún los demandantes, se desconoce el derecho de los pensionistas a pertenecer al 
r gimen pensionario delllecrcto Ley N° 20530 

Los recurrentes refieren que cl artículo 2 dc la Ley N° 28449, 
"( ... ) se encuentra dirigido a rccortar las posibilidades de aque ll os ciudadanos 
que cumplicron válidamente con todos los requisitos dc dicho régimen y que 
rOl' la inercia u omisión de la administración, a la I'echa no cuentan con el 
derecho a la seguridad social, o también cn los casos de aquellos jubi lados que 
fueron desincorrorados arbitrariamente, pese a cumplir con todas las 
cxigencias estab lecidas en la ley"n . 

125. S~tuación de aportantes luego del cierre del régimen pensionario previsto en el 
eereto Ley N° 20530 

artículo 2 de la [,ey N° 28449 establece que 
"( ... ) e l [)ecreto l,ey N° 20530 es un reglmen cerrado que no admite nuevas 
incorporaciones ni reincorporaciones, de conformidad con la Primera 
[)isposición Final y Transitoria de la Constitución". 

I':n c fecto, dicha Primera Disposición Final y Transitoria, tal como se pudo observar líneas 
arriba, estipu la: 

"Dec lárese cerrado definitivamente el régimen pcnsionario del Decreto I,ey N° 
2053 0", 

precisando que, en consecuencia, 
"( ... ) a partir de la entrada en vigcncia de Ilal Reforma Constitucional: 1) No 
están pcrmitidas las nuevas inco rroraciones () reincorporciones al régimen 

~. pensionario de l Decreto I ,ey N° 20530". 
/' 1,0 que la Primera Disposición I;inal y Trans itoria de la Constitución estahlece en su 

inciso I (reiterado rOl' el artículo 2 de la l ,ey N° 28449), no tiene relación a lguna con el 
derecho concreto a una determinada pensión. Simplernente, dicho inciso se limita a 
disponer e ningún trah<~ador puede en el l'uturo ser incorporado al nSgirnen del Decreto 
Ley N° 0530 . \·:110 es meridianarnentc claro y cualquier norma u acto que contravenga Lal 
dispo"ción, será inconsti tucional. 

nt todo, es preciso distinguir entre los requis itos para incorporarse a un determ inado 
re lmen rensionario y los requisitos para obtener una pensión dentro de dicho régimen. 

emanda de inconstituciona lidad N° 0009-2005 -PI, p. 11. 
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Existe un número importante de personas que en la fecha en que la reforma constitucional 
cobró vigencia, estaban incorporadas en el régimen del Decreto Ley N° 20530, pero que, 
sin embargo, aún no habían cumplido con los requisitos legales para obtener una pensión 
dentro de dicho régimen. 

126. El caso de las personas que antes de la reforma habían cumplido con los 
requisitos para incorporarse al régimen del Decreto Ley N° 20530 pero no con los 
requisitos para obtener una pensión 

Con relación a las personas que antes de la reforma constitucional, ya pertenecían al 
régimen del Decreto Ley N° 20530, pero aún no habían cumplido con los requisitos para 
obtener una pensión dentro de dicho régimen, el inciso 2 de la Primera Disposición Final y 
Transitoria de la Constitución, establece que 

"( ... ) deberán optar entre el Sistema Nacional de Pensiones o el Sistema 
Privado de Administradoras de Fondos de Pensiones". 

Lo propio establece la Primera Disposición Transitoria de la Ley N° 28449, previendo un 
plazo de noventa días para que el trabajador comunique a su empleador su opción entre 
uno u otro sistema. 
Del análisis de estas disposiciones, surgen algunas conclusiones: 

El inciso 2 de la Primera Disposición Final y Transitoria de la Constitución obliga al 
trabajador que antes de la reforma pertenecía al régimen del Decreto Ley N° 20530, 
pero aún no había cumplido con los requisitos para obtener una pensión, a 
desincorporarse de este régimen y optar por otro. Ello no vulnera ningún límite al 
poder de reforma constitucional, pues interpretados los artículos 10 y 11 de la 
Constitución, resulta claro que si bien el derecho fundamental a la pensión debe 
encontrarse plenamente garantizado por el Estado, no forma parte de su contenido 
esencial constitucionalmente protegido, el que dicha garantía deba ser prestada dentro 
de un específico régimen previsional, por lo que tal determinación queda dentro del 
margen de libre configuración del legislador democrático, tal como se analizó supra. 
El inciso 2 de la Primera Disposición Final y Transitoria de la Constitución no 
constituye una excepción al principio de irretroactividad de las leyes previsto en el 
artículo 103 de la misma Carta Fundamental, pues si bien antes de su vigencia una 
persona puede haber cumplido con el requisito para la incorporación a un determinado 

f régimen previsional (v.g. en el caso del Decreto Ley N° 20530, ser un servidor público 
no comprendido en el Decreto Ley N° 19990), tal hecho no queda consumado sino 
hasta que dicho trabajador cumple, adicionalmente, con los requisitos para obtener una 
pepsión dentro de dicho régimen (v.g. en el caso de los trabajadores varones del 
r9gimen del Decreto Ley N° 20530, cumplir quince años de servicios reales y 
Ifmunerados). En otras palabras, exigir mediante ley la desincorporación del régimen 
del Decreto Ley N° 20530 para pasar a otro régimen a un pensionista que aún no había 
cumplido con los requisitos para obtener una pensión, implica la aplicación de dicha 
ley a hecho no consumado, motivo por el cual no existe afectación del principio de 
no etroactividad de las leyes. 

legislador ha omitido referir en la Primera Disposición Transitoria de la Ley N° 
28449, qué sucede si transcurridos los noventa días de plazo, el trabajador no 
comunica al empleador su opción de afiliación. En tal sentido, este Tribunal exhorta al 
Congreso de la República a cubrir dicho vacío normativo, teniendo presente que tal 
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omisión no sea interpretada en e l sentido que la lalta de comunicación del trabajador 
dentro de dicho plazo implique que éste permanezca en el régimen del Decreto 1 ,ey N° 
20530, pues e llo vulneraría el inciso 2 de la Primera Disposición I:inal y Transitoria de 
la Constituc ión ; ni tampoco que ello implique que el trahajador quede Cuera de todo 
régimen previsional , pues dicha interpretación sería ineompatihle con el derecho 
fundamental de libre acceso al sistema de la seguridad social consagrado e l1 e l artículo 
10 de la Constituc ión, 

F:I caso de los trabajadores que antes de la reforma habían cumplido requisitos 
para obtener una pensión dentro del régimen del Decreto Ley N° 20530 

'Liando una persona cumple con los requisitos legales para obtener una pensión dentro de 
n determinado régimen pens ionario , y su incorporación a dicho régimen queda 

e msumada, resu ltaría manifiestamente inconstitucional por vulnerar el principio de 
i retroactividad de la ley, previsto en el artículo 103 de la Constitución, y la garantía 
i stitucional de la seguridad social, reconocida en el artículo 10 de la Constitución, que en 

,! d e ho supuesto , una ley I'utura pretenda imponerle su desineorporaeión . 
, 1': . artículo 2 de la I,ey N° 28449 no ineune en tal inconstitucionalidad , pues es claro en 

, '~el1a l ar que 

(; d 

' P 

"( ... ) se consideran incorporados en el régi men regulado por el DecrcLo I,ey N," 
20530: 
l . r ,os pensionistas de cesantía e i nval idez que cumpl ieron con todos los 
requisitos establecidos en las normas vigentes en el momento de la ge neración 
del derecho correspondiente. 
2. Los trabajadores sujetos al régimen del Decreto I ,ey N." 20530 que, a la 
fecha de entrada en vigencia de la modi licación de la Pri mera 1 )isposición 
I,'inal y Transitoria de la Constitución, habían cumplido con todos los requisitos 
para obtener la pensión correspondiente. 
3. Los actuales beneficiarios de pensiones de sobrevivientes que cumplieron 
con todos los requisitos estahlecidos en las nOllllas vigentes en el momento del 
I ~l ll ccimiento del causante. 
4. I,os Cuturos sobrevivientes de pensionistas de cesantía e invalidez () de 
trahajadores activos a que se refiere el numeral 2 del presente artículo, 
comprendidos y regulados en el Capítulo 111 del Título 11 del Dec reto I,ey N." 
20530", 

I ':s decir, en todos los casos, para determinar quiénes deben reeihir una pensión del 
régimen del Decreto I,ey N° 20530, se tornan en cuenta las normas vigentes al momento 
de la tención de l derecho , y no aquellas normas que huhiesen entrado en vigencia con 
p<L' erioridad. 

de una pensión de un detenninado régimen previsional como 
cuestión de iure y no defacto 

I':s pertinente recordar que la obtención de una pensión del rég imen del DecrcLo I,ey N° 
20530 es una cuestión de iure y no de lacIo, 
Es deeir, deben entenderse incorporados en el régimen del Decreto I ,ey N° 20530 a todos 
los trabajadores, pensionistas y sobrevivientes que antes de la entrada en vigenc ia de la 
reforma constitucional, hubiesen curnpl ido eon los requisitos legales para obtener una 
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penslOn en dicho régimen, aun en los supuestos en los que arbitrariamente la 
Administración se hubiese negado a otorgarlo o posteriormente lo hubiese desconocido. 

129. La aplicación inmediata de las reglas previstas en la Ley N° 28449 
Debe insistirse en que lo expuesto dista mucho de considerar que una nueva ley, dentro de 
los límites constitucionales y sobre la base de razones proporcionales, razonables y 
objetivas, no pueda reducir, a partir de su vigencia, las pensiones que en el futuro serán 
otorgadas a algunos pensionistas dentro del régimen del Decreto Ley N° 20530. 
Ello implicaría, de un lado, negar la capacidad de la fuente legal (hoy constitucionalmente 

(}1
conocida en el artículo 103 de la Constitución) de regular hechos, no sólo que aún no 

t rminan de consumarse, sino que, en estricto, aún no se inician; y de otro, reconocer la 
alidad de derecho adquirido a un monto específico de las pensiones o una pensión 
'velable, lo que carece actualmente de sustento constitucional. 

§2. EL MONTO MÁXIMO DE LAS PENSIONES 

Según los demandantes, la aplicación de la pensión máxima a los pensionistas que 
cumplieron con los requisitos para obtener una pensión antes de la reforma, 
resulta inconstitucional 

Los recurrentes consideran que el artículo 3 de la Ley N° 28449 resulta inconstitucional al 
estipular un monto máximo mensual de las pensiones del régimen del Decreto Ley N° 
20530, igual a 2 UITs (actualmente, SI. 6,600.00) vigentes en la fecha en que corresponda 
el pago de la pensión. En concreto, refieren que 

"( ... ) desde la óptica de los hechos cumplidos para la vigencia de las leyes en el 
tiempo sólo podrían ser aplicadas para aquellos pensionistas del régimen 
pensionario anteriormente mencionado que no hubiesen consolidado su 
derecho a la nivelación progresiva de pensiones en igualdad del monto a la 
remuneración que su homólogo activo de su mismo nivelo categoría pudiese 
estar percibiendo,,79. 

131. La constitucionalidad del monto de la pensión máxima previsto en la Ley N° 
28449 

f 
La Primera Disposición Final y Transitoria de la Constitución establece que la ley puede 
disponer la aplicación de topes a las pensiones que excedan 1 UIT. Esta disposición 
constitucional, conforme quedó establecido supra, no vulnera el derecho fundamental a la 

1/11nS~~~~10 3 de la Ley N° 28449, al fijar en 2 UITs la pensión máxima mensual dentro del 
ré 'men del Decreto Ley N° 20530, se ha situado por encima del mínimo monto 

ensionario que en ponderación con las capacidades presupuestarias del Estado peruano, 
resulta onforme con el derecho a una vida acorde con el principio de dignidad. 
~nse entemente, este Tribunal estima que el monto de la pensión máxima previsto en 

/ / lculo 3 de la Ley N° 28449, resulta constitucional. 

, 79 Demanda de inconstitucionalidad N° 0004-2005-PI, p. 15. 
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132, El equívoco acogimiento a la teoría de los derechos adquiridos 

I 
l. 
l' 
~ 

Toda ve'~ que el artículo 103 de la Constitución acoge la teoría de los hechos cumpl idos 
con relación a la aplicación en cl tiempo de las leyes (tema ya desarro ll ado supra en el 
fundamento 92), el argumento de los recurrentes conformc al cual el tope pcnsionario 
prcv isto cn el artícu lo J de la I,ey N° 28449 resultaría inconstitucional por pretender 
aplicarse inmediatamente incluso a los pensionistas que habían cumplido con los 
requisitos para obtener una pensión antes de la vigencia de la norma, carece de sustento, 
máxime si es la propia Primera Disposición l"inal y Trans itoria dc la Constitución, ya 
declarada constitucional, la que expresamente establece que 

"( ... ) las nuevas reglas pensionarias establecidas por ley se aplicarán 
inmcdiatamentc a los trabajadores y pensionistas de los regímenes pensionarios 
a cargo del Estado, según corresponda". 

La 'nconstitucionalidad de la nivelación como mecanismo de reajuste del monto de 
la 

Tampo 'o resulta inconstitucional que, sigu iendo lo dispuesto por la Primcra Disposición 
l:inal Transitoria de la Constitución, con relación él la supresión dclinitiva de la 
nivelaci)n como mecanismo de reajuste pensionario, el primer párrafo del arLículo 4 de la 
Ley N° 8449, establezca que 

"( ... ) está prohibida la nivelación de pensiones eon las remuneraciones y eon 
cualquier ingreso previsto para los empleados funcionarios públicos en 
actividad". 

En erecto, según quedó dicho en los fundamentos 64 y 65, no puede considerarse como 
parte de l derecho fundamental a la pensión, la adopción de un único sistema o 
metodología de reajuste del monto de las pensiones . 

La seguridad jurídica y la modificación del ordenamiento jurídico 
criterio de l Tribunal Constitucional, el asunto de la constitucionalidad o 

inconstitucionalidad de la aplicación inmediata del tope previsto en el artícu lo 3 dc la I,ey 
N° 28449, no se encuentra re lacionado con una cuestión de aplicac ión de leyes en el 
tiempo (teoría de los hechos cumplidos o de los derechos adquiridos), sino con la 
necesidad de que toda mutación del ordenam iento jurídico se desenvuelva dentro de 
márgenes razonables y previsibles; en otras palabras, la cuestión debc ser abordada con 
relación a l principio de seguridad jurídica. 
Ln eleeto, tal como ha sostenido el Tribunal Constitucional, en el fundamento J de la 
Sentencia caída en ell':xpediente N° 0016-2002-1\1, 

"( ... ) el principio de la seguridad jurídica f'órma parte consubstancial del ¡':stado 
Constitucional de Derecho. I,a predecibilidad de las conductas (en especial, las 
de los poderes públicos) frente a los supuestos previarnentc determinados por 
e l Derecho, es la garantía que informa a todo e l ordenamiento jurídico y quc 
consolida la interdicción dc la arbitrariedad. Tal como estableciera el Tribunal 
Constitucional español, la seguridad jurídica supone ' la ex[)ectativa 
razonablemente fundada del ciudadano en cuál ha de ser la actuación del poder 
en aplicación del Derecho' (STCI-: 3611991, FJ 5). 1 ;:1 principio in comento no 
sólo supone la absoluta pasividad de los poderes públicos, en tanto no se 
presenten los supuestos legales que les pcnniLan incidir en la realidad jurídica 
de los ciudadanos, si no que exige de ellos la inmediata intervención ante las 



¡. ~ •. , ..... - '>. 

~ 
~ 

99 

TRIBUNAL CONSTITUCIONAL 

l· 

l 

ilegales perturbaciones de las situaciones jurídicas, mediante la 'predecible ' 
reacción, sea para garantizar la permanencia del sIal u quo, porque así el 
Derccho lo tenía preestablecido, o, en su caso, para dar lugar a las debidas 
modi licaciones, s i tal l'ue el sentido de la previsión lega l". 

I 'n esa medida, aun cuando dc confórmidad con los artículos I ()j Y I (JI) de la 
onstituciúll , en principio, las leyes resultan de aplicación inmediata, sill embargo, la 

d'scordancia entre la ley 'nueva' y la ley 'vieja' no podría ser de tal grado que desborde 
t< do margen de ra/onabil idad en las implicancias que ella genera para los ciudadanos a 
1< s que resulta aplicable. 
1':' sabido que algunos pensionistas del régimen del Decreto Ley N° 20530 percibían 
p nsiones muy superiores a 2 U ITs y habían f<)~jado su expectativa de vida personal y 
r, miliar sobre la garantía del derecho adquirido que les concedía el régimen constitucional 
derogado , Por ello, la aplicación inmediata dcl lluevo tope implicaría una variaciún 
marcadamente abrupta, incompatible eon el principio de seguridad jurídiea que debe 
inl<mnar a la rcf'orma del ordenamiento jurídico. 
Así corno de una il1terpretación sistemática de la Segunda y la I kcirno Primera 
Disposiciones I:inales y Transitorias de la Constitución se deriva que el reajuste de las 
pensiones deba scr pcriódico y progresivo, dc manera tal que los egresos de las fuentes 
presupuestales del I':stado se manejen bajo criterios de razonabilidad y prcvisibilidad, los 
mismos critcrios deben tenerse en cuenta a creelos de reducir el monto de las pensiones en 
los supuestos en los que éstas resu lten excesivamente altas, sin que en ningún caso puedan 
ser reducidas por debajo del nuevo tope máximo previsto en el ordenamiento (2 lJITs), 
I,a I,ey N° 2X449 resulta compatible con dicho criterio, pues s i bien su artículo J lija el 
monto máximo de las pcnsiones del rég imcn del Decrclo I,ey N° 20530, la Tercera 
I isposición Transitoria establece que dicho tope se aplicará a partir de su vi ge ncia, pero 
e manera progresiva. I<: n tal sentido, declara que: 

" I ,as pensiones superiores a l valor de dos (2) lJlT vigentes a la fec ha de 
promulgación de la presente 1 ,ey, se reducirán anualmente a razón de dieciocho 
por ciento (1 WYO) hasta el año ell el que dicha pensión alcance el tope vigente 
c01Tespondicnte", 

regulación que, dictada dentro del rnargen de libre conliguración legal, este Tribunal 
estima !'a'mnablc. 

§3. EL MONTO MíNIMO OE LAS I'ENSIONI<::S 

135. Según los demandantes, se afecta el derecho a la pensión mínima vital 
I ,os demandantes alegan que la aplicación de la ! ,cy N° 28449, generará que 

" ( ... ) las pensiones más humildes quedarán congeladas o propensas al juego 
político del gobernante de turno según las ' posibilidades presupuestarias del 
¡':s tado ",go. 

Tribunal Constitucional comparte dicha preocupación, pues s i tal fuera el caso, los 
pensionistas del régimen del Decreto ¡ ,ey N° 20530, no tendrían el ingreso mínirno para su 
manutención , con e l consecuente atentado contra el derecho fundamental a l mínimo vital 
y la afectación de los princip ios sociales que inl'orman al derecho I'l.l1ldamental a la 

80 Demanda de inconstitucionalidad N° 050-2004-AI, P 29. 
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pensión, sobre todo en lo rd'crido a su contcnido cscncial, absolutamcnte intangible para 
ellcgis lador (Vid. fundamento 1(7). 

El criterio de determinación de la pensión mínima 
e ahí que este Colegiado considere conveniente que, así como la pensión máxima del 

( rdenamiento está prevista no como un monto especílieo, sino con relación a la Unidad 
1, lpositiva Tributaria (lJIT), es necesario que también la pensión mínima vital , COtllO 

e ernento constitutivo del derecho hmdamental a la pensión (artículo 11 de la 
e mstitución), tenga un parámetro objetivo y razonable de referencia, es decir, que su 
d terminación se base en una teoría valorista y no nominalista, a eICctos de que e l monto 
mínimo vital csté plenamente garantizado frente a eventuales 1(:nómet1os ccol1ómicospor 

l 
e. ~j 'mplo, índices inf1aeionarios altos- que podrían terrninar por .vaciar de contenido el 
d(,recho fundamental a la pensión. 

, En ese sentido, e l parámetro de referencia para determinar la pensión mínima vital debe 
ser un porcentaje de alguna un idad de medición monetaria. Dieha medida podría ser el 

/

' porcentaje de una Un idad Imposit iva Tributaria (UIT) o de una Unidad Remunerativa del 
/ Sector Público (URSP). Desde la perspectiva constitucional, ello se sustenta en los 

(1
1 principios constitucionales de justicia y equidad. 

§4. LA EOAD COMO CRITERIO [)E rHFERI<:NCIACJÓN EN LA 

l'ERIOmClDA[) [)EL RRAJUSTR PENSIONARIO 

137. Según los demandantes, la nueva fórmula de reajuste afecta el derecho a la 
igualdad 

il1 

[,os recurrentes sostienen que los literales a y b del artículo 4 de la [,ey N° 28449 vulneran 
, principio de igualdad, pues 

"( ... ) pretendeln I imponer reglas de juego distintas a los jubilados 
di l(:reneiándo los por su edad.. . No ex iste una sustentación objcti va que 
just1lique tal distingo, ya que en el campo pensionario una persona que ostenta 
menos de 65 años puede signi li ear una persona que haya trabajado muc hos mús 
años de servicios que a lguien que pase de los 65 afíos"xl. 

Los literales a y h de la Ley N° 28449: la edad como criterio de diferenciación 
I,os lit, ales a y b del artículo 4 de la ',ey N° 28449 establecen que 

"( .. . ) el reajuste de pensiones se c1ectuará de la siguiente forma: 
a) I,as pensiones percihidas por bcneliciarios que hayan cumplido sescnta y 
cinco (65) años o más de edad y cuyo valor no exceda el importe de dos (2) 
Unidades Impositivas Trihutarias vigentes en cada oportunidad, serán 
reajustadas al inicio de cada año mediante decreto supremo con el voto 
aprobatorio del Consejo de Ministros y a propuesta del Ministerio de I': conornía 
y ¡:¡nan'l:as, teniendo en cuenta las variaciones en el costo de vida anual y la 
capacidad fi nanciera del I·:stado. 

Demanda de inconstitucionalidad N° 0009-·2005--PI. pp. 15, 16 
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b) I ,as p~nsiol1~s percibidas por b~ndiciarios menores de ses~nta y cinco (65) 
años de edad se ajustarún periódicamente, teniendo en ~uenta las previsiones 
presupuéstales y las posibilidades de la economía nacional", 

I':n el punto analizado, el legislador ha utilizado a la edad como elemento di lc.;renciador de l 
tn o, Así, mientras las pensiones de los mayores de sesenticinco afíos que se encuentren 
po dehajo del tope pensionario, tienen garanti'¡:ado un re(:~juste al inieio de cada afío , 
te iendo en cuenta las variaciones en el eosto de vida anual y la capacidad finan ciera del 
1 ':~Hado , las de los menores de sesenticinco afíos no tiencn la garantía del reajuste anual , 
sino solamente periódico. 
I':n consecuencia, 10 primero que debe dcterminar este Colegiado cs si , cn atención a la 
naturaleza concreta de la materia regulada, resulta razonahle utilizar la cdad de una persona 
como fundamento de di ICrenciación, 

139. El análisis de razonabilidad del criterio difercnciador propuesto 
Al respecto, dehe recordarse que la seguridad social es una garantía institucional del 
Estado, que debe concretizarse en un complejo normativo estructurado -por imperio del 
artículo 10 de la Constitución- bajo la doctrina de la contingencia, es decir, la prcsencia 
imprescindihle de un supuesto fáctico al que, usualmente, acompaf1a una presunción de 
estado de necesidad y que condiciona el otorgamiento d~ una pres tación pecuniaria y/o 
asistencial, para la elevación de la calidad dc vida, 
I,a edad ha sido y es uno dc los requisitos tradicionalmentc utili '~ados , tanto por nucstro 
ordenamiento como por ordenamientos comparados, para dotar de márgenes dc objetividad 
a la identilicación de l supuesto fáctico que activa al sistema previsional para concedcr la 
prestación social orientada a garantizar la consecución del proyecto de vida del jubilado () 
cesado. ¡\ dicho requisito se ha unido clásicamente la dcnominada 'contingencia' (cesc e11 
el empleo, invalidez, entre otros) . 
Con relación al proyecto de vida, los jueces Canyado Trindade y Abreu Burelli , en el 
fundamento 8 de su Voto Concurrente en e l Caso Villagrán Morales y otros vs , (;uatcmala, 
Caso de los 'Niños de la Calle' , expedido por la Corte Interamericana de los Derechos 
Ilumanos , e l 19 de noviembre dc 1999, scñalaron que: 

"( .. ,) el proyecto de vida es consustancial del derecho a la exis tcncia, y 
requicre para su desalTollo condiciones de vida digna, de seguridad e intcg ridad 
de la persona humana", 

A " las cosas, en tanto que el número de años de edad es invcrsamcntc proporcional a los 
ños de expectativa de vida, este Colegiado considera que ésta constituye un factor de 

distinción razonable entre aquellos a quienes corresponde un reajuste pensionario ' anual ' y 
aquellos que tiencn derecho a un reajuste 'periódico' ; máxime si sc tienc en cuenta que, si 
bien cs cierto quc en un inicio la Organización Mundial dc la Salud consideró adultos 
mayores a las personas de más dc sesenta años que viven en los paíscs cn vías de 
desarrollo y de sescnticinco años o más a las quc viven en países desalTollados , tamhién lo 
es quc, en el año 1994, la Organización Panamericana de la Salud, Oficina Regional de la 
Organización Mundial de la Salud, atendiendo a la considerab lc elevación de la espcrarm.l 
de vida producida en las últimas tres décadas, lijó en sesenticinco aílos () más la cdad del 
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140. La falta de razonabilidad de otros criterios de diferenciación 
r el contrario, no hub iese s ido razonable, si -como sugieren los del11andantes- en lugar de 

la edad, se huhiese utili :l.ado como criterio de di l'crenciac ión la cantidad de afíos de 
ap< rtación del pensionista. Si bicn es cierto que el requisito de años de aportación es uno 
de os lactores utili';:ados por el ordenamiento para obtener una pensión de jubilación () 
ees' ntía, por sí solo, no puedc ser considerado corno un dato objetivo que pcnnita activar 
el s stema de seguridad exigiendo e l otorgamiento de una pensión o, en su caso, su 
reaj ste. 

t 

Deb tenerse en cuenta que la seguridad social dista en grado sumo de la cOllcepciún 
contr ctualista del scguro privado, confórme a la cual las aportaciones realizadas son el 
racto! detcrminante que pcrmite proyectar la retribución compensatoria luego de un 
perÍ(Ko de tiempo. J':n la seguridad soeial , por el contrario, el principio de solidaridad 
cumpl' un rol vital, de manera tal que las prestaciones que brinda dicho sistema no se 
pueden medir sobre la base individualista del cálculo de los aportes realizados por cada 
pensionista, sino, de un lado, sobre una base redistributiva que permita elevar la ealidad de 
vida del pensionista, y de otro, sobre pautas objetivas reveladoras de un estado de 
necesidad . i 

I I 

(1 
141. La interpretación constitucional del criterio de diferenciación 

1,a razonabilidad del eriterio de diferenciación -la edad- no es motivo suficiente para 
descartar la existencia de un trato discriminatorio. I·:s preciso que la linalidad que se 
rretenda alcanzar con la di f'crencia de trato sea compatible con e l artículo 103 de la 
Constitución y que a erectos dc alcan';:arla no se saeri liqucn desproporcionadamente los 
. tereses de los miembros de la categoría pe~judicada o no beneficiada. 
I,a linalidad que pretende lograrse con esta diferenciación, es garantizar que cuando menos 

lT1 gru po plenamentc identificable de ciudadanos pensionistas (los de sesenticinco ailos o 
más), tengan asegurado el reajuste anual de sus pensiones. Este objetivo resulta compatible 
con los principios y valores constitucionales que inrorman al derecho rundamental a la 
pensión. Sin embargo, es evidente que las consecuencias jurídicas para el grupo no 
beneficiado (los menores de sesentici nco años) serían manifiestamente desproporcionadas, 
si la ausencia de este beneficio anual cierto, implicase la condena a la inexistencia del 
reaj uste sine die. 
I<:s te no puede ser el sentido interpretativo atrihuiblc al Ii.teral h del articulo 4 de la I,ey N" 

d 2}~449: I).~be tenerse presentc que la Segunda Disposición I;inal y Transitoria de la 
H Cons uelon , establece que 
/ "( ... ) el I':stado garantiza el pago oportuno y el reajuste periódico de las 

82 

pensiones que administra, con arreg lo a las previsiones presupuestarias que 
éste destine para tales ef'cctos y a las posihilidades de la economía nacional ". 

Por ello, que la sostenibi lidad fin anciera del I ':stado sea un criterio quc debe ser 
considerado al momento de reali/.ar el reajuste periódico de las pensiones de las personas 
menores de sesenticinco años, no significa que tal criterio pueda impedir que el reajuste 

NOVELO DE LÓPEZ, Hilda Irene. Situación Epidemiológica y Democráfica del Adulto Mayor en 
América Latina. En Revista Salud Pública y Nutrición . México, Universidad Autónoma de Nu()vo 
León. N° 5, 2003 . wwwuanl.mx/puhlicaciones/respyn/ 
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tenga lugar. Se trata tan sólo de un lüctor que condiciona el quanlum del reaju:-ite pero l)O la 
obligatoriedad de su realización periódica, la cual no podrá extemkrse por inlcrvalos de 
tiempo irrazonable, máxime si la Prirnera Disposición ¡,'ina¡ y Tra nsitoria de la 
Constitución ordena quc el ahorro presupuestal que provenga de la aplicación de las 
nuevas reglas pensionarias sea destinado a incrementar las pensiones más hajas. 
¡':ste Colegiado se mantendrá atento a que la periodicidad de este reajuste sea interpretada 
en el sentido antes relCrido ; esto es, como una real obligación y no corno una ('acuitad 
arb itraria que daría lugar a ineonstitucionalidades sobrevinientes que , desde luego, serían 
sancionables por este Tribunal , adoptando las medidas pertinentes que resulten acordes con 
sus funciones de valoración , ordenación y paei licaeión. 
I':n todo caso, considerando que la dilerencia de trato prevista en los literales a y b del 
articu lo 4 de la Ley N" n449, es susceptible de ser interprctada de conl<Jnnidad co n la 
Constitución, la supuesta alCetaeión al principio de igualdad sostenida por los recurrentes, 
debe ser dcsestimada. 

.~5. LA PENSiÓN DE VnJDEZ y LA IGUALDAD DE G}':NERO 

142. El artículo 32 del Ileereto Ley N° 20530, modificado por el a rtkulo 7 de la Ley N° 
28449 

I )icho artículo establece : 
" [ ,a pensión de viudez se otorga de acuerdo a las normas s ig uicnt.es : 
a) Cien por ciento (1001%) de la pensión de invalidcz o cesantía que percihía o 
hubiera tenido derecho a percibir el causante, siempre que el 1l1onto de dicha 

'nsión no supere la remuneración mínima vital. 
b Cincuenta por ciento (50'Ycl) de la pensión de invalide'/' () cesantía que 

'fcibía o hubiera tenido derecho a percibir el causante, en los casos en que el 
alor de dicha pensión sea mayor a una remuncraeión mínima vital , 

estableciéndosc para estos casos una pensión mínima de viude'l: equivalente a 
! una remuneración mínima vital. 

c) Se otorgará al varón sólo cuando se encuentre incapacitado para subsistir por 
sí mismo, care'/,ca de rentas o ingresos superiores al monto de la pensión y no 
esté amparado por algún sistema de seguridad social. 
d) I~I cónyuge sobreviviente inválido con derecho a pensión que requiera del 
cuidado permanente de otra persona para efectuar los actos ordinarios de la 
vida, percibirá además una bonificación mensual , cuyo monto será igual a una 
remuneración mínima vital, siempre que así lo dictamine previamente una 
Comisión Médica del Seguro Social de Salud, 1':SS;\U) I) , o del Ministerio de 
Salud". 

dependencia económica como criterio para la obtención de una pensión de 
so b revivencia 

;\1 otorgamiento y al monto de la pensión del titular dc la penSlOll (el causante) 
corresponden eritcrios individuales relacionados únicamente a su persona (su edad , sus 
años de aportación , la contingencia a él suced ida). Dicho otorgamiento tiene por linalidad 
elevar 'su calidad de vida' (artículo 1 () de la Constitución), además de rctribuir1c por sus 
años de labores. 
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I,a posihi lidad de que el derecho a la pensión de jubilación o cesantía, se proyecte en todo 
o en parte de su quantum al cónyuge, descendientes o ascendien tes , no puede ser enf()cada 
desde una perspecti va sucesoria. Debe ser concebida como una garantía para velar por el 
mantenimiento de una vida acorde con el principio de dignidad de aquellos que, en razón 
de un vínculo f~uniliar directo, dependían eeonórnieamente de parte de dicha pensión, es 
decir, como una garantía derivada del reconoc imiento de la ramilia como instituto 
fundamental de la sociedad (artículo 4 de la Constitución). 
¡': n consecuencia, prima facie , la posibilidad de que el monto o parte de l monto de la 
pensión del causante se materialice en una pensión de sobrevivencia, debe encontrarse 
condicionada a la dependencia económica en la que se encontraba el o los sobrev ivientes 
con relación a dicho monto. 
Tal condición puede considerarse cumplida sobre la base de ciertas presunciones. Así, ésta 
queda satislCcha en el caso de los hijos menores de edad del l'allecido o los mayores de 
edad que siguen estudios básicos o superiores, pues, en dicha situación, la de pendencia 
con relación a la pensión que correspondía al causante resulta evidente . De be entenderse 
incluso que dicha presunción es iure el de ¡ure, pues conforme reza el artículo 6 de la 
Constitución 

" ( ... ) es deber y derecho de los padres a limentar, educar y dar seguridad a sus 
hijos". 

¡.:¡ artículo 32 de l Decreto ¡ ,ey N° 20530 no exige que la viuda ac redite su dependencia 
eeonómica en relación con la pensión de jubilación o cesantía del causantc, para ohtener 
una pensión de viuck/.. Sin embargo, e l tratamiento es distinto para e l caso del viudo. I':n 
efecto, e l literal c de l referido articulo, cxigc que el varón 

"( ... ) se encuentre incapacitado para subsistir por sí mismo, care'/,ca de ren tas o 
ingresos superiores al monto de la pensión y no estó amparado por algún 
sistema de seguridad social" 

com) condiciones para la obtención de la pensión de viudez regulada en los literales a y b. 
Ln al sentido, corresponde anali'/,ar s i dicho tralo dilCrenciado constituye una medida 
discriminatoria en relación con e l varón. 

144. La igualdad sustancial en el análisis de la düerencia de trato al varón y la mU.icr 
viudos 

fl¡ [.a di lereneia de trato que usualmente los regímenes previsionales han di spensado a los 
hombres y a las mujeres, (Jrima jacie , no debe ser enl'oeada desde la perspectiva [(mmtl 
del derecho a la igualdad en la ley, esto es, como la proscripción constitucional diri gida al 
legislador de introduc ir al ordenamiento dilCrencias de trato entre personas que se 
encuentran en si tuación sustancialmente análoga, sin base razonable o proporcional. 
Por cl contrario, la di lerenciación aludida debe ser abordada bajo la directriz material o 
sustaeial que informa a l derecho a la igualdad , conlórme a la cual existe obligación del 

.:.- ado de adoptar med idas -comúnmente legislativas- con la finalidad de compensar 
" .lrídicarnente a grupos marginados económica, soc ial o culturalmcnte; de esta manera, a 
través de tales medidas de ' acción positiva' o ' de discriminación inversa ' , el \<:stado 
busca, tal como se serial a en el f'undamento 11 de la Sentencia de los ¡':xpedientes N° 
000 1-20m-!\.1 y 0002-20OJ-!\.1 

" ( ... ) revertir las condiciones de desigualdad o, lo que es lo mismo, reponer las 
condiciones de igualdad de las que la realidad social pudicra estarse 
desv inculando , en desmedro de las aspiraciones constitucionales ". 
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I ,a concreción del derecho fundamental a la penslon corresponde a los operadores 
jurídicos, en tanto existe un consenso generalizado en nuestro tiempo de que la sanidad, la 
seguridad soc ial, la salud, la vivienda, la educación y la cu ltura son necesidades hásicas 
que deben ser satis fechas. Por ello, corresponde a los podercs públicos, ante la 
desigualdad, 

"( ... ) promover las cond iciones para que la libcrtad y la igualdad sean 
realizables y efectivas, y remover los obstáculos que impidan su plenitud ... i':s 
un mandato para realizar la igualdad material , quc obliga a los poderes 
púhlicos. No es un conscjo y debe ser tenido s iempre en cuenta por los 
operadores j uríd icos" x3 . 

I ,a disposición en la que se prevé el compromiso de un I':stado social y democrático de 
derecho (artículo 43 de la Constitución), con la consol idación material del principio de 
igualdad, se cneuentra en cI artículo 59 de la Carta Fundamental. Ln efeeto, dicho artícu lo 
establece que 

"( ... ) el I':stado brinda oportunidades de superación a los seetores que suFren 
cualquier desigualdad" . 

145. La cláusula específica de no-discriminación y la razoDabilid~ld en la aplicaci('D de 
reglas de acción positiva 

1·:1 análi sis de la razonabilidad de la ap li cación de reglas de acciún positiva se dificulta 
cuando éstas son tomadas en favor de colectivos y no de individuos. Sin embargo, un 
criterio de vital importancia que facilita el análisis es la presunción de exclusión social 
contra determinados colectivos derivada de las cláusulas específicas de no diseriminaciún 
previstas cn el inciso 2 dcl artículo 2 de la Constitución. Así , expresamente, dicho 
dispositivo, proscrihe la discriminaeión 

"( ... ) por motivo de raza, sexo, idioma, religión, opiniún, condición 
eeonóm iea", 

o una cláusula abierta en manos del legislador y del inté rprete jurisdiccional al 

"( ... ) o de cualquier otra índole". 
Pm lo tanto, 

"( ... ) las cláusulas específicas de no discriminación cump len principalrnente la 
función de proteger, endureciendo el juicio dc igualdad , a determinados 
colectivos que, por su historia de subyugación y la minusvaloración social a la 
que se ven sometidos, no pertenecen al grupo dominante que participa, debate 
y c rea las normas jurídicas". Pero otra consecuencia que se deriva de dichas 
cláusulas "( ... ) se concreta en la convalidación constitucional de las medidas 
que utili '¡;an dicho rasgo para favorecer a los colectivos socialmente 
perjudicados, es decir, las acciones positivas, siempre dentro de unos límites de 

/ proporcionali dad"x4 . 
t· ( sentido, existe un amplio margen de presunción de constitucionalidad en las 
idas que I'avorecen a los colectivos minoritarios y/o socialrnente postergados, que 

---------- --_. 

PECES- BARBA, Gregario. Los valores superiores. Madrid, Tecnos, 1986. pp. 158, ss . 
84 

GIM[Nr7. GIl)Cf< , David Juicio do igUllldüd y Trihunal Constitucional. R3rcr.!on8, R05Ch pp . 171, 
319 
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puedan considerarse dentro de estos criterios específicos. Por ejemplo, las mujeres, 
determinados grupos étnicos, religiosos, extranjeros, y otros de diversa naturalc,,~a. 

146. Análisis del rol de la mujer en la sociedad y justificación de acciones positivas en su 
favor 

Si bien en años recientes ha existido un importante grado de incorporación de la mujer en 
tareas de orden social en las que nunca debió estar relegada (participación po lítica, acceso 
a puestos laborales, oportunidades de educación , entre otras muchas), no puede 
considerarse que en la realidad peruana dicha tarea se encuentre consolidada. Buena parte 
de nuestra sociedad aún se nutre de patrones culturales patriarcales que re legan a l colectivo 
femenino a un rol secundario, a pesar de encontrarse Cuera de discusión sus idén ticas 
capacidades en relación con cl colectivo masculino para dcstacar en todo ámbito de la 
vida, sea político, social o económico . I,os prejuicios y la idiosincracia dc un número 
significativo de ciudadanos (confo rmado tanto por hombres como por mujen..:s) aún 
mantienen vigente la problemática de género en el país. 
De ahí que el Tribunal Constitucional no pueda considerar inconstitucionales medidas que 
exigen algunos años menos dc cdad o de aportaciones a la muj er, para accede r a una 
pensión en un régimen previsional , o aquellas otras que establecen un si stema de cálcu lo 
re lativamentc más favorable a la mujer pensionista al momento de determinar el monto de 
su pensión . Queda claro que dichas medidas se encuentran estrictamente orie11tadas, a 
través de disposiciones ponderadas, a favorecer al colectivo femcnino , en e l corrccto 
entendido de que la realidad social aún impone concederles un mayor apoyo a efectos de 
',. egu tr ies una vida acorde con el principio de dignidad . 
y por 'ste mismo motivo, el Tribunal Constitucional tarnpoeo considera inconstitucional 
que e legislador no haya exigido que la viuda acredite la dependencia económica en la que 
. 'e cuentra en relación con la pensión del causante. Resu lta claro que ha partido de dicha 
r' unción en base al dato de la realidad descrito supra. Consecuentemente se trata de una 

auténtica "acción positiva" en favor de la mujer. 

47. Razonabilidad de las condiciones exigidas al hombre para la obtención de una 
1/ pensión de viudez 

Pero, entonces, sigu iendo el razonamiento expuesto, en modo alguno podría considerarse 
que cuando se exige que el varón se encuentre ' incapacitado para subsistir por sí rnistl1o ', 

1; 
para obtener una pens ión de viude'l" el legislador haya optado por una medida 
inconst!tucional: p~es en otras palabr~> lo ú~ieo que se .le e~ige ~s que acredite haber 
dependldo econormcamentc de la penSlOn de vlude't': de su falleCida conyuge, supuesto stne 
qua non para la obtención de una pensión de tal nalurale'/,a, según quedó dicho. 
Sin embargo, la norma no sólo exige que el viudo acredite su incapacidad material de 

~ 
subsistencia (l a cual, por lo demás, podría ser consecuencia de dive rsos facto res), sino que 
adicionalmente exige que éste 

h 
"( ... ) carezca de rentas o ingresos superiores al monto de la pensión y no csté 

// amparado por algún sis tema de seguridad social" . 
1·:1 , en criterio de este Tribunal , resulta desproporc ionado. Ln cl'eeto , una situación de 

I . lcapac idad para subsi stir por medios propios, entendida corno una incapac idad de 
naturale'/'a material , distinta, en princ ip io, de la incapacidad civil que da lugar a la ! declaración de interdicción o al nombramiento de un curador, puede presentarse a pesar de 
contar con rentas superiores a l Illonto de la pensión de la eausatlte y, eiertamcnte, lambién 
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a pesar de encontrarse amparado por algún sistema de seguridad social. Por ello, exigir que 
estas condiciones se presenten copulativamente resulta manifiestamente innecesario, 
produciéndose una afectación del derecho a la pensión del viudo. 
El único elemento determinante que obliga a que la pensión de viudez sea otorgada, es la 
existencia de una situación de incapacidad que impida subsistir por propios medios; esto es, 
que tal incapacidad impida, desde un punto de vista objetivo, que el beneficiado pueda 
sostenerse y proveerse por sí de determinadas prestaciones como alimentación, vivienda, 
vestido y salud. 

La inconstitucionalidad del conector 'y' 
r tal motivo, es preciso declarar la inconstitucionalidad del conector conjuntivo 'y' del 

ciso c del artículo 32 del Decreto Ley N° 20530 modificado por el artículo 7 de la Ley 
° 28449, de forma tal que no pueda interpretarse que todos los supuestos previstos en 
icha disposición deban cumplirse copulativamente a efectos de que la pensión sea 

I torgada, sino que las referencias que la norma hace a la carencia de rentas o ingresos 
superiores a la pensión o la ausencia de amparo por algún sistema de seguridad social, 
deben ser consideradas como criterios de evaluación a ser aplicados independientemente y 
en cada caso concreto, realizando una interpretación siempre en beneficio del pensionista 
y no de modo peyorativo o con el objeto de privarle de una pensión legítima. 
En todo caso, la carga de la prueba corresponde a la autoridad administrativa, quien será 
la encargada de acreditar que el pensionista no se encuentra incapacitado materialmente, y 
que, por lo tanto, no le corresponde acceder a la pensión de viudez. 

49. Análisis de constitucionalidad del quantum de la pensión de viudez 
El literal a del artículo 32 del Decreto Ley N° 20530, establece que el monto de la pensión 
de viudez es equivalente al 100% de la pensión del causante en los supuestos en los que 
ésta no sea mayor a una remuneración mínima vital (SI . 460,00). Si se tiene en cuenta que 
de conformidad con el inciso 1 de la Cuarta Disposición Transitoria de la Ley N° 28449, 
la pensión mínima del régimen del Decreto Ley N° 20530 es igual a SI. 415,00, resulta 
entonces que en ningún caso la viuda( o) recibirá una pensión menor a dicho monto. 
Por su parte, el literal b del mismo artículo dispone que la pensión de viudez será igual al 
50% de la pensión del causante en los casos en los que ésta sea superior a una 
remuneración mínima vital (SI. 460,00), supuesto en el cual ésta constituye un tope 
mínimo. -4 Así las cosas, en cualquiera de los casos, el monto previsto como pensión de viudez 
~a el derecho al mínimo vital como componente del contenido esencial del derecho 

,/:~~;~mental a la pensión, motivo por el cual no se incurre en inconstitucionalidad alguna, 
/ máxime si se tiene en cuenta que, de conformidad con el literal d del artículo 32 del 

/ Decreto Ley N° 20530, al monto de la pensión de viudez deberá adicionarse una 
bonificación mensual equivalente a una remuneración mínima vital, en los casos de 
invalidez. 
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§6. LA PENSIÓN DE ORFANDAD 

150. El derecho-deber de los padres de mantener a sus hijos 
El artículo 35 del Decreto Ley N° 20530, modificado por el artículo 7 de la Ley N° 28449, 
establece: 

"El monto máximo de la pensión de orfandad de cada hijo es igual al veinte por 
ciento (20%) del monto de la pensión de invalidez o cesantía que percibía o 
hubiera podido percibir el causante, observándose lo dispuesto por el artículo 
25 del Decreto Ley N° 20530, 
En caso de fallecimiento de padre y madre trabajadores o titulares de pensiones 
de cesantía o invalidez, la pensión de orfandad de cada hijo será igual al 
cuarenta por ciento (40%) del monto de la pensión más elevada". 

Por su parte, el artículo 25 de la Ley N° 20530, modificado por el artículo 7 de la Ley N° 
28449, dispone que 

"La suma de los montos que se paguen por viudez y orfandad no podrá exceder 
del cien por ciento (100%) de la pensión de cesantía o invalidez que percibía o 
hubiera podido percibir el causante. Si la suma de ellos excediera el cien por 
ciento (100%), los porcentajes se reducirán proporcionalmente de manera que 
la suma de todos no exceda dicho porcentaje". 

Tal como lo dispone el artículo 25 del Decreto Ley N° 20530, en ningún caso la suma de 

! 
causante. Un criterio distinto sería contrario a los principios de razonabilidad y 
sostenibilidad financiera del Estado. I Sin embargo, el primer párrafo del artículo 35 franquea la posibilidad de que en los 

V supuestos en los que la suma de las pensiones de sobrevivencia concurrentes no excedan 
del 100% de la pensión del causante, la pensión de orfandad sea equivalente a un 20% de 
aquel. 

I 
I 

f 

Distintos argumentos permiten al Tribunal Constitucional considerar que ello resulta 
inconstitucional: 

Si se tiene en cuenta que, salvo reducidas excepciones previstas en el Decreto Ley N° 
20530 (v.g. los artículos 8, 9 Y 10), la pensión de jubilación o cesantía es el único 
ingreso percibido por el pensionista, y que en el común de los casos, los hijos menores 
de edad y los mayores de edad que siguen estudios básicos o superiores, no se 
encuentran en capacidad plena para subsistir por sus propios medios, debe presumirse 
que en dichos supuestos la pensión representa un ingreso indispensable para su 
subsistencia, 
El legislador se encuentra obligado a considerar que dicha presunción es iure et de iure, 
pues el artículo 6 de la Constitución, reconoce el derecho y el deber de los padres de 
alImentar, educar y dar seguridad a sus hijos. 
La norma permite que al fallecimiento del padre y/o la madre se sume un perjuicio 
adicional al hijo; a saber, la reducción sustancial del monto económico que resulta 
indispensable para su manutención, lo que implica una afectación manifiesta del 
derec fundamental a la pensión, pues lejos de 'elevar la calidad de vida' del 
o eviviente (artículo 10 de la Constitución), lo condena a ver seriamente mellada su 

pacidad económica de subsistencia. 
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La disposición da lugar a un grave atentado contra el derecho del padre de tener la 
certeza de que, incluso después de su muerte, su pensión podrá coadyuvar en la 
educación, alimento y seguridad de sus hijos (artículo 6 de la Constitución). 
El primer párrafo del artículo 35 permite que la pensión de orfandad sea menor a la 
pensión de viudez, sin que exista base razonable y objetiva que pennita presumir que 
los hijos sobrevivientes quedan en menor grado de necesidad que la viuda( o), tras el 
fallecimiento del causante. 
El primer párrafo del artículo 35 incurre en una inconstitucionalidad por omisión al no 
prever expresamente un tope mínimo por debajo del cual no podría situarse el monto de 
la pensión de orfandad. 

En consecuencia, por las razones expuestas es preciso declarar la inconstitucionalidad del 
primer párrafo del artículo 35 del Decreto Ley N° 20530 que dispone: 

I 
í 

"El monto máximo de la pensión de orfandad de cada hijo es igual al veinte por 
ciento (20%) del monto de la pensión de invalidez o cesantía que percibía o 
hubiera podido percibir el causante, observándose lo dispuesto por el artículo 
25 del Decreto Ley N° 20530." 

Al expulsar del ordenamiento jurídico dicho primer párrafo, el artículo 35 del Decreto Ley 
N° 20530, de conformidad con la Constitución, queda con el siguiente texto: 

"Artículo 35.- En caso de fallecimiento de padre y madre trabajadores o 
titulares de pensiones de cesantía o invalidez, la pensión de orfandad de cada 
hijo será igual al cuarenta por ciento (40%) del monto de la pensión más 
elevada". 

Pero, al propio tiempo, y a efectos de evitar que dicha declaración de inconstitucionalidad 
genere una inconstitucionalidad mayor ante la ausencia de una disposición que establezca 
cuál es la pensión de orfandad que corresponde a los hijos del causante, corresponde 
declarar la inconstitucionalidad de la frase 'de viudez' de la primera oración y del literal b 
del artículo 32 del Decreto Ley N° 20530, debiendo interpretarse aditivamente que los 
literales a y b de dicho artículo en los que se encuentran los porcentajes que permiten 
calcular la pensión de viudez, son también aplicables para el cálculo de la pensión de 
orfandad. 
De esta forma, de conformidad con la Constitución, el artículo 32 del Decreto Ley N° 
20530, modificado por el artículo 7 de la Ley N° 28449, queda con el siguiente texto: 

"Artículo 32.- La pensión (de viudez u orfandad) se otorga de acuerdo a las 
normas siguientes: 
a) Cien por ciento (100%) de la pensión de invalidez o cesantía que percibía o 

hubiera tenido derecho a percibir el causante, siempre que el monto de 
dicha pensión no supere la remuneración mínima vital. 

b)! Cincuenta por ciento (50%) de la pensión de invalidez o cesantía que 
percibía o hubiera tenido derecho a percibir el causante, en los casos en que 
el valor de dicha pensión sea mayor a una remuneración mínima vital , 
estableciéndose para estos casos una pensión mínima (de viudez u 

/ orfandad) equivalente a una remuneración mínima vital. 
c) Se otorgará al varón sólo cuando se encuentre incapacitado para subsistir 

por sí mismo, carezca de rentas o ingresos superiores al monto de la 
pensión, o no esté amparado por algún sistema de seguridad social. 

d) El cónyuge sobreviviente inválido con derecho a pensión que requiera del 
cuidado permanente de otra persona para efectuar los actos ordinarios de la 
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vida, percibirá además una bon i licae ión mensual, cuyo monto será ig ual a 
una remuneración mínima vital, sicmpre que así lo dictamine previamente 
una Comisión Médica del Seguro Social de Salud, I ':SS i\UJ 1), o del 
Ministerio de Salud", 

Precisándose que la inclusión de la rrase '(de viudez u orfandad) ' en e l texto no implica un 
acto Iegislalivo, sino el ejercicio de la fac ullad interprelativa adiliva de es le Colegiado, 
cumpl iendo así con la presunción iuris tantum dc constitucionalidad de las leyes que evita 
su dec laración de inconstitueionalidad cuando exista cuando menos un sentido 
in tc rpretativo que permita considerarlo compalib le con la Norma l"unda ll1 enlal. i\sí la ¡-rase 
'(de viudez u or fandad)' só lo cumple el propósito de incidir en la manera cómo debe ser 

l 
inte rpretado el texto a partir de la cxpedieión de la presente sentencia. 
y precisándose, a su vc';:, que a di ICrencia de los literales a y b, los literales e y d son sólo 
aplicables a la pensión de viudez. 

, De otra parte, cons iderando que e l artículo 78 de l Códi go Procesal Constitucional faculta a 
este Colegiado a dec larar la inconstitucionalidad de aquel las otras normas que sean 
conexas a las que han sido objeto de impugnación, y en atención a los c riterios expuestos, 
declárese también la incot1stitucionalidad dc la oración '1':1 monto máximo de la pensión de 
Ol'randad de cada hijo es igua l al veinle por eienlo del rnonlo dc la rCllsión dc invalidez o 
j ubilación que pe rc ibía o hubiera podido pe rcibir e l causante ' de l artícu lo 57 del I)ecreto 
l ,ey N° 19990 , Q uedando, de eonrórmidad con la Constitución, de la s igu ien te I()rma: 

" Artículo 57.- I':n caso de hué rfa nos de padre y madre, la pensión máximo es 
eq uivalente al cuarenta por c iento. Si el padre y la madre hu bieren sido 
asegurados o pensionistas, la pensión se calculará sobre la base de la pensión 
ma ' elevada. 
I':n su caso, los huérfanos a que se refiere el inciso b) del artículo anterior 
te d rán derecho a la bonilieación sdíalada en el artículo JO"," 

i\s i ismo, eclárese la ineonstltuelonalidad de la frase ' de viudez' del artículo .')4 del 
reto (, y N° 19990, quedando el tc xto , de conformidad eon la Constilución, de la 

1 uiente t'onna: 
"A rtículo 54.- I ~ I monto máximo de la pensión (de viude:l, u orf~ltldad) es igual 
al cincuenta por ciento de la pensión de invalidez () jubilac ión que percibía o 
hubiera tenido derecho a percibir el causante". 

Debiendo interpretarse que e l artículo 54 del Decreto I,ey N° 19990 es ap li cable tanto para 
el cáleulo de la pensió n de viudez corno de la pensión de orfandad . 
1,: 110 ten iendo en euenla que el artículo 62 del Decreto [,ey N° 19990 prevé una disrosiciúlI 
sustancialmente análoga. a la prevista en el artículo 25 del Decreto ( ,cy N" 205:"\0, I ':n 
e leelo , establece que: 

¡}y¡ "Art ículo ó2.- Cuando la suma de los porcentajes máximos que corresponden 
...v! a l cónyuge y a cada uno de los hllérfanos de conf()nnidad con los artículos 54 y 

57, respectivamente, excediese al c ien por ciento de la pcnsión de inval idez o 
, de jubi lación que percibía o hubiere tenido derecho a percibir el causan le, 

dichos porcentajes se reducirán , proporcionalmente de manera que la suma de 
todos los porcentajes así reducidos no exceda del cien por cien to de la relerida 
pensión. l':n tal caso, las pensiones de viude/. y orfandad equ ivald rán a los 
porcentajes que rcsulten . Para la suma indicada no se tomará en cuenta la 
boni ficación a que se relie ren los a rlículos 55 y 57". 

, . 
. \'"' 
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151. Consideraciones importantes sobre las pensiones de sobrevivientes 
Dado que, en el común de los casos, la viuda es, a su vez, madre de los hijos 
sobrevivientes, tiene el deher de destinar parte de su pensión a ve lar por el sus tento de sus 
hijos (artículo 6 de la Constitución). Por este motivo, la interpretación que optimi/.a en 
mayor g rado c l reconocimiento de la ramilia corno instituto rundarnental de la soc iedad 
(artículo 4 de la Constitución), es aquella con !'orrne a la cual en los supuestos en que 
concurran una pensión de viude'/. con pensiones de orfandad, son éstas y no aquella, las 
que, en aplicación del artículo 25 del Decreto I,ey N" 205 30, deben reducirse 
proporcionalmente hasta que la suma de los porcenl<:ues no surere el 100(% de la pensión 
de l causante, 
De otro lado, dado que la única pensión que tiene naturaleza transmisihle es la pensiún del 
titular originario (juhilado, cesante o inválido) , no cahe interpretar que el decaimiento o la 
extinción del derecho a la pensión de alguno de los familiares sohrevivientes (sea la 
viuda(o) o los hijos) , de lugar al aumento dcl monto de los otros sohrevivientes. 

152. Ejemplificación dc la aplicación de las nuevas reglas con relación a las pensiones 
1 

¡ 
. I 
\ ) 

de sobrevivientes 
1,a interpretación sistemática del artículo 12 dcl Decreto I,ey N" 205 30 (con s u nueva 
redacción lue lO de la declarac ión de inconstitue ionalidad de pa rte de su di spositivo) y e l 
artíc 5 del ¡smo Decreto I,ey, que estahlecc que las pensiones de sob rev ivicntes 
,' . adas no rue en surerar el IO()(% de la rensión del causante, puede se r mejor 
ejemplilicada de 1 siguiente lórma: 

Padre pensio ¡sta fallecido. Sobreviviente: Sólo un hijo huérfano 
ún el artículo 35 del Decreto Ley N° 20530, modi licado por el artíc ulo 7 de la Ley N° 

il49, el hijo recihía el 20(X) de la rensión de l causante. Sin embargo, por la presente 
" 'nteneia, el hij o único llega a recibir hasta e l 50(Yo de dicha pensión. 

GRÁFICO N° 5 

Interpretación de las nuevas reglas pensionarias tras la presente sentencia 
CASO J 

) (Monto de pensión SI. 1000) 

J 

/ 

Ahnrrn 
SI. HOO 

Ahorro 
SI,500 

Elaboración: Trihunal Co nst itucional 

Ley N° 28449 originaria 

.'f+mIIA.L-

Ley N° 28449 tras la sententla 

IIija(o) 1 
SI, lOO 

llij.(o) 1 

SI. S(}O 
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CASO 2: 
Padre pensionista fallecido. Sobrevivientes: Viuda (50% no alcanza remuneración 
mínima vital) y 1 hijo huérfano 
Según el artículo :12 inciso h oe l I )cerdo I,cy N° 20')30, ll10d i li cado por e l arlícu lo 7 dc la 
I ,ey N° 2g449, la pensión de un viudo o viuda dehe se r igual al 5 ()(~1 de la pensión del 
causan le () el una remuneración mínima vital (SI. 460,(0), el que rcs ulle mayor. I ':n 
consecuenc ia, en los supuestos en los <.jue a la viuda o viudo le eorTcsponda una 
remuneración mínirna vital como pensión, la di I'crencia entre este monlo y el 100% dc la 

fr )· I pensión del causante corresponderá a los hijos sobrevivientes. 

~ GRÁFrCO N° 6 

Interpretación de las nuevas reglas pensionarías tras la presente sentencia 
CASO 2 

(Monto de pensión SI. 500) 

lIij¡¡(o) 1 
S/. 4() 

lIiju(o) I 
SI. 40 

Ley N° 28449 origbiarla 
.% 

Viuda(o) 
SI. 460 

ViudH(n) 
S/.461l 

Ley NQ 28449 tras la sentencia 

Elaboración: Tribunal Constitucional 1 CASO 3: 
l~adre pensionista fallecido. Sobrevivientes: Viuda (50% supera remuneración 
mínima vital) y t hijo huérfano 

/ 

Según los artículos :1 2 inciso h y 35 del Decrclo I,ey N° 20530, modi licados por el 
artícu lo 7 de la I,ey N° 28449, en los casos en que corresponda a l viudo o viuda una 
pensión equivalente al 50(Yo dc la pensión del causante (monto necesari amente superior a 
una remuneración mínima vita l) , al hijo huérl~U1o correspondía un 20% de la misma. Tras 
la presente sentencia, al haberse declarado la incotlstitucionalidad del primer párral'o de l 

j' dCJJlo 35 del Decreto Ley N° 205:\0, el viudo o viuda reci birá lo mismo, pero a l hijo se 
YUrncnta hasta el 50%. 

y 
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GRÁFICO N° 7 

Interpretación de las nuevas reglas pensionarias tras la presente sentencia 
CASO 3 

(Monto de pensión SI. 1000) 

Ahorro 
S/.3()() 

Ley Xc 28«9 oriainaria 

I i , \ . , 

~/ 
ViudH(O) 
SI. soo 

I 

I 

CASO 4: 

I lija (o) 1 
S/. 2()() 

11 ija(o) 1 
SI. SOO 

Ley XCI 2W9 tras la sentencia 

Viuda(o) 
SI. SOO 

Padre pensionista fallecido. Sobrevivientes: Viuda (50% supera remuneración 
mínima vital) y 2 hijos huérfanos 
P rt iendo del supuesto planteado en el Caso 3, de ser dos los hijos, antes de esta sellteneia 
e' d' uno huhiese recibido un 20% de la pensión del causante. Tras la presente sentencia, 

aberse declarado la inconstitucionalidad del primer párral'o del articulo 35 del Decreto 
,ey N° 20530, cada hijo recibirá el 2YYo. 

GRÁFICO N° 8 

Interpretación de las nuevas reglas pensionarias tras la presente sentencia 
CASO 4 

Hija(o) 1 
S/,200 

F,ll\hOrl\ció~ : Trihllll'tl C0l1s1 i IIIC iOllal 

ViudH(O) 
SI. 500 
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CASO 5: 
Padre pensionista fallecido. Sobrevivientes: Viuda (50% supera remuneración 
mínima vital) y 5 hijos huérfanos 
Partiendo del supuesto planteado en e l ejemplo J, de ser .5 los hijos, antes de esta 
sentencia cada uno huhiese recibido un 10(% de la pensión del causante. Tras la presente 
sentcncia, las reglas se mantienen. 

GRÁFICO N° 9 

Interpretación de las nuevas reglas pensionarias tras la presente sentencia. 
CASOS 

(Monto de pensión SI. 1000) 

Ley N° 28"49 originaria 

lliju(o) 2 SI. 100 

11 ijJ\(o) 3 SI. lOO 

Ifijll(o) 4 SI. 100 

lIi,ja(o) 5 

lIija(o) 1 SI. 1 

llija(o) 2 SI. 100 

lIija(o) 3 SI. lOO 

Hija(o) 4 SI. lOO 

Ui.ia(o) S SI. 100 

Ley ~o 28449 tras la sentencia. 

Elaboración: Trihunal Constitucional 

Viuda(o) 
SI. SOO 

53. La razonabilidad del cumplimiento de la edad de veintiún años como causal de 
extinción de la pensión de orfandad de los hijos mayores de edad que siguen 
estudios básicos o superiores 

El lite ra l a del arLÍculo 34 del Decreto I ,ey N° 20530, rnodilicado por el artículo 7 de la l,ey 
N° 28449, dispone que: 

"Solamente tienen derecho a pensión de orfandad los hijos menores de 
~ dieciocho (18) años del trahajador con derecho a pensión () del titular de la 
/ pensión de cesantía o invalide/. que huhiera ralleeido. Cumplida esta edad, 

subsiste la pensión de orfandad únicamente en los siguientes casos: 
a) Para los hijos que sigan estudios de nivel básico () superior, hasta que 
cump lan los veintiún (21) años". 

I,a permisión de que los hijos que siguen estudio básico o superior puedan mantener una 
pensión de orfandad incluso luego de haber cumplido la mayoría de edad, se rundarnenta 
en cuapdo menos tres c riterios concurrentes: 
- /Gt derecho y el debcr de los padres de manlcner a sus hijos (artículo (, de la 

.1 / Constitución); 
-/- el reeonocim ienlo de la educación como un derecho y una garantía institucional del 

I':stado social y democrático de derecho, que 'promueve el conocimiento, el arrendi';:aje 
y la prúctica de las hUllIal1idade.c;, la ciencia, la tlScllica, las artes, la educación l"ísica y el 
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deporte', y que ' Iplrerara para la vida y el trabajo y romenta la solidaridad ' (artículo 14 
de la Constitución); y, 
la considcración de orden ráctico, según la cual, en cl común de los casos, los hijos 
mayores de edad que siguen estudio básico o superior, no tienen la experiencia ni el 
tiempo que permitan generar un ingreso suficiente para cubrir tales estudios, además dc 
sus necesidadcs básicas. 

De ahí que exista una prcsuneión dc que en el caso de pcnsionistas con hijos mayores de 
edad que siguen estudios básicos o superiores, el monto de la pensión representa un ingreso 
indispensable. 
I':n tal sentido, la finalidad primordial del literal a del artículo 34 del J)cCldo I,ey N° 20Y10 
cons iste en que los hijos que sigan estudios búsico o superior, puedan mantener el ingreso 
quc les permita afrontar sus necesidades básicas, esto es, el ingreso que, en última 
instancia, les asegure, durante dicha clapa, mantener una vida acorde con el principio­
derecho de dignidad. 
Succdc que la medida que el legislador ha adoptado para alcanzar ese fin no resulta idónea, 
pues no se toma como retCrencia para el decaimiento de la pensión el momcnto en el que el 
hijo culmina sus estudios, s ino la tCcha en la que cumple veintiún años. I':n tanto es 
evidente que en la gran mayoría de casos a la edad de veintiún años aún no se han 
cu lminado los estudios superiores, la disposición no resulta idónea para la consecución del 
lin 'sigue, y en consecuencia, resulta desproporcionada en este aspecto . 
,onsecuen 'mente, corresponde declarar la inconstitucionalidad de la frase ' hasta que 

cumplan I( s vei ntiún (2 1) años' del literal a del a rtículo 34 del Decreto I,ey N° 2 05 30, 
q 'dando de confónnidad con la Constitución, el siguiente texto: 

! 
I 

"lIrtículo 34.- Solamente tienen derecho a pensión de orf~lT1dad los hijos 
menores de dieciocho (18) años del trabajador con derecho a pensión o del 
titular de la pensión de cesantía o invalidez que huhiera I ~lllecido. Cump lida 
esta edad, subsiste la pensión de orlandad únicamentc en los si guientes casos: 

a) Para los hijos que sigan estudios de nivel hásico o superior (~ .. ) ." 
De otro lado, en tanto que el literal b del artículo 55 del Decrclo I ,ey N° 20530, modificado 
por el artículo 7 de la Ley N" 28449, dispone que se extingue automáticamente la pensiún 
por 

"( ... ) b) 1 ¡aber alcam~ado la mayoría de edad los titulares dc las pensiones de 
orfandad, salvo que prosigan estudios universitarios, en cuyo caso la pensión 
continuará hasta que cumplan vei ntiún (21) años, o que adolc/',can de 
incapacidad ahsoluta rara el trabajo, conforme a lo dispuesto en el artículo 34 
de la presente I,ey ." , 

por conexidad y en atención a lo reClen 
inconstitueionalidad de la Frase 'en cuyo caso la 
veintiún (21) años'. 

expuesto, corresponde dec larar la 
pensión continuará hasta que cumplan 

Asi 'smo, en tanto que e l artícu lo supedita la vigencia de la pensión al hecho de rroseguir 
s dios 'universi tarios', corresponde declarar la inconstitucionalidad de esta última 
dabra, por exc luir, s in que exista un rundamento ohjetivo y razonable que lo justiliquc, a 

as personas quc sigucn estudios superiores distintos de los universitarios , tales como 
carreras técnicas, estudios en centros de educación ocupacional, en institutos mil itares, entre 
otros. I;:n este aspecto, la disposición no sólo resulta discriminatoria y, por ende, contraria a l 
inciso 2 del artículo 2 de la Constitución, sino que también resulta incompatihlc eon e l 

! • 
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derecho fundamental a la educación (artículo 14 de la Constitución) que inspira la finalidad 
de la disposición. 
Consecuentemente, el literal b del artículo 55 del Decreto Ley N° 20530, modificado por el 
artículo 7 de la Ley N° 28449, queda, de conformidad con la Constitución, con el siguiente 
texto: 

"Artículo 55.- Se extingue automáticamente el derecho a pensión por: 
( ... ) 
b) Haber alcanzado la mayoría de edad los titulares de pensiones de orfandad, 
salvo que prosigan estudios, o que adolezcan de incapacidad absoluta para el 
trabajo, conforme a lo dispuesto en el artículo 34 de la presente Ley". 

Asimismo, también por conexidad y en atención a lo expuesto, declárese la 
inconstitucionalidad de la frase 'Hasta que el beneficiario cumpla veintiún años' del literal 
a del artículo 56 del Decreto Ley N° 19990, quedando, de conformidad con la 
Constitución, el siguiente texto: 

"Artículo 56.- Tienen derecho a pensión de orfandad: los hijos menores de 
dieciocho años del asegurado o pensionista fallecido. 
Subsisten el derecho a pensión de orfandad: 
a) [S]iempre que siga en forma ininterrumpida estudios del nivel básico o 

superior de educación ( ... )". 

I 154. Supuestos excluidos de la aplicación del literal a del artículo 34 y del literal b del 
¡ artículo 55 del Decreto Ley N° 20530 

.j , Dada la finalidad de los literales a y b de los artículos 34 y 55 del Decreto Ley N° 20530, 

.4 
/ 

respectivamente, este Tribunal considera que no cabe interpretar que entre los supuestos 
protegidos por la norma se encuentran los estudios de postgrado o los de segunda 
profesión o segunda carrera técnica. Asimismo, debe interpretarse que la disposición 
contiene una norma implícita de exclusión, conforme a la cual el beneficio no alcanza a 
aquellos hijos que no sigan sus estudios de manera satisfactoria, dentro del periodo regular 
lectivo. 
En efecto, el deber del Estado de promover la educación, coadyuvando económicamente al 
educando al permitirle gozar de la pensión de orfandad a pesar de haber cumplido la 

( 

mayoría de edad, exige como contrapartida, el deber del beneficiario de mostrar un 
especial esfuerzo en la culminación exitosa de sus estudios. Objetivo vital del Estado 
social y democrático de derecho es el redimensionamiento de las conductas humanas, a fin 
de o1}tener compromisos de acción y no sólo de omisión con los principios y los derechos 
soci,áles. Si bien, por antonomasia, tal compromiso es exigible a los poderes públicos, 
también recae en los propios particulares, máxime si se trata de los supuestos de su propio 
bienestar. 

---

~ 
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C. CRITERIOS PARA LA E.IECUCIÓN DE LAS NUEVAS 
REGLAS PENSIONARIAS 

§l. EL Dli:BER DE LA ADMINISTRACIÓN I'ENSIONARIA 1m 

DEFENDER y CUMPLIR LA CONSTITUCIÓN 

155. La entidad encargada de administrar el régimen de pensiones a cargo del Estado 
El artículo 10 de la Ley N° 2X449 establece que el Ministerio de I ';conomía y ],'incul '/as es 
la entidad del Gobierno Nacional que administra el régimen de pensiones del ])ecreto ] ,ey 
N° 20510, 
I ':sta nonna tan só lo regula la materia reservada por e l artículo I I de la Constitución en e l 
extremo que dispone que 

CL. 
"c. .. ) la ley establece la entidad del Gobierno Nacional que admillistra los 
regímenes de pensiones a cargo del Estado" 

por lo que no incurre en inconstitucionalidad alguna, 

I 
/J ( 

156. La Constitución como norma vinculante para la Administración Pública 
Por su parte, el artículo II de la Ley N° 2R449, estahlece que los empleados y 
Funcionarios de todas las entidades del sector público están obl igados a cumplir, bajo 
responsabi lidad, las directivas y requerimientos quc en matcria de pensiones emita el 
Ministerio de I ';co!lomía y Finanzas. 
Tal disposic ión debe ser interpretada en el sentido de que dichas directivas y 
requer im ientos resulten obligatorios, sólo en la medida en que sean compatibles con la 
Constitución y con las sentencias expedidas por este Tribunal. 
I::n elCcto, es preciso dejar a un lado la errónca tesis eonfórrne a la cual la Administración 

/ Pública se encuentra vincu lada a ta ley o a las normas expedidas por las entidades de 
gobierno, sin poder cuestionar su constitucionalidad. 1<:1 artículo 3R de la Constitución es 
merid ianamente c laro al señalar que todos los peruanos ( la Administración incluida desde 
luego) ticnen el debcr de respetarla y defenderla. 
I':n ta l sentido, en los supuestos de manifiesta inconstitucionalidad de normas legales o 
reg lamentarias, la Administración no sólo tiene la facultad sino el deber de desconocer la 
supuesta obligatoriedad de la norma inrraconstitucional viciada, dando lugar a la 
apl icación directa de la Constitución. 

-1ttS7. m efecto vinculante de las sentencias del Tribunal Constitucional 
l':stc Tribunal es el órgano supremo de in te rpretación y control de la constitucionalidad 
(artículo 20 I de la Constitución y artículo 1 de la I,ey Orgánica del Tribunal 
Consti ,ucional). Por su parte, el artículo 82 del Código Procesal Constitucional , dispone 
que: 

" Las sentencias dcl Tribunal Constitucional e11 los procesos de 
incollsti tucÍonalidad (".) que queden firmes tienen autoridad de cosa juzgada, 
por lo que vincu lall a todos los poderes públicos y producen electos generales 
desde e l día siguiente a la lecha de su publicaci(Hl." 

I ';n consecuencia, es obligación del Ministerio de la I ':conornía y I; inan:;,as implementar un 
sistema cliciente que perm ita la correcta y adecuada administración del régimen, lo que 
impl ica un sistema de sanciones a aquellos runcionarios que insistan en una 

\ . 
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inconstitucional aplicación de las normas legales sobre derechos previsionales . Sobre cl 
particular, es conveniente recordar cómo la Oficina de Nonnali/,ación Previsional, de 
modo reiterado, ha venido emitiendo resolucioncs contrarias a la jurisprudencia 
constitucional, a pesar de conocerla perfCctamente. 

§2. EL IlESTrNO IlEL AHORRO 

158. Según el demandado, con la reforma del régimen pensionario habría .justicia 
redistributiva 

1,:1 demandado alirma que las nuevas reglas impuestas termi nan conso I idando al I':stado 
social y democrático de derecho. I<:n concreto, rdiere que con dichas normas: 

" 1. Sc sientan las bases de una redistribución cconómica importante que 
" el; m; na d;stors; ones in su I tan les en los montos pens; onal;os en un I ':slad n pobre 
1'- como el peruano. 

2. Como consecuencia de lo anterior y confórme a la Ley N° 2R449, se 
introduce un elemento dc justicia social: se posibilita el aUlnento e n la base de 
aquellos pensionistas del régimen del D.I .. 20530 que perciben menos de una 
RMV (SI. 415 .(0), así como sc produce un aumento a aquellos que precibel1 
pensiones menores de SI. ROO.OO. 
3. Por lo tanto, se postula una progresividad en el ejercicio real de los derechos 
pensionarios del conjunto de pensionistas del régimen del D.I .. N° 20530 Y no 
so lo dc un sector de ellos, corno era antcs de la reforma. 

~ 
4. I.a rcf(Hll1a pcrmite ampliar a mayores sectores las prestaciones del régi lllen 

/' 1 . ,,8'5 /' (e penSIOnes . 
,1 Tribunal Constitucional comparte los criterios sostenidos por e l demandado. Sin 

embargo, considera preciso incidir en detcrminados aspectos que dcberán tencrse en 

j cuenta para lograr que los objetivos plasmados en el plano teórico , sc puedan concretar cn 

/; 

el telTeno práctico. 

159. El Fondo para la Asistencia Previsional 
I ,a Cuarta Disposición Transitoria de la I ,ey N° 28449 establece que los recursos quc se 
ahorren como consecuencia de la aplicación de topes a las pensiones, serán translCridos 
bajo responsabilidad al Fondo para la Asistencia Previsional para linanciar los 
incrementos detallados en dicha disposición. 
Por su parte, e l cuarto párraló de la Primera Disposición Vinal y Transitoria de la 
Constitución, al regular el ahorro presupuestal , seilala que aquel scrú destinado a 
incr' / entar las pensiones más bajas. Si bien esta última disposición no puede ser 
in qH'etada en el sentido de que la totalidad de dicho ahorro se destine especílicamente a 
, evar las pensiones (aunque sí su parte más sign i ficativa), en la medida que la ra/lm 
Illndamental de la ref<mlla constituciollal consiste en optimizar el derecho a la pensión, lo 
que sí resu lta imperativo es que la totalidad de dichos I()!ldos se destine a mejorar el 
sistema de seguridad social, lo cual implica, entre otros muchos aspectos, gastos en 

K5 I\lcgntos r(~"per;to a dCrl18nd8 de inc;onstitucionnlidad N" 005070041\1, 0051?0041\1, 001'\7005 
PI, 007-2005-PI Y 009-2005-PI, p, 8, 

.. 
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inFraestructura y logística de salud, compra de más y mejores medicamentos, capacitación 
del personal de salud y mcjora de sus honorarios, ctc. 
I ,a intcrprctación del cuarto párnl'o de la Primera Disposición Final y Transitoria dc la 
Constitución rcseñada, resulta vinculante rara todos los podcrcs públicos, dc manera tal · 
que será inconstitucional todo acto mediantc el cual se destine parte dc los recursos que 
provengan de ·Ia aplicación de las nuevas reg las rensionarias, a asuntos que no sc 
encuentren directamente relacionados con la ortimi/,ación dcl sistcrna de seguridad social 
dd 1 ':stado. 

160. La intangibilidad de los recursos transferidos 
Asimismo, debe recordarse que el Fondo para la J\sistcncia Previsional precitado, gO/,a de 
la garantía de intangibilidad ¡1fevista en el artículo 12 de la Constitución . Sobre el 
particular debe advertirse que el Decreto de Urgencia N° 034-98, que crea el FONJ\IIPlJ 
-para el caso de las pensiones derivadas del Deercto Ley N° 19990-, establece en su 
artículo 2.3 dicha característica. 
Además, el derecho al cobro de la pensión es de naturaleza imprescrirtible, motivo rOl' el 
cual e l pago de la pensión generada, en tanto no se realice, queda garant i'J:ado por el 
Fondo previsto en la l,ey. 

161. La función de la Contraloría General de la República 
I)e eon Cormidad con el artículo 82 de la Constitución, la Conlraloría Ceneral de la 

epCtblt'a 
" Surervisa la legalidad de la ejecución del Presupuesto del I':stado, de las 
operaciones de la deuda púb lica y de los actos de las instituciones sujetas a 

¡ contro1." 
:onsecuentemente, es deber de esta entidad estatal surervisar no sólo la intangibilidad de 

los Condos provenientcs de la aplicación de las nuevas reglas pensionarias, sino tamhién 
que dieho ahorro se encuentre destinado de manera exclusiva a la op1.illli/,ación dd sistema 
de seguridad social, de conformidad con los criterios cxpuestos surJra. 

162. El costo económico de la sentencia 
1,:1 fallo del Tribunal se cncuentra respetando el rrincipio de constitucionalidad objetivo 
referido al equi libro presuruestal del artículo 78 de la Constitución (mayor desarrollo del 
mismo en el fundamento 50) y el prineirio de constitucionalidad subjetivo re/Crido a la 
observancia de l derecho fundamental a la rensión digna dc los artículos 10 Y 11 de la 
Constitución. 
Para y roteger ambos bienes constitucionales este Colegiado los ha limitado 
red rocamente, de mancra razonable -y rroporcional -, imbuido del mandato del poder 
c lsti tuyen te de resrctar los derechos de la rcrsona humana en el marco dd ordenamiento 
uríd ico-consti tucional. 

Por lo tanto, este Colcgiado considera un deber imrlícito en su tarea de control de la 
Constitución, demandar a los poderes del I<:s tado para quc definan los medios que hagan 
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efeetiva esta sentenciiG
, frente al hipotético caso de reducción dcl ahorro presupuestal 

con la declaración de inconstitucional parcial de la [,ey N° 28449. 

§3. LA UNIFICACiÓN DE LOS REGlMENES PENSIONARIOS 

163. El principio dc unificación progresiva 
1,:1 Tribunal Constitucional cOllsidera que, en tanto que todos los regímenes previsionalcs 
admi ni strados por el I':s tado comparten el objeto de proveer a los pensionistas o a sus 
sobrevivientes de los recursos necesa rios para su mantenimiento () susten to , la rcl'onna 
implementada debe ser tomada como un primer paso para su unificación progresiva, 
Dicha unificación implicaría la consolidación de los principios de universalidad , 
progresividad y solidaridad, inherentes al sis terna de seguridad socia l, según re'/,a el 
artículo 10 de la Constitución. 

VI. FALLO 

Por estos lundamentos, e l Tribuna l Constitucional , co n la autorid ad q ue le co nl iere la 
Constitución Política del Pe rú 

HA RESUELTO 

1 e' a rar INFUNDADAS las demandas acumuladas en el extremo que impugnan la 
o stituc io nalidad de la [ ,ey de Reforma Constit ucional N° 28389, Por cua nto : 

Por la lórma, se ha respetado el procedimiento previsto en e l artícu lo 20ú de la 
Consti tución , 

B) Por el fondo , se ha respetado el contenido esencial del derecho I'undamental a la 
pensión (artículo 11) cuando se prevé c l cierre del régimen pensionario previsto en e l 
Decreto Ley N° 205 30, la introducción de topes pensionarios y la el iminación de la 
nivelación pens iona ria. Asim ismo, no se ha afec tado la progresividad y la 
universalidad de la garantía institucional de la seguridad social (artícu lo 10); tampoco 
ha impedido el aumento de la calidad de vida (artícu lo 10) ni la vigencia de los 
derechos a la igualdad (artículo 2 inciso 2) y a la propiedad (artículo 70) de los 

y nsioniSlas. 

I 

HI> ZAGREBELSKY, Gustavo. Prob /emi in ordine ai cos[i de/le sentenze costituzionali. En: Le senten ze 
rlolI¡¡ r,ortn mstitIJ7ionél/p' o /'art A1 , U (; , de/lél (;ns UtfJ7ionn \'ortA \'ostituzion8lc Mil;:mo, Giuffrc! 
Editore, 1993, p 109. 

¡i t I , " 
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2. Declarar FUNDADAS EN PARTE las demandas acumuladas en el extremo que 
impugnan la constitucionalidad de la Ley N° 28449. En consecuencia, DECLÁRESE LA 
INCONSTITUCIONALIDAD: 

A) Del conector conjuntivo 'y' del inciso c del artículo 32 del Decreto Ley N° 20530 
modificado por la Ley N° 28449, de forma tal que deba interpretarse que las 
referencias que la norma hace a la carencia de rentas o ingresos superiores a la pensión 
o la ausencia de amparo por algún sistema de seguridad social, como condición para el 
otorgamiento de una pensión de viudez al hombre, sean consideradas como criterios de 
evaluación que deben ser aplicados independientemente y en cada caso concreto, 
realizando una interpretación siempre en beneficio del pensionista y no de modo 
peyorativo o con el objeto de privarle de una pensión legítima, según los fundamentos 
147 y 148. 

B) De la frase 'hasta que cumplan los veintiún (21) años' del literal a del artículo 34 
del Decreto Ley N° 20530, según elfundamento 153, quedando, de conformidad con 
la Constitución, el siguiente texto: 

"Artículo 34.- Solamente tienen derecho a pensión de orfandad los hijos 
menores de dieciocho (18) años del trabajador con derecho a pensión o del 
titular de la pensión de cesantía o invalidez que hubiera fallecido. Cumplida 
esta edad, subsiste la pensión de orfandad únicamente en los siguientes casos: 
a) Para los hijos que sigan estudios de nivel básico o superior ( ... )". 

Y, por conexidad, declárese también la inconstitucionalidad de la frase 'en cuyo 
caso la pensión continuará hasta que cumplan veintiún (21) años' del literal b del 
artículo 55 del Decreto Ley N° 20530, así como también la palabra 
'universitarios' del mismo literal, quedando, de conformidad con la Constitución, el 
siguiente texto: 

"Artículo 55.- Se extingue automáticamente el derecho a pensión por: 
( ... ) 

b) Haber alcanzado la mayoría de edad los titulares de pensiones de orfandad, 
salvo que prosigan estudios, o que adolezcan de incapacidad absoluta para el 

7 trabajo, conforme a lo dispuesto en el artículo 34 de la presente Ley ( ... )". 
/ Asimismo, declárese la inconstitucionalidad de la frase 'Hasta que el beneficiario 

cu?e9. veintiún años' del literal a del artículo 56 del Decreto Ley N° 19990. 
/'Queda tio redactado de la siguiente forma: 

, "Artículo 56.- Tienen derecho a pensión de orfandad: los hijos menores de 
, dieciocho años del asegurado o pensionista fallecido. 

Subsisten el derecho a pensión de orfandad: 
a) [S]iempre que siga en forma ininterrumpida estudios del nivel básico o 
superior de educación ( ... )". 
b) Para los hijos inválidos mayores de dieciocho años incapacitados para el 

. trabajo". 

el primer párrafo del artículo 35 del Decreto Ley N° 20530, modificado por el 
artículo 7 de la Ley N° 28449, según elfundamento 150, quedando, de conformidad 
con la Constitución, el siguiente texto: 
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"Artículo 35.- En caso de fallecimiento de padre y madre trabajadores o 
titulares de pensiones de cesantía o invalidez, la pensión de orfandad de cada 
hijo será igual al cuarenta por ciento (40%) del monto de la pensión más 
elevada". 

Y, por conexidad, declárese también la inconstitucionalidad de la oración 'El 
monto máximo de la pensión de orfandad de cada hijo es igual al veinte por 
ciento del monto de la pensión de invalidez o jubilación que percibía o hubiera 
podido percibir el causante' del artículo 57 del Decreto Ley N° 19990, quedando, 
de conformidad con la Constitución, el siguiente texto: 

"Artículo 57.- En caso de huérfanos de padre y madre, la pensión máxima es 
equivalente al cuarenta por ciento. Si el padre y la madre hubieren sido 
asegurados o pensionistas, la pensión se calculará sobre la base de la pensión 
más elevada. 
En su caso, los huérfanos a que se refiere el inciso b) del artículo anterior 
tendrán derecho a la bonificación señalada en el artículo 30°." 

D) De la frase 'de viudez' de la primera oración y del literal b del artículo 32 del 
Decreto Ley N° 20530, según el fundamento 150, quedando, de conformidad con la 
Constitución, el siguiente texto: 

"Artículo 32.- La pensión (de viudez u orfandad) se otorga de acuerdo a las 
normas siguientes: 
a) Cien por ciento (100%) de la pensión de invalidez o cesantía que percibía 
o hubiera tenido derecho a percibir el causante, siempre que el monto de dicha 
pensión no supere la remuneración mínima vital. 
b) Cincuenta por ciento (50%) de la pensión de invalidez o cesantía que 
percibía o hubiera tenido derecho a percibir el causante, en los casos en que el 
valor de dicha pensión sea mayor a una remuneración mínima vital, 
estableciéndose para estos casos una pensión mínima (de viudez u orfandad) 
equivalente a una remuneración mínima vital. 
c) Se otorgará al varón sólo cuando se encuentre incapacitado para subsistir 
por sí mismo, carezca de rentas o ingresos superiores al monto de la pensión, o 
no esté amparado por algún sistema de seguridad social. 

¿ d) El cónyuge sobreviviente inválido con derecho a pensión que requiera del 
~ cuidado permanente de otra persona para efectuar los actos ordinarios de la 
/ vida, percibirá además una bonificación mensual, cuyo monto será igual a una 

I remuneración mínima vital, siempre que así lo dictamine previamente una 
Comisión Médica del Seguro Social de Salud, ES SALUD, o del Ministerio de 
Salud". 

11 Se precisa quella inclusión dIe l.a fr~~e ' (dde lviu~ez lU 0drf~ndad) ' e~ el tedx~~ nodsupone 
un acto legis ativo, sino e eJercIcIO e a lacu ta mterpretatIva a ItIva e este 
Colegia ,cumpliendo así con la presunción iuris tantum de constitucionalidad de las 
le.)'es e evita su declaración de inconstitucionalidad cuando exista cuando menos un 

A ·do interpretativo que permita considerarla compatible con la Norma Fundamental. 
or conexidad, declárese la inconstitucionalidad de la frase 'de viudez' del 

/ 

artículo 54 del Decreto Ley N° 19990, quedando, de conformidad con la 
Constitución, el siguiente texto: 
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"Artículo 54.- El monto máximo de la pensión (de viudez u orfandad) es igual 
al cincuenta por ciento de la pensión de invalidez o jubilación que percibía o 
hubiera tenido derecho a percibir el causante". 

3. Se INTERPRETA, de conformidad con el fundamento 154, que entre los supuestos 
protegidos por el literal a del artículo 34 y el literal b del artículo 55 del Decreto Ley N° 
20530, no se encuentran los estudios de postgrado o los de segunda profesión o segunda 
carrera técnica. Asimismo, se INTERPRETA que la pensión de orfandad de los hijos 
mayores de edad que sigan estudios básicos o superiores queda extinguida, cuando tales 
estudios no se sigan de modo satisfactorio, y dentro del periodo regular lectivo. 

4. Se INTERPRETA que, de conformidad con el fundamento 159, el cuarto párrafo de la 
Primera Disposición Final y Transitoria de la Constitución, tiene el sentido de que la 
totalidad del ahorro proveniente de la aplicación de las nuevas reglas pensionarias, debe ser 
destinado a mejorar el sistema de seguridad social, lo cual supone, entre otros muchos 
aspectos, gastos en infraestructura y logística de salud, compra de más y mejores 
medicamentos, capacitación del personal de salud y mejora de sus honorarios, entre otros. 

5. Se EXHORTA al Congreso de la República a cubrir el vacío normativo de la Primera 
Disposición Transitoria de la Ley N° 28449, al que se hace alusión en el último párrafo del 
fundamento 126, teniendo presente que dicha omisión no puede ser interpretada en el 
sentido de que la falta de comunicación del trabajador dentro de los noventa días previstos 
en la norma, implique que éste permanezca en el régimen del Decreto Ley N° 20530, ni 
tampoco que ello suponga que el trabajador queda fuera de todo régimen previsional. 

6. Declarar INFUNDADA,gS!..).a.~~.a.wd!:!.<as en lo demás que contienen. 

Publíquese y notifíq se. 

SS. 

ALVA ORLANDI 
BARDELLI LAR R 
GONZALESO D 
GARCÍATOM 
VERGARAGO 
LANDAARROY 
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